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En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 
97 del Reglamento de la Cámara, se ordena la publi-
cación en el Boletín Oficial de las Cortes Generales 
de las enmiendas presentadas en relación con el Pro-
yecto de Ley por la que se modifica la Ley 19/1988, 
de 12 de julio, de Auditoría de Cuentas, la Ley 
24/1988, de 28 de julio, de Mercado de Valores, y el 
texto refundido de la Ley de Sociedades Anónimas 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 1564/1989, 
de 22 de diciembre, para su adaptación a la normati-
va comunitaria, así como el índice de enmiendas al 
articulado.

Palacio del Congreso de los Diputados, 18 de febre-
ro de 2010.—P. D. El Secretario General del Congreso 
de los Diputados, Manuel Alba Navarro.

A la Mesa de la Comisión de Economía y Hacienda

Al amparo de lo establecido en el Reglamento de 
la Cámara, el Grupo Parlamentario de Esquerra Repu-
blicana-Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya 
Verds, presenta las siguientes enmiendas parciales al 
Proyecto de Ley por la que se modifica la Ley 19/1988, 
de 12 de julio, de Auditoría de Cuentas, la Ley 24/1988, 
de 28 de julio, de Mercado de Valores, y el texto 
refundido de la Ley de Sociedades Anónimas aproba-
do por el Real Decreto Legislativo 1564/1989, de 22 

de diciembre, para su adaptación a la normativa comu-
nitaria.

Palacio del Congreso de los Diputados, 16 de febre-
ro de 2010.—Gaspar Llamazares Trigo, Diputado.—
Joan Herrera Torres, Portavoz del Grupo Parlamenta-
rio de Esquerra Republicana-Izquierda Unida-Iniciativa 
per Catalunya Verds.

ENMIENDA NÚM. 1

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario 
de Esquerra Republicana-
Izquierda Unida-Iniciativa 
per Catalunya Verds

Al artículo único, apartado veintidós

De supresión.

Se suprime la disposición adicional quinta añadida 
en el apartado veintidós del artículo único.
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MOTIVACIÓN

Los principios de supervisión de carácter público 
exigidos en la Directiva 2006/43/CE, así como la Reco-
mendación de la Comisión de 6 de mayo de 2008, rela-
tiva al control de calidad externo de los auditores lega-
les y las sociedades de auditoría que verifican las 
cuentas de las entidades de interés público, traducen la 
necesidad de atribuir de forma exclusiva al Instituto de 
Contabilidad y Auditoría de Cuentas (ICAC), en cuanto 
Organismo público de supervisión, la competencia 
relativa al control de calidad.

Esta competencia del ICAC significa un importante 
cambio respecto a la actual situación, donde la compe-
tencia corresponde a las Corporaciones representativas 
de auditores de cuentas, respecto de sus miembros. Así, 
hasta ahora el control de calidad quedaba incluido en el 
ámbito de la autorregulación del sector y al margen de 
las competencias de control de la actividad atribuida al 
ICAC, mientras que con la aprobación de esta Ley se 
encuadrará, junto a las actuaciones de control técnico, 
dentro de la supervisión pública de la actividad de audi-
toría.

Consecuencia esencial de este importante cambio 
de consideración respecto del control de calidad es la 
inclusión, entre las infracciones, de distintas acciones u 
omisiones relativas al mismo, que pasan a ser suscepti-
bles de sanción.

Por todo ello, se propone la supresión de la disposi-
ción adicional quinta («Ejecución del control de cali-
dad») que contempla la posibilidad de que el ICAC 
acuerde la ejecución del control de calidad con las cor-
poraciones representativas de auditores o con otros ter-
ceros, ya que esto supone la «subcontratación» de una 
potestad pública.

Han de ser funcionarios públicos dependientes del 
Ministerio de Economía y Hacienda quienes realicen 
estas tareas de control. Empleados públicos cualifica-
dos y con la independencia que les otorga su relación 
estatutaria (que abarca desde un estricto régimen de 
incompatibilidades hasta su sometimiento a un régimen 
sancionador administrativo propio). Esta independen-
cia es difícil encontrarla en las Corporaciones represen-
tativas de auditores respecto de sus miembros.

A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Parlamentario Vasco (EAJ-PNV), al ampa-
ro de lo establecido en el artículo 109 y siguientes del 
vigente Reglamento del Congreso de los Diputados, 
presenta las siguientes enmiendas al articulado al Pro-
yecto de Ley por el que se modifica la Ley 19/1988, 
de 12 de julio, de Auditoría de Cuentas, la Ley 24/1988, 
de 28 de julio, de Mercado de Valores y el texto refun-
dido de la Ley de Sociedades Anónimas aprobado por 

el Real Decreto Legislativo 1564/1989, de 22 de diciem-
bre, para su adaptación a la normativa comunitaria.

Palacio del Congreso de los Diputados, 16 de febre-
ro de 2010.—Josu Iñaki Erkoreka Gervasio, Porta-
voz del Grupo ParlamentarioVasco (EAJ-PNV).

ENMIENDA NÚM. 2

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Vasco
(EAJ-PNV)

Al artículo 2

De sustitución del apartado 2.

Texto que se propone:

«2. El informe de auditoría deberá ser emitido por 
los auditores de cuentas o las sociedades de auditoría 
de conformidad con la carta de encargo suscrita entre 
las partes. La no emisión del informe de auditoría o la 
renuncia a continuar con el contrato de auditoría, tan 
sólo podrá producirse por la existencia de justa causa y 
en aquellos supuestos en los que concurra alguna de las 
siguientes circunstancias:

a) Existencia de amenazas que pudieran compro-
meter de forma grave la independencia u objetividad 
del auditor, de acuerdo con lo dispuesto en el Capitulo 
siguiente.

b) Imposibilidad de realizar el trabajo encomen-
dado al auditor o sociedad de auditoría por circunstan-
cias ajenas al mismo.

c) Impago de los honorarios pactados.

En los anteriores supuestos, cuando se trate de audi-
torías obligatorias, deberá informarse razonadamente, 
tanto al Registro Mercantil del domicilio de la sociedad 
auditada, como al Instituto de Contabilidad y Auditoría 
de Cuentas, de las circunstancias determinantes de la 
no emisión del informe o abstención, en la forma y pla-
zos que se determine reglamentariamente.»

JUSTIFICACIÓN

Se sugiere la introducción de un nuevo apartado 7 
en el artículo 2 de la LAC, en el que se recogerían los 
supuestos en que el auditor puede no emitir el informe 
contratado.

La razón de esta propuesta radica en la importancia 
de introducir en la LAC elementos relacionados con el 
carácter contractual de la relación que une —por medio 
de la carta de encargo— a la empresa auditada y al 
auditor de cuentas, como resulta, entre otros preceptos, 
del artículo 38 de la Directiva y de la jurisprudencia en 
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la materia (SAP Madrid, de 17 de marzo de 2000: el 
impago de los honorarios por la empresa auditada es 
causa de resolución de la relación contractual entre las 
partes, de conformidad con una reiterada jurispruden-
cia en la materia).

ENMIENDA NÚM. 3

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Vasco
(EAJ-PNV)

Al artículo 4.2

De modificación.

Texto que se propone:

«2. El auditor de cuentas que realice la auditoría 
de cuentas o de documentos contables consolidados 
asume la plena responsabilidad del informe de audito-
ría emitido, aún cuando la auditoría de las cuentas 
anuales de las sociedades participadas haya sido reali-
zada por otros auditores.»

JUSTIFICACIÓN

El texto añadido se hace con el propósito de evitar la 
interpretación de que el auditor de las cuentas consoli-
dadas necesariamente tenga que hacer la auditoría de 
las cuentas anuales de las dependientes. El artículo 27 
de la Directiva 2006/43 específicamente contempla la 
situación de los auditores de las sociedades del grupo.

ENMIENDA NÚM. 4

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Vasco
(EAJ-PNV)

Al artículo 6.7

De modificación.

Texto que se propone:

«7. Los auditores de cuentas inscritos en el Regis-
tro Oficial de Auditores de Cuentas deberán seguir cur-

sos de formación continua, impartidos por las corpora-
ciones representativas de los auditores de cuentas, las 
entidades docentes autorizadas u otras entidades, en la 
forma y condiciones que se establezca reglamentaria-
mente.»

JUSTIFICACIÓN

El artículo 6.7 del Proyecto establece que «los audito-
res de cuentas inscritos en el Registro Oficial de Audito-
res de Cuentas, salvo aquellos a los que se refiere el ar-
tículo 7.11 de esta Ley, deberán seguir cursos y realizar 
actividades de formación continuada, en la forma y con-
diciones que se establezca reglamentariamente».

Este precepto articula una concreta remisión al 
Reglamento de desarrollo de la LAC para la determina-
ción de la forma y las condiciones en que han de impar-
tirse los cursos de formación continuada.

No obstante, se entiende que sería más acertado intro-
ducir una referencia a las modalidades que pueden reves-
tir esos cursos de formación continua, en línea con lo 
dispuesto en el artículo 13 de la Directiva («Formación 
continua»). Así, de conformidad con este pre cepto:

«Los Estados miembros se asegurarán de que los 
auditores legales estén obligados a participar en progra-
mas apropiados de formación continua para mantener 
un nivel suficientemente elevado de conocimientos teó-
ricos, cualificaciones y valores profesionales, y de que 
el incumplimiento de los requisitos de formación conti-
nua sea objeto de las sanciones oportunas mencionadas 
en el artículo 30.»

Si se atiende a lo previsto en este precepto, se advier-
te que la formación continua ha de dirigirse a procurar 
a los auditores legales un nivel suficientemente elevado 
de «conocimientos teóricos, cualificaciones y valores 
profesionales». El incumplimiento de esta obligación 
se tipifica como infracción grave en el artículo 16.3.n) 
del Proyecto.

El Proyecto remite, pues, al ulterior desarrollo regla-
mentario la determinación de «la forma y condiciones» 
en que han de seguirse los cursos de formación conti-
nuada por los auditores de cuentas. No existe en el Pro-
yecto referencia alguna al seguimiento de las horas de 
formación, elemento que, sin duda, puede ser relevante 
para la apreciación de la existencia o no de la mencio-
nada infracción.

De aceptarse la solución propuesta se incluiría en el 
Proyecto un cauce para realizar de manera fehaciente el 
seguimiento de las horas de formación continuada, ya 
sea por el propio ICAC, ya sea de manera delegada por 
las propias Corporaciones (por ejemplo, en virtud de 
los, oportunos convenios, previa previsión reglamen-
taria).

Las corporaciones representativas de los auditores 
de cuentas son, sin duda, uno de los cauces institucio-
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nales adecuados para la consecución de lo previsto en 
el artículo 13 de la Directiva, como resulta de lo previs-
to en las letras i), j), r) y u), del artículo 5 de la 
Ley 2/1974, de 13 de febrero, que prevé como funcio-
nes propias de los Colegios Profesionales las de «orde-
nar en el ámbito de su competencia, la actividad profe-
sional de los colegiados, velando por la ética y dignidad 
profesional» —letra i)—, «organizar actividades y ser-
vicios comunes de interés para los colegiados, de carác-
ter profesional, formativo» —letra j)—, «organizar, en 
su caso, cursos para la formación profesional de los 
posgraduados» —letra r)— y «cuantas otras funciones 
redunden en beneficio de los intereses profesionales de 
los colegiados» —letra u)—.

Es evidente que la función de la formación conti-
nuada de los profesionales respectivos es una función 
característica de todos los Colegios y, en su caso, de las 
Corporaciones de Derecho público, por lo que la inclu-
sión del inciso propuesto en la LAC no sería más que el 
reconocimiento legal de una función que ya se prevé en 
la legislación específica.

La referencia a las instituciones y las entidades 
docentes autorizadas y a otras posibles entidades res-
ponde a la misma razón y trata de completar el panora-
ma de instituciones y entidades que pueden participar 
en la formación continuada de los auditores de cuentas. 
La indicación de que la formación continuada puede 
ser la impartida por el conjunto de entidades e institu-
ciones mencionado (o, en su caso, la «homologada» 
por las mismas), responde a la idea de recoger de mane-
ra expresa en la LAC una referencia al derecho de los 
trabajadores a la formación continuada, con el correla-
tivo deber de las sociedades de auditoría —artícu-
los 4.2.b) y 23 del Estatuto de los Trabajadores—. 
Y ello porque en su redacción actual, el Proyecto no 
contiene mención alguna a la formación interna que 
imparten las sociedades de auditoría —(salvo la tan-
gencial que incorpora el artículo 26.1.g).

ENMIENDA NÚM. 5

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Vasco
(EAJ-PNV)

Al artículo 8

De supresión.

Ha de reconsiderarse la opción seguida por el Pro-
yecto en la regulación del régimen de independencia de 
los auditores de cuentas.

JUSTIFICACIÓN

La VIII Directiva considera uno de los ejes funda-
mentales de la actividad de auditoría de cuentas la inde-
pendencia.

Así, declara que «los auditores legales y las socieda-
des de auditoría deben ser independientes cuando reali-
cen auditorías legales. Podrán informar a la entidad 
auditada de los asuntos derivados de la auditoría, pero 
deben abstenerse de participar en los procesos de toma 
de decisiones internos de la entidad auditada. Si se 
encontraran en una situación en la que la importancia 
de las amenazas para su independencia, incluso tras la 
aplicación de salvaguardas para mitigarlas, fuera dema-
siado grande, deben renunciar al contrato de auditoría o 
abstenerse de ejecutarlo (…). Los tipos de salvaguarda 
aplicables para atenuar o suprimir estas amenazas 
incluyen prohibiciones, restricciones y otras políticas o 
procedimientos, así como requisitos para la revelación 
de información» (Considerando 11).

En su parte dispositiva, el artículo 22 establece lo 
siguiente:

«1. Los Estados miembros se asegurarán de que, 
cuando se realice una auditoría legal, el auditor legal 
y/o la sociedad de auditoría sean independientes de la 
entidad auditada y no participen en el proceso de toma 
de decisiones de la misma.

2. Los Estados miembros se asegurarán de que un 
auditor legal o una sociedad de auditoría no realice una 
auditoría legal si existe alguna relación financiera, 
comercial, laboral o de otro tipo, ya sea directa o indi-
recta —incluida la prestación de servicios adicionales 
no relacionados con la auditoría— entre el auditor legal, 
la sociedad de auditoría o la red y la entidad auditada, 
sobre la base de la cual una tercera parte objetiva, razo-
nable e informada pueda llegar a la conclusión de que 
la independencia del auditor legal o de la sociedad de 
auditoría está comprometida. Si la independencia del 
auditor legal o de la sociedad de auditoría se viera com-
prometida por factores como autorrevisión, interés pro-
pio, abogacía, familiaridad o confianza o intimidación, 
el auditor legal o la sociedad de auditoría aplicarán sal-
vaguardas para atenuarlos. Si la importancia de estos 
factores en relación con las salvaguardas aplicadas es 
tal que compromete su independencia, el auditor legal 
o la sociedad de auditoría se abstendrán de realizar la 
auditoría legal.»

La Directiva, al igual que la Recomendación de la 
Comisión, de 16 de mayo de 2002, sobre «Independen-
cia de los auditores de cuentas en la UE: Principios fun-
damentales», que puede ser tenida en cuenta por la 
Comisión sí decidiera adoptar, como normas mínimas, 
medidas de ejecución relativas a la independencia, 
opera con un enfoque basado en «principios» (integri-
dad, objetividad, competencia profesional y cuidado 
debido, confidencialidad y comportamiento profesio-
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nal) y en la identificación de las amenazas que existen a 
estos principios (interés propio, autorrevisión, aboga-
cía, familiaridad e intimidación). El sistema se comple-
ta con la previsión de que los auditores, si vieran com-
prometida su independencia, aplicarán medidas de 
salvaguarda para atenuarlos (citado artículo 22.2 de la 
Directiva).

Es decir, que deben ser los auditores los que esta-
blezcan esos mecanismos de salvaguarda y, ante la 
presencia de una amenaza a su, independencia, eva-
lúen su importancia y, en su caso, aplique esos meca-
nismos para atenuar o eliminar la amenaza. En caso 
de que no pudiera eliminarse la amenaza o reducirse a 
un nivel aceptable, comprometiendo la independencia 
del auditor, deberá éste abstenerse de realizar el traba-
jo. En el artículo 22 de la Directiva se precisa que las 
amenazas que afectan a la independencia son aquellas 
en las que existe una relación entre el auditor o la 
sociedad de auditoría y la entidad auditada «sobre la 
base de la cual una tercera parte objetiva, razonable e 
informada pueda llegar a la conclusión de que la inde-
pendencia del auditor legal o de la sociedad de audito-
ría está comprometida». La garantía de que los audito-
res observan esta clase de actuación se impone por la 
Directiva, al prever que «los Estados miembros se 
asegurarán de que el auditor legal o la sociedad de 
auditoría documente en los papeles de trabajo de audi-
toría todas las amenazas significativas a su indepen-
dencia, así como las salvaguardas aplicadas para ate-
nuarlo» (artículo 22.3).

Este enfoque, al que también responde la men-
cionada Recomendación sobre independencia de los 
auditores, es el recogido por el Proyecto en el ar-
tículo 8.1, dando así a entender que son los audito-
res los que deben, en cada caso, quizás porque segu-
ramente sea imposible tipificar y regular en su justa 
medida todas las situaciones, y tomando en conside-
ración todos los matices que en la práctica profesio-
nal pudieran llegar a plantearse, valorar si una deter-
minada  s i tuac ión  puede  o  no  a fec ta r  a  su 
independencia, existiendo la posibilidad de reducir 
el impacto de la misma en ese sentido, sin que lle-
gue a comprometerse aquélla. De este modo, la 
norma impone al auditor la obligación de analizar y 
concluir, no solo según su criterio, sino también de 
acuerdo con el de «una tercera parte objetiva, razo-
nable e informada», acerca de la ausencia de amena-
zas relevantes a su independencia, evitando así incu-
rrir en situaciones que, aun cumpliendo con la letra 
de la norma, pudieran suponer, de acuerdo con el 
juicio dé una tercera parte objetiva, razonable e 
informada, un menoscabo de la independencia del 
auditor.

Pero, a continuación, el artículo 8.3 del Proyecto y 
los artículos 8 ter y 8 quinquies establecen unos 
supuestos en los que el sistema descrito, de raíz comu-
nitaria, es desplazado por una serie de reglas en las 
que se presume la falta de independencia del auditor y 

se excluye la aplicación de las mencionadas salva-
guardas. Quiere con ello resaltarse que el sistema de 
salvaguardas puede quedar plenamente desvirtuado 
por la aplicación de los artículos mencionados, pues 
en los supuestos previstos en el Proyecto no habrá 
lugar a la valoración por el auditor de si existe o no 
amenaza que afecte a su independencia, ni una pre-
sunción de falta de independencia que admitiría prue-
ba en contrario, sino que se establecen presunciones 
iuris et de iure de falta de independencia (artículo 
8.3), que, caso de ser contravenidas, se tipifican como 
infracciones (artículo 16 del Proyecto) que llevan apa-
rejada la aplicación de las correspondientes sanciones 
(artículo 17 del Proyecto).

Esta opción del Proyecto es distinta, como ya se ha 
apuntado, de la que informa la VIII Directiva y, sobre 
todo, la Recomendación sobre Independencia de 2002. 
En ésta, por hacer referencia ahora sólo a alguno de los 
aspectos que son relevantes a estos efectos, cabe la 
figura —no prevista en el Proyecto— de las «infraccio-
nes inadvertidas».

Así, en los apartados B.1 («Intereses financieros») 
y B.6 del Anexo («Familia y demás relaciones persona-
les»), en los que se considera, en términos generales, 
que tal clase de infracciones no comprometen la inde-
pendencia del auditor si el mismo hubiera instaurado 
procedimientos de salvaguarda, hubiera apartado a la 
persona de la sociedad que no ha informado sobre la 
relación personal o familiar con el cliente de auditoría y 
presta especial atención al revisar el trabajo de audito-
ría realizado por esa persona.

Esta clase de infracciones, sin embargo, es obviada 
en el Proyecto, en los términos descritos, desfigurando 
el espíritu y finalidad del sistema de salvaguardas que 
prevén la Directiva y la Recomendación.

En relación con lo anterior, el Proyecto establece 
una serie de extensiones temporales y subjetivas en los 
artículos 8 bis y 8 ter que no encuentran reflejo ni en la 
Directiva, ni en la Recomendación y que implican la 
extensión de los supuestos de falta de independencia de 
los auditores a límites de imposible gestión, al hacer 
descansar la independencia de los auditores en unas cir-
cunstancias que no dependen de ellos.

En definitiva, para el legislador comunitario, la 
defensa de la independencia de los auditores correspon-
de a éstos en primer lugar y con carácter preferente, a 
través de un sistema de salvaguardas.

No es ésta la opción seguida por el Proyecto, por lo 
que se sugiere de nuevo su reconsideración.

No obstante, con carácter subsidiario a esta enmienda 
de reconsideración total del artículo 8 y de los, artícu-
los 8 bis a 8 quinquies y para el caso de que no se acogie-
se, se plantean enmiendas puntuales en mejora del texto 
presentado por el Gobierno.
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ENMIENDA NÚM. 6

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Vasco
(EAJ-PNV)

Al artículo 8

De sustitución completa por el texto que se propone: 

«Artículo 8. Independencia.

1. Los auditores de cuentas o, en su caso, las 
sociedades de auditoría, habrán de ser independien-
tes con respecto a las entidades que auditen. Para 
ello, el auditor de cuentas o la sociedad de auditoría 
y el auditor de cuentas firmante del informe de audi-
toría deberán encontrarse libres de cualquier influen-
cia que les impida ejercer su juicio profesional con 
la debida independencia, integridad y objetividad 
profesional.

2. La independencia del auditor de cuentas o de la 
sociedad de auditoría puede verse comprometida cuan-
do el auditor de cuentas o el auditor de cuentas firmante 
del informe de auditoría, en el caso de las sociedades 
de auditoría, se halle en alguna de las siguientes cir-
cunstancias:

a) La de revisar su propio trabajo (amenaza de 
autorrevisión).

b) Mantenga relaciones de consanguinidad, afini-
dad o de otro tipo con los empresarios, administrado-
res, alta dirección o responsables del área económico 
financiera de la entidad auditada (amenaza de familiari-
dad o confianza).

c) Tenga un interés concreto en relación con el 
resultado de su trabajo (amenaza de autorrevisión).

d) En posición de defender o abogar por los inte-
reses de la entidad auditada (amenaza de abogacía)

e) En las que la entidad auditada o sus administra-
dores o directivos dispongan de elementos que permi-
tan ejercer intimidación sobre el auditor de cuentas 
(amenaza de intimidación).

3. Los auditores de cuentas y las sociedades de 
auditoría deberán adoptar sistemas de control interno y 
de calidad que les permitan asegurar su independencia 
con respecto a las entidades que auditen. Estos sistemas 
podrán estar basados en las prácticas comúnmente 
aceptadas por la profesión. En cualquier caso, dichos 
sistemas habrán de ser adecuados a la dimensión de la 
actividad de auditoría o de la sociedad de auditoría.

4. Los auditores de cuentas y las sociedades de 
auditoría deberán analizar las potenciales amenazas 
que puedan plantearse en relación con cada trabajo de 
auditoría e identificar aquellas salvaguardas que, en 
cada caso específico, permitan eliminar o reducir las 
mismas a niveles aceptables. En cualquier caso, este 

análisis deberá quedar documentado en los papeles de 
trabajo de cada auditoría. En aquellos supuestos en que 
el auditor de cuentas o la sociedad de auditoría conclu-
yan que las salvaguardas identificadas no permiten eli-
minar o reducir las amenazas identificadas a un nivel 
aceptable, deberán abstenerse de realizar la auditoría.

Los auditores de cuentas y sociedades de auditoría 
deberán tener en cuenta todas las circunstancias rele-
vantes concurrentes para determinar qué salvaguarda o 
conjunto de salvaguardas resultan adecuadas en cada 
caso, las cuales deberán estar alineadas con las general-
mente aplicadas por la profesión para situaciones aná-
logas.

5. Las situaciones de incompatibilidad que afec-
ten a la entidad auditada lo serán también en relación 
con todas aquellas entidades con las que la entidad 
auditada mantenga un vínculo de forma que:

a) exista un control efectivo de una sobre otra, por 
existir un vinculo de los contemplados en el artículo 42 
del Código de Comercio, mediante la existencia de una 
misma unidad de decisión, al estar controladas la enti-
dad auditada y las otras entidades por cualquier medio 
por una o varias personas físicas o jurídicas que actúen 
conjuntamente o se hallen bajo dirección única por 
acuerdos o cláusulas estatutarias;

b) una tenga influencia significativa sobre otra y 
siempre y cuando la inversión sea material para aquella 
que ostente dicha influencia significativa.

6. Los auditores de cuentas deberán tomar igual-
mente en consideración lo descrito en este artículo en 
relación con sus cónyuges y/o personas que de ellas 
dependan, así como en relación con otros auditores de 
cuentas con los que tuvieran cualquier vinculación 
directa o indirecta.

7. Las menciones al auditor de cuentas firmante 
del informe de auditoría que contiene este artículo se 
extienden a:

a) su cónyuge y/o personas que de ellas dependan;
b) a los otros socios de la sociedad de auditoría 

que hayan tenido una participación relevante en rela-
ción con aspectos significativos de la auditoría de cuen-
tas, incluido, en su caso, el socio encargado del control 
de calidad del trabajo;

c) a los miembros de la cadena de mando.

8. A los efectos de este artículo, se entenderá que 
una sociedad de auditoría está incurra en incompatibili-
dad cuando, por aplicación de lo establecido en este ar-
tículo, sea incompatible cualquier otra sociedad espa-
ñola con la que la sociedad de auditoría mantenga un 
vínculo de forma que:

a) exista un control efectivo de una sobre otra, por 
existir un vinculo de los contemplados en el artículo 42 
del Código de Comercio, mediante la existencia de una 
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misma unidad de decisión al estar controladas la enti-
dad auditada y las otras entidades por cualquier medio 
por una o varias personas físicas o jurídicas que actúen 
conjuntamente o se hallen bajo dirección única por 
acuerdos o cláusulas estatutarias.

b) una tenga influencia significativa sobre otra y 
siempre y cuando la inversión sea material para aquella 
que ostente dicha influencia significativa.

9. En todo caso, e independientemente de lo indica-
do en los apartados 2 y 4 anteriores, se entenderá que no 
existen salvaguardas que reduzcan suficientemente las 
amenazas a la independencia del auditor de cuentas o de 
la sociedad de auditoría en los siguientes supuestos:

a) Cuando el auditor o, en su caso, un representan-
te de la sociedad de auditoría, sea parte activa en la 
toma de decisiones de la entidad auditada, incluyendo 
la ostentación de cargos directivos, de administración, 
de empleo, de apoderamientos con mandato general, o 
de supervisión interna en la entidad auditada.

b) Cuando el auditor de cuentas o el auditor de cuen-
tas firmante del informe de auditoría tengan interés finan-
ciero directo o indirecto en la entidad auditada si, en uno u 
otro caso es significativo para cualquiera de las partes.

c) Cuando el auditor de cuentas o la sociedad de 
auditoría asuman la responsabilidad sobre la llevanza 
material o preparación de los documentos contables o 
estados financieros de la entidad auditada.

d) Cuando el auditor de cuentas o la sociedad de 
auditoría presten a la entidad auditada servicios de 
valoración que conduzcan a la evaluación de cantidades 
significativas que tengan reflejo en las cuentas anuales 
de dicha entidad, siempre que el trabajo de valoración 
conlleve un grado significativo de subjetividad.

e) La prestación de servicios de abogacía para la 
entidad auditada, cuando se refieran a la resolución de 
un litigio o conflicto sobre cuestiones que puedan tener 
una incidencia significativa en los estados financieros.

f) La percepción de honorarios derivados de la 
prestación de servicios de auditoría y distintos del de 
auditoría a la entidad auditada, siempre que éstos cons-
tituyan un porcentaje elevado del total de los ingresos 
anuales del auditor de cuentas o sociedad de auditoría, 
considerando la media de los últimos tres cinco años.

10. Cuando la entidad auditada sea considerada de 
interés público, además de lo descrito en los apartados 
anteriores de este artículo, se entenderá que no existen 
salvaguardas que reduzcan suficientemente las amena-
zas a la independencia del auditor de cuentas o de la 
sociedad de auditoría en los siguientes supuestos:

a) Cuando éstos participen directamente en la 
prestación de servicios de auditoría interna a la entidad 
auditada o en la prestación a la entidad auditada de ser-
vicios de diseño y puesta en práctica de sistemas de tec-
nología de la información financiera, que sean signifi-

cativos en relación con el sistema de control interno 
sobre la información financiera o con el proceso de 
generación de los datos integrantes de los estados finan-
cieros de la entidad auditada.

b) Cuando éstos presten a la entidad auditada ser-
vicios de valoración que conduzcan a la evaluación de 
cantidades significativas que tengan reflejo en las cuen-
tas anuales de dicha entidad.

11. Los auditores de cuentas o las sociedades de 
auditoría serán contratados por un período de tiempo 
determinado inicial, que no podrá ser inferior a tres 
años ni superior a nueve a contar desde la fecha en que 
se inicie el primer ejercicio a auditar, pudiendo ser con-
tratados por periodos máximos de tres años una vez que 
haya finalizado el periodo inicial. Durante el periodo 
inicial, o antes de que finalice cada uno de los trabajos 
para los que fueron contratados una vez finalizado el 
periodo inicial, no podrá rescindirse el contrato sin que 
media justa causa. La divergencia de opiniones sobre 
tratamientos contables o procedimientos de auditoría 
no podrá ser considerada justa causa. Los auditores de 
cuentas y la entidad auditada deberán comunicar al Ins-
tituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas la resci-
sión del contrato de auditoría.

Tratándose de entidades de interés público, una vez 
transcurridos siete años desde el contrato inicial, será 
obligatoria la rotación del auditor de cuentas o del audi-
tor de cuentas firmante, debiendo transcurrir en todo 
caso un plazo de dos años para que el mismo pueda 
volver a auditar a la entidad correspondiente. Será obli-
gatoria la rotación cuando en el séptimo año o, en su 
defecto, en los años siguientes, la entidad auditada 
tenga la condición de entidad de interés público con 
independencia de que, durante el transcurso del referi-
do plazo, la entidad auditada, no hubiesen tenido duran-
te algún período de tiempo dicha condición.

12. Los auditores de cuentas y las sociedades de 
auditoría habrán de ser independientes con respecto a la 
entidad auditada desde la fecha de comienzo del ejerci-
cio objeto de auditoría hasta la de emisión del corres-
pondiente informe. No obstante no se considerará que 
existe una pérdida de independencia en los casos en 
que en el primer ejercicio del nombramiento, los intere-
ses financieros a que hace referencia en el apartado 9.b 
anterior hayan sido liquidados con anterioridad a la 
aceptación, por el auditor de cuentas o por la sociedad 
de auditoría, del correspondiente nombramiento.

13. En los dos años siguientes a la finalización del 
trabajo de auditoría de cuentas correspondiente, los 
auditores de cuentas o el auditor de cuentas firmante 
del informe de auditoría no podrán formar parte de los 
órganos de administración o de dirección de la entidad 
auditada ni ocupar puesto de trabajo, ni tener interés 
financiero directo en dichas entidades, o indirecto si es 
significativo para cualquiera de las partes.

14. Los honorarios de los auditores de cuentas y 
sociedades de auditoría se fijarán, en todo caso, antes 
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de que comience el desempeño de sus funciones y para 
todo el periodo en que deban desempeñarlas. Los cita-
dos honorarios no podrán estar influidos o determina-
dos por la prestación de servicios adicionales a la enti-
dad auditada, ni podrán basarse en ningún tipo de 
contingencia o condición.

15. El Instituto de Contabilidad y Auditoría de 
Cuentas es el organismo encargado de velar por el ade-
cuado cumplimiento del deber de independencia, así 
como de valorar en cada trabajo concreto la posible 
falta de independencia de un auditor de cuentas o socie-
dad de auditoría.»

JUSTIFICACIÓN

La redacción propuesta se considera más cercana a 
las normas emanadas de las organismos internacionales 
de auditoría (Código de Ética de IFAC) y a la experien-
cia de países con un mercado de auditoría semejante al 
de nuestro país.

A fin de precisar el alcance del régimen de indepen-
dencia de los auditores de cuentas y las sociedades de 
auditoría, se entiende que ha de concretarse en el Pro-
yecto el alcance de las obligaciones que se les imponen 
en relación con la adopción y la observancia de auténti-
cos sistema de medidas de salvaguarda de su indepen-
dencia. Es por ello por lo que se incluyen algunas pre-
visiones al respecto de las que, por el contrario, carece 
el Proyecto. Dichas previsiones (básicamente recogidas 
en los apartados 2 a 4 y 9 del texto propuesto) ahondan 
en la idea del sistema de principios y no de reglas que 
caracteriza al Derecho comunitario en la materia, tal y 
como se ha hecho referencia en la justificación de la 
enmienda anterior.

Junto a ello, se considera preferible diferenciar los 
supuestos de extensión subjetiva de las incompatibili-
dades según se refieran a la entidad auditada o a la 
sociedad de auditoría, así como las que afectan al audi-
tor de cuentas individual y las propias del auditor de 
cuentas firmante del informe. En este sentido, se opta 
por seguir, en el sentido que se expresa en la enmienda 
n.º 21, las pautas que contienen los principales docu-
mentos emitidos hasta la fecha Recomendación de la 
Comisión, de 16 de mayo de 2002, sobre «Independen-
cia de los auditores de cuentas en la UE: Principios fun-
damentales»; las normas sobre independencia de los 
auditores de la SEC (Securities and Exchange Comis-
sion), de 6 de mayo de 2003; Código de Ética de la 
International Federation of Accountants (IFAC), de 
junio de 2005 y revisado en julio de 2009, en relación 
con la cuestión de los vínculos familiares, en los que la 
nota primordial es la de la dependencia económica, 
antes que la mera existencia de vínculos de consangui-
nidad o afinidad.

Otras de las precisiones que este artículo propuesto 
contiene respecto del Proyecto son las relativas a la deli-
mitación de algunas de las causas de incompatibilidad, 

en el sentido de hacer hincapié en que la participación 
del auditor o la sociedad de auditoría ha de ser cualifica-
da o presentar un cierto grado de relevancia para generar 
una causa de incompatibilidad. De ahí que se exija, por 
ejemplo, que el auditor o la firma de auditoría han de ser 
parte activa en la toma de decisiones [artículo 8.9.a)] o 
que deban asumir la responsabilidad sobre la llevanza 
material o preparación de los documentos contables [ar-
tículo 8.9.c)] o que su actividad tengan un reflejo real en 
las cuentas de las sociedades auditadas [artículo 8.9.d)]. 
A través de estas disposiciones se eliminaría en gran 
medida el carácter de presunciones iuris et de iure que la 
actual redacción del Proyecto da a las causas de incom-
patibilidad, eliminando de raíz toda posibilidad de que 
en esos ámbitos pueda entrar en juego el sistema de sal-
vaguardas que la propia Ley prevé.

Por otra parte, se limita la obligación de rotación (ar-
tículo 8.11) al auditor de cuentas o al auditor de cuentas 
firmante, eliminando la mención a la «influencia» en el 
resultado final de la auditoría, a fin de dotar de mayor 
certeza al ámbito de aplicación de esa obligación, frente 
al empleo de ese término abierto e impre ciso.

Asimismo, en línea con la propia orientación del 
Proyecto, se dedica un apartado específico a los casos 
en los que la entidad auditada es una entidad de interés 
público, como supuesto en el que se exige un plus en 
relación con las salvaguardas a adoptar.

ENMIENDA NÚM. 7

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Vasco
(EAJ-PNV)

Al artículo 8.3 letras e), f) y g)

Eliminación de las letras e), f) y g) del apartado 3 
del artículo 8.

JUSTIFICACIÓN

Para consistencia con el apartado 1 del artículo 8. Si 
el objetivo del apartado 3 es concretar aquellas situa-
ciones en que la independencia del auditor está com-
prometida, no tiene sentido crear excepciones que pue-
den conducir a interpretación errónea:

Respecto a la letra e)

Un servicio de valoración (a efectos de auditoría y 
de las cuentas anuales) consiste en una estimación, que 
como tal conlleva subjetividad, se considera que los 
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servicios que puedan considerarse que quedan afecta-
dos por factores como la autorrevisión quedan incluidas 
en el último párrafo del artículo 8.1 que establece que 
«las amenazas a la independencia podrán proceder de 
factores como la autorrevisión, interés propio, aboga-
cía, familiaridad o confianza, e intimidación. Se propo-
ne, por tanto, eliminar esta letra e) y que sea el auditor 
el que asuma su responsabilidad al respecto, por cuanto 
además es el propio último párrafo del citado artícu-
lo 8.1 el que establece con claridad que “Si la impor-
tancia de estos factores en relación con las medidas de 
salvaguarda aplicadas es tal que compromete su inde-
pendencia, el auditor de cuentas o la sociedad de audi-
toría se abstendrán de realizar la auditoría”».

Respecto a la letra f)

Se propone su eliminación, porque los servicios de 
auditoría interna a entidades de interés público ya están 
incluidos como amenaza de autorrevisión. Para el resto 
de las entidades también constituye una amenaza de 
autorrevisión, que el auditor tendrá que evaluar y respon-
der, actuación que ya está considerada en el apar tado 1.

Respecto a la letra g)

No tiene sentido establecer salvedades respecto al 
apartado g), ya que dificilmente se puede precisar la inci-
dencia que pueda tener un servicio de abogacía en los 
estados financieros o documentos contables auditados.

Mantener las letras f) y g) implicaría que estos 
tipos de autorrevisión comprometen la independencia 
y en consecuencia no tendrá sentido establecer ningu-
na excepción. Ello impediría la posibilidad de evalua-
ción del auditor de la amenaza que dichos servicios 
implican y, en su caso, de las salvaguardas a aplicar.

ENMIENDA NÚM. 8

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Vasco
(EAJ-PNV)

Al artículo 8 ter

De modificación.

Texto que se propone:

«A los efectos de lo dispuesto en los artículos ante-
riores:

a) Las menciones a la empresa o entidad auditada 
o al cliente de auditoría se extenderán a las siguientes 
entidades españolas:

Las entidades que ejercen control directo o indirecto 
sobre ella en la medida en que la misma sea significati-
va para ellas las entidades que ejercen influencia signi-
ficativa, sobre ella en la medida en que la misma sea 
significativa para ellas las entidades sobre las que la 
misma ejerce control directo o indirecto las entidades 
en las que la misma tiene una participación directa o 
indirecta siempre que dicha participación sea significa-
tiva y pueda ejercer influencia significativa sobre ellas.

b) Las menciones a los auditores de cuentas se 
extenderán:

1) A sus cónyuges y a los hijos, padres u otros 
familiares en la medida en que dependan financiera-
mente del auditor de cuentas, salvo en los supuestos en 
que dichas personas ostenten cargos de empleo en la 
entidad auditada cuyo desempeño no afecte o no esté 
relacionado con la elaboración de información signifi-
cativa contenida en los estados financieros de la entidad 
auditada. La extensión a que se refiere este párrafo no 
será de aplicación en los supuestos contemplados en el 
apartado 3.c) del artículo 8.

2) Al conjunto de personas o entidades españolas 
que constituyan o estén sometidas a la misma unidad de 
decisión que los auditores, por estar controladas por 
cualquier medio por una o varias personas físicas o jurí-
dicas que actúen conjuntamente, o por hallarse bajo 
dirección única, incluidas aquellas situaciones en las 
que existe grupo de acuerdo con el artículo 42 del Códi-
go de Comercio, con las siguientes particularidades:

— En los supuestos a que se refieren los aparta-
dos 3.b) y 3.c) del artículo 8, la extensión se entenderá 
limitada a aquellas personas que, en la entidad que 
forme parte de la unidad de decisión a la que pertenez-
ca el auditor, ostenten la condición de socio, adminis-
trador, u ocupen puesto de alta dirección.

— Adicionalmente, en el caso de ostentación de 
cargos de empleo contemplado en el apartado 3.a) del 
artículo 8, la citada extensión comprenderá a las perso-
nas que, sometidas a la misma unidad de decisión del 
auditor, desempeñen cargos que afecten o estén relacio-
nados con la elaboración de información significativa 
contenida en los estados financieros de la entidad audi-
tada.

3) A los auditores de cuentas o sociedades de audi-
toría españoles con los que tuvieran vinculación directa 
o indirecta, así como a los socios de dichas sociedades 
que ejerzan en la misma oficina o unidad de gestión 
interna de la sociedad de auditoría que el socio respon-
sable del trabajo; y a las personas con capacidad para 
influir en el resultado final de la auditoría de cuentas, 
incluidos los socios, auditores o no, que tengan respon-
sabilidad de supervisión o gestión en la realización de 
un trabajo concreto de auditoría y puedan influir direc-
tamente en su valoración y resultado final.
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No obstante lo anterior, en el caso del apartado 3.c) 
del artículo 8 la extensión sólo alcanzará al resto del 
equipo de trabajo y los socios, auditores o no, que ten-
gan responsabilidad de supervisión o gestión en la rea-
lización de un trabajo concreto de auditoría y puedan 
influir directamente en su valoración y resultado final. 
De la misma forma, en el caso de las incompatibilida-
des del apartado 3.b) del artículo 8 la extensión no 
alcanzará a la sociedad de auditoría cuando la misma 
tenga establecidas medidas de salvaguarda a las que se 
refiere el segundo párrafo del apartado 1 del artículo 8, 
la incompatibilidad se haya producido de manera inad-
vertida y haya sido corregida tan pronto como haya 
sido detectada.

La extensión referida a los .auditores de cuentas con 
los que tuviera cualquier vinculación será aplicable, en 
el supuesto contemplado en el apartado 3.c) del ar-
tículo 8, cuando, por razón de la estructura y dimensión 
de la sociedad de auditoría, pueda existir influencia o 
relación con posibles efectos en el resultado del trabajo 
de auditoría.»

JUSTIFICACIÓN

Este precepto regula las llamadas extensiones subje-
tivas de las causas de incompatibilidad en unos térmi-
nos excesivamente amplios, dando lugar a reglas de 
muy difícil previsión y gestión por parte de sus destina-
tarios.

Ante todo, debe destacarse la inclusión en su letra a) 
de la definición legal de grupo de sociedades que con-
tiene el artículo 42 del Código de Comercio, concepto 
que es diferente al de «red» que emplea la Directiva 
(artículo 2.7), pero que, en la medida en que es más 
estricto que el empleado en la Directiva, está amparado 
su uso por lo establecido en su artículo 52.

Cuestión distinta es el juicio que merece el empleo 
de esta previsión legal por el artículo 8 ter.b).1.º del 
Proyecto. Así, al regular una segunda extensión perso-
nal y conceptual de lo establecido en su letra a), prevé 
que, a los efectos de lo establecido en el mismo, «lo 
dispuesto en el apartado 5.a), a efectos de considerar a 
una entidad como vinculada a la entidad auditada, será 
de aplicación con carácter general».

El precepto no es claro al incluir esta mención. Así, 
debe tenerse cuenta que de aplicarse la regla de la vin-
culación del artículo 8 ter.a) a la previsión del artículo 8 
ter.b) se introduce un aspecto de dudosa legalidad, 
como es el del alcance extraterritorial de la norma.

Así, el Proyecto no discrimina según el tipo de enti-
dad con el que se produce la vinculación, de modo que 
si uno de los sujetos que menciona la letra b) —por 
ejemplo, el suegro del auditor firmante del informe de 
auditoría— está incurso en alguno de los supuestos pre-
vistos en el artículo 8.3 del Proyecto —salvo la 
letra c)—, se extiende la presunción de que ese auditor 
firmante no goza de suficiente independencia, con inde-

pendencia de la nacionalidad o importancia en el grupo 
de la sociedad en la que ese tercer sujeto está empleado 
o a la que ha prestado un servicio.

De este modo, se impone a los auditores y socie-
dades de auditoría de cuentas un deber de dudosos 
perfiles a priori, cuyo control no dependerá tanto de 
la minuciosidad de su labor y de sus sistemas de sal-
vaguardas, cuanto de las decisiones de terceros suje-
tos no relacionados con su actividad ni círculo de 
actividad.

Por consiguiente, debe ponerse de manifiesto que 
las sugerencias realizadas acerca de las extensiones de 
parentesco que realiza el artículo 8.3.c) del Proyecto 
alcanzan un notable grado de dificultad en su gestión y 
concreción cuando se conecta esa previsión del ar-
tículo 8.3.c) con la del primer párrafo del apartado 8 
ter.b) del Proyecto.

Y ello porque este precepto combina el criterio del 
artículo 8.3.c) con el del artículo 8 ter.a) —entidades 
vinculadas o dependientes—. Es decir, que presume la 
falta de independencia del auditor o sociedad de audi-
toría, respecto de una entidad auditada, cuando concu-
rran, además de las circunstancias previstas en otras 
leyes, las contempladas en el apartado 3 del artículo 8, 
en sus cónyuges y en aquellos con los que los audito-
res de cuentas firmantes del informe de auditoría ten-
gan vínculos de consanguinidad o afinidad hasta el pri-
mer grado, o vínculos de consanguinidad colateral 
hasta el segundo grado, incluidos los cónyuges de éstos 
últimos.

A estos efectos, será de aplicación, con carácter 
general, lo previsto en el artículo 8 ter.a), de modo que 
allí donde se dice «entidad auditada», ha de entenderse 
que tienen cabida todas las que resultan de la aplicación 
del artículo 8 ter.a).

Por consiguiente, ello podría dar lugar, entre otros 
ejemplos, a que si un cuñado o suegro del auditor fir-
mante ocupa un cargo directivo en una sociedad, nacio-
nal o extranjera, que forma parte de un grupo con la 
entidad auditada, inhabilita al auditor, salvo que se trate 
de una entidad respecto a la cual la entidad auditada 
ejerza control o influencia significativa y esa entidad no 
sea, en términos de importancia relativa, significativa 
para la entidad auditada.

Pero es que, además, ha de resaltarse que, en su con-
figuración actual, este artículo 8 ter.b) da lugar a que la 
prestación a la entidad auditada por alguno de los fami-
liares que identifica de cualquiera de los servicios que 
se regulan en los apartados c) a h) del artículo 8.3, 
implica la falta de independencia del auditor o de la 
sociedad de auditoría. Una extensión de estas caracte-
rísticas significa que aunque el auditor firmante y, por 
ende, la sociedad de auditoría, sean independientes 
—por aplicación del artículo 8.3— no los son por haber 
prestado un servicio distinto de la auditoría un familiar 
de los previstos en el artículo 8 ter.b).

Las observaciones realizadas deben culminarse con 
una reflexión final. Ha de recordarse que los artículos 8 
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y siguientes del Proyecto hasta aquí comentados inte-
gran, en caso de incumplimiento, el contenido de una 
serie de infracciones muy graves y graves (artículo 16 
del Proyecto).

Las dificultades examinadas en la construcción del 
sistema de incompatibilidades de los auditores de cuen-
tas y las sociedades de auditoría, previendo elementos 
de extensión subjetiva y temporal que exceden de los 
previstos en los instrumentos normativos comunitarios 
de referencia, introducen un alto grado de incertidum-
bre en su aplicación para sus destinatarios, que no son 
otros que los auditores de cuentas y las sociedades de 
auditoría.

A este respecto, ha de recordarse, como idea gene-
ral, que el principio que debe subyacer a la nueva nor-
mativa de independencia es alinearse con la VIII Direc-
tiva y asimismo con las normas de ética que cita el 
propio Proyecto en su artículo 5, apartados 1 y 5, que 
deben estar de acuerdo con los principios generales y 
práctica comúnmente admitida en los Estados miem-
bros de la UE. Si se mantiene el artículo 8 en sus térmi-
nos actuales, estará más lejos la armonización que per-
sigue la Directiva, resintiéndose las normas españolas, 
que no se amoldarán a esas normas de ética y, por con-
siguiente, no podrán desarrollarse bajo estos principios 
y prácticas comunes. Estas circunstancias, incluso, 
podrían provocar una mayor restricción a la libre com-
petencia en el mercado español de auditoría, así como 
desventajas a los auditores españoles frente a los euro-
peos o internacionales. Las extensiones de las normas 
de ética ya están desarrolladas en el marco internacio-
nal y no tiene sentido que España desarrolle un marco 
diferencial.

Estas diferencias se verán acrecentadas por la propia 
complejidad y carácter e inmanejable del sistema que 
se pretende instaurar, que descarga en los auditores de 
cuentas unas obligaciones de captación de información 
y vigilancia de las relaciones propias y de sus emplea-
dos que, por su magnitud, aboca al incumplimiento del 
régimen mismo —el cual, como ya se ha destacado, se 
aleja del sistema de salvaguardas propio del Derecho 
comunitario—.

Subyace, además, en esta construcción un problema 
de indeterminación de las conductas tipificadas. Como 
se ha indicado, el artículo 8 es el referente de numero-
sas infracciones tipificadas en el artículo 16 del Proyec-
to, de donde puede deducirse que si aquellas no están 
perfectamente delimitadas, las infracciones presentarán 
unos inadmisibles perfiles difusos.

En este sentido, ha de recordarse que, según el 
Tribunal Constitucional, el principio de legalidad del 
artículo 25.1 de la Constitución, aplicable a toda 
manifestación del ius puniendi del Estado (entre 
muchas, SSTC 218/2005, de 12 de septiembre , F. 2; 
242/2005, de 10 de octubre, F. 2; 334/2005, de 20 de 
diciembre, F. 2; 77/2006, de 13 de marzo, F. Único; y 
272/2006, de 25 de septiembre, F. 10), comporta, 
entre otras exigencias, un mandato de certeza o taxa-

tividad (entre muchas, STC 75/2002, de 8 de abril 
[RTC 2002, 75], F. 4), o, lo que es lo mismo, exige 
que la Ley describa un presupuesto de hecho estric-
tamente determinado, de tal manera que permita. a 
los sujetos predecir, con suficiente grado de certeza, 
tanto las conductas tipificadas como infracciones 
cuanto la aneja responsabilidad derivada de las mis-
mas (entre las últimas, STC 297/2002, de 21 de 
noviembre, F. 6). Esta garantía de la predetermina-
ción normativa de las conductas antijurídicas y de 
sus correspondientes sanciones [mediante normas 
legales concretas, precisas, claras e inteligibles [por 
ejemplo, SSTC 127/2001, de 4 de junio, F. 4; 
26/2002, de 11 de febrero, F. 3; y 75/2002, de 8 de 
abril, F. 4)] tiene como complemento la de la «tipici-
dad», que no sólo impide la imposición de sanciones 
por comportamientos ajenos a los previstos en la 
norma sancionadora (entre las últimas, SSTC 
218/2005, de 12 de septiembre, F. 3; 297/2005, de 21 
de noviembre, F. 8; y 129/2006, de 24 de abril, F. 6), 
sino que también prohibe la analogía in peius y la 
interpretación extensiva in malam partem, es decir, 
la exégesis y aplicación de las normas fuera. de los 
supuestos y de los límites que ellas mismas determi-
nan (entre otras, SSTC 81/1995, de 5 de junio, F. 5; 
34/1996, de 11 de marzo, F. 5; y 142/1999, de 22 de 
julio, F.4); razón por la cual sólo se puede conectar 
la sanción prevista con las conductas que, por reunir 
todos los elementos del tipo descrito, son objetiva-
mente perseguibles (por todas, STC 75/1984, de 27 
de junio, F. 5).

En el caso del Proyecto, esa predictibilidad del 
régimen sancionador es difícilmente sostenible, al 
hacer depender las infracciones tipificadas de la 
conducta de terceros sujetos, distintos de los even-
tuales sancionados, y de la observancia por los 
auditores y las sociedades de auditoría de un régi-
men de obtención de información veraz, so pena de 
sanción, de dimensiones de considerable importan-
cia a priori.

De manera adicional, ha de señalarse la imprecisión 
del término influencia que contiene el artículo 8 
ter.c).2.º («Las personas con capacidad para influir en 
el resultado final de la auditoría de cuentas, incluidos 
los socios, auditores o no, que tengan responsabilidad 
de supervisión o gestión en la realización de un trabajo 
de auditoría y puedan influir directamente en su valora-
ción y resultado final»).

Al no realizarse mayores precisiones, no es posi-
ble aventurar el alcance de esta nueva extensión 
—grupo de trabajo, otros socios, el segundo socio, 
entre otras posibilidades— que, por ello, se sugiere 
perfilar.
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ENMIENDA NÚM. 9

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Vasco
(EAJ-PNV)

Al artículo 8 quáter

De modificación.

Texto que se propone:

«Los auditores serán contratados por un período de 
tiempo determinado inicial, que no podrá ser inferior a 
tres años ni superior a nueve a contar desde la fecha en 
que se inicie el primer ejercicio a auditar, pudiendo ser 
contratados por periodos máximos sucesivos de tres 
años una vez que haya finalizado el periodo inicial. Si a 
la finalización del periodo de contratación inicial o de 
prórroga del mismo, ni el auditor de cuentas o la socie-
dad de auditoría ni la entidad auditada manifestaren su 
voluntad en contrario, el contrato quedará tácitamente 
prorrogado por un plazo de tres años.

Durante el periodo inicial, o antes de que finalice 
cada uno de los trabajos para los que fueron contrata-
dos una vez finalizado el periodo inicial, no podrá res-
cindirse el contrato sin que media justa causa. Las 
divergencias de opiniones sobre tratamientos contables 
o procedimientos de auditoría no son justa causa. En tal 
caso, los auditores de cuentas y la sociedad auditada 
deberán comunicar al Instituto de Contabilidad y Audi-
toría de Cuentas la rescisión del contrato de auditoría.

Tratándose de entidades de interés público, o de 
sociedades cuyo importe neto de la cifra de negocios sea 
superior a 50.000.000 de euros, una vez transcurridos 
siete años desde el contrato inicial, será obligatoria la 
rotación del auditor de cuentas firmante del informe de 
auditoría, debiendo transcurrir en todo caso un plazo de 
dos años para que dicha persona pueda volver a auditar a 
la entidad correspondiente. Será obligatoria dicha rota-
ción cuando en el séptimo año o, en su defecto, en los 
años siguientes, la entidad auditada tenga la condición 
de entidad de interés público o su importe neto de la cifra 
de negocios fuese superior a 50.000.000 de euros con 
independencia de que, durante el transcurso del referido 
plazo, la entidad objeto de auditoría de cuentas, no hubie-
se cumplido durante algún período de tiempo alguna de 
las circunstancias mencionadas en este párrafo.

No obstante, cuando las auditorías de cuentas no 
fueran obligatorias, no serán de aplicación las limita-
ciones establecidas en los párrafos anteriores.»

JUSTIFICACIÓN

La cuestión de la rotación de los socios de auditoría 
es tratada en la Directiva en el artículo 42, con arreglo a 
cuyo segundo apartado, «los Estados miembros se ase-
gurarán de que el o los principales socios auditores res-

ponsables de realizar una auditoría legal tengan una 
rotación del contrato de auditoría legal en el plazo de 
un período máximo de siete años a partir de la fecha de 
designación y solo sean autorizados a volver a partici-
par en la auditoría de la entidad auditada una vez trans-
currido un período de al menos dos años».

En esta línea, la Recomendación de 2002 (aparta-
do 10.2) prevé que «No se debería permitir que los socios 
clave de auditoría reemplazados se reincorporen al encar-
go del cliente de auditoría hasta que haya transcurrido 
por lo menos un período de dos años desde la fecha de su 
sustitución»; en su glosario, se define al «socio clave de 
auditoría» como «Un socio de auditoría del equipo del 
encargo (incluido el socio del encargo) cuya función en 
el grupo es informar sobre cuestiones importantes, como 
filiales o divisiones importantes del cliente de auditoría, 
o sobre factores de riesgo significativos para la auditoría 
legal de ese cliente» y al «socio del encargo» como «El 
socio de auditoría que tiene responsabilidades últimas de 
la auditoría legal de determinado cliente de auditoría, 
que coordina el trabajo del equipo de auditoría y el del 
personal profesional de otras disciplinas implicadas, 
garantiza que este trabajo esté sujeto al control de cali-
dad, y, si procede, coordina todas las actividades de audi-
toría legal de una red vinculada a una auditoría legal, en 
particular en relación con las cuentas consolidadas en las 
que distintos socios de auditoría tienen distintas respon-
sabilidades con respecto a las auditorías de las entidades 
que deben consolidarse».

Desde esta perspectiva, se advierten ciertas diferen-
cias entre el régimen comunitario y el Proyecto, ya que, 
ante todo, la Directiva sólo menciona la rotación de 
socios, al igual que la Recomendación, en tanto que el 
Proyecto incluye a sujetos que no lo son, siempre y 
cuando puedan ejercer influencia en el resultado de la 
auditoría. De nuevo, se emplea la expresión «influen-
cia» para delimitar, en este caso, el ámbito de la obliga-
ción de rotación, sin que se ofrezca parámetro alguno 
para su delimitación.

ENMIENDA NÚM. 10

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Vasco
(EAJ-PNV)

Al artículo 11.2

De modificación.

Texto que se propone:

«2. La responsabilidad civil de los auditores de 
cuentas y las sociedades de auditoría será exigible de 
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forma proporcional a la responsabilidad directa por 
los daños y perjuicios económicos que pudieran cau-
sar por su actuación profesional. La responsabilidad 
civil del auditor de cuentas será exigible en forma per-
sonal e individualizada, con exclusión del daño o per-
juicio causado por la propia entidad auditada o por un 
tercero.»

JUSTIFICACIÓN

La Directiva, en su Considerando 19, señala que 
«los auditores legales y las sociedades de auditoría 
están obligados a llevar a cabo su trabajo con la diligen-
cia debida y serán por tanto responsables de los perjui-
cios financieros causados por negligencia. No obstante, 
la posibilidad de obtener una cobertura de seguro de 
responsabilidad profesional de los auditores y las socie-
dades de auditoría puede verse afectada por el hecho de 
estar sujetos a una responsabilidad financiera ilimitada. 
Por su parte, la Comisión tiene intención de examinar 
estos asuntos teniendo en cuenta el hecho de que los 
regímenes de responsabilidad de los Estados miembros 
pueden variar considerablemente».

En su parte dispositiva, el artículo 31 de la Directiva 
establece que, «antes del 1 de enero de 2007, la Comi-
sión presentará un informe sobre el impacto de las nor-
mas nacionales vigentes en materia de responsabilidad 
civil en la realización de auditorías legales sobre los 
mercados europeos de capitales y sobre los regímenes 
de seguro de los auditores legales y las sociedades de 
auditoría, incluido un análisis objetivo de las limitacio-
nes de la responsabilidad financiera. En su caso, la 
Comisión llevará a cabo una consulta pública. A la luz 
de ese informe, la Comisión presentará, si procede, 
recomendaciones a los Estados miembros».

Pues bien, con fecha 5 de junio de 2008, la Comi-
sión Europea emitió la Recomendación en materia de 
limitación de la responsabilidad civil de los auditores 
legales y las sociedades de auditoría.

En su Considerando 3, se señala que «la responsabi-
lidad civil conjunta y solidaria ilimitada puede disuadir 
a las sociedades y redes de auditoría de participar en el 
mercado internacional de auditoría de sociedades coti-
zadas en la Comunidad, por lo que es escasa la probabi-
lidad de que surjan nuevas redes de auditoría que pue-
dan realizar la auditoría legal de dichas sociedades», 
añadiendo en el Considerando 4 que «debería limitarse 
la responsabilidad de los auditores y las sociedades de 
auditoría, incluidos los auditores de grupo, que realicen 
la auditoría legal de las sociedades cotizadas. No obs-
tante, una posible limitación de la responsabilidad no 
se justifica cuando el auditor incumpla deliberadamen-
te sus deberes profesionales, y no debería ser válida en 
estos casos. Asimismo, esa limitación no debería afec-
tar al derecho de los posibles perjudicados a obtener un 
resarcimiento justo».

Con el fin de evitar, en línea con lo previsto en esa 
Recomendación, que la responsabilidad civil conjunta 
y solidaria ilimitada (tipo de responsabilidad ésta que 
prevé la Ley 19/1988) pueda disuadir a las sociedades y 
redes de auditoría de participar en el mercado interna-
cional, se propone limitar la responsabilidad de los 
auditores de cuentas y sociedades de auditoría, especi-
ficando los términos de la misma.

Por consiguiente, los auditores de cuentas sólo res-
ponderán de los perjuicios que causen por el incum-
plimiento de sus deberes profesionales. Es preciso, en 
definitiva, que el auditor incumpla las normas que regu-
lan su actuación para poder exigirle responsabilidad. Y 
además, esa exigencia de responsabilidad sólo será 
posible en forma personal e individualizada, con exclu-
sión del daño o perjuicio causado por la propia entidad 
auditada, por los administradores de ésta o por un ter-
cero. La responsabilidad del auditor debe limitarse, de 
conformidad con el Derecho comunitario en la materia, 
a aquellos perjuicios que hubiera causado por el incum-
plimiento de sus deberes profesionales, esto es, sólo de 
aquéllos que hubiera causado o en proporción al daño 
causado.

ENMIENDA NÚM. 11

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Vasco
(EAJ-PNV)

Al artículo 11.2

De supresión del segundo inciso del artículo 11.2 
del Proyecto, con arreglo al cual:

«Sólo se exigirá solidariamente la responsabilidad 
cuando no pudiera individualizarse la causa de los 
daños y perjuicios o quedase debidamente probada la 
concurrencia de culpas sin que pudiera precisarse el 
grado de intervención de cada agente en el daño produ-
cido.»

JUSTIFICACIÓN

La Recomendación de la Comisión Europea, de 5 de 
junio de 2008, en materia de limitación de la responsa-
bilidad civil de los auditores legales y las sociedades de 
auditoría, indica en su Considerando 3 que «la respon-
sabilidad civil conjunta y solidaria ilimitada puede 
disuadir a las sociedades y redes de auditoría de partici-
par en el mercado internacional de auditoría de socie-
dades cotizadas en la Comunidad, por lo que es escasa 
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la probabilidad de que surjan nuevas redes de auditoría 
que puedan realizar la auditoría legal de dichas socie-
dades», añadiendo en el Considerando 4 que «debería 
limitarse la responsabilidad de los auditores y las socie-
dades de auditoría, incluidos los auditores de grupo, 
que realicen la auditoría legal de las sociedades cotiza-
das. No obstante, una posible limitación de la responsa-
bilidad no se justifica cuando el auditor incumpla deli-
beradamente sus deberes profesionales, y no debería 
ser válida en estos casos. Asimismo, esa limitación no 
debería afectar al derecho de los posibles perjudicados 
a obtener un resarcimiento justo».

Tras ello, indica que, «dado que los sistemas de res-
ponsabilidad civil de los Estados miembros varían 
notablemente entre sí, resulta oportuno en esta fase que 
cada Estado miembro pueda elegir el método de limita-
ción que considere más apropiado para su sistema de 
responsabilidad civil» (Considerando 5).

Y por lo que se refiere a los concretos sistemas que 
podrían adoptar los Estados miembros, el Consideran-
do 6 señala que «deberían poder, pues, fijar un limite 
máximo para la responsabilidad civil de los auditores 
dentro de su ordenamiento jurídico nacional, Otra posi-
bilidad sería que los Estados miembros establecieran, 
dentro de su ordenamiento jurídico, un sistema de res-
ponsabilidad proporcional, con arreglo al cual los audi-
tores legales y las sociedades de auditoría sean respon-
sables sólo en la medida en que contribuyan al daño 
ocasionado, sin ser conjunta y solidariamente responsa-
bles con otras partes. En aquellos Estados miembros en 
los que únicamente la sociedad auditada, y no los accio-
nistas individuales o cualquier otro tercer interesado, 
pueda reclamar contra los auditores legales, el Estado 
miembro debería poder también autorizar que la socie-
dad, sus accionistas y el auditor fijen el límite de la res-
ponsabilidad de este último, con las oportunas garantías 
para los inversores de la sociedad auditada».

La plasmación concreta de estos tres sistemas 
(«Métodos para limitar la responsabilidad») se realiza 
en el punto 5 de la Recomendación, conforme al cual:

«Los Estados miembros deberían adoptar medidas 
dirigidas a limitar la responsabilidad. A tal efecto, se 
recomienda el uso de uno o varios de los siguientes 
métodos en particular:

a) fijación de una cuantía máxima o de una fórmu-
la que permita calcular esa cuantía;

b) fijación de un conjunto de principios en virtud 
de los cuales un auditor legal o una sociedad de audito-
ría únicamente sean responsables dentro de los límites 
de su contribución real al perjuicio sufrido por el recla-
mante, y, por tanto, no sean conjunta y solidariamente 
responsables con otros causantes del perjuicio;

c) establecimiento de disposiciones que autoricen 
que la sociedad objeto de auditoría y el auditor legal o 
la sociedad de auditoría fijen un límite de responsabili-
dad mediante un acuerdo.»

La Recomendación, en suma, prevé la posibilidad 
de que los Estados miembros implanten uno o varios de 
los tres sistemas anteriores. Si se decide establecer el 
segundo de ellos, el límite lo impone la Recomenda-
ción, en el sentido de que los auditores «no sean con-
junta y solidariamente responsables con otros causantes 
del perjuicio». La responsabilidad debe exigirse de 
manera individualizada.

Desde esta perspectiva, la inclusión de la regla de la 
solidaridad en el artículo 11.2 del Proyecto representa 
un elemento extraño, que impone la solidaridad allí 
donde se excluye por la Recomendación. En definitiva, 
el Proyecto introduce por esta vía indirecta una posibi-
lidad de exigencia de responsabilidad de los auditores 
de cuentas que está excluida por el Derecho comunita-
rio. Por ello, se propone su supresión.

Pero es que, además, la regla comentada —semejante 
a las contenidas en la Ley de Ordenación de la Edifica-
ción y el texto refundido de la Ley de Aguas— supone la 
incorporación al ámbito de la auditoría de cuentas de lo 
que ha venido en llamarse «solidaridad impropia».

La jurisprudencia ha admitido esta figura por la necesi-
dad de salvaguardar el interés social en supuestos de res-
ponsabilidad extracontractual (ilícito civil, artículos 1902 
y siguientes del Código Civil), cuando hay causación 
común del daño que conduce a la unidad de responsabili-
dad y ante la imposibilidad, en estos casos, de establecer 
cuotas ideales de participación en la responsabilidad. Este 
tipo de regímenes es consecuencia, o bien de que a la pro-
ducción del daño ha contribuido más de un sujeto, sin 
poderse concretar el grado de la participación causal de 
cada uno, o bien de no ser posible individualizarse el com-
portamiento de qué sujeto ha ocasionado el daño. Cuando 
no es posible singularizar el comportamiento causal, es, a 
su vez, impracticable una concreción de cuotas de respon-
sabilidad. La jurisprudencia en la materia ha acudido tam-
bién a la idea de la «unidad de prestación» —evidente en 
la construcción de un edificio— para invocar la solidad 
impropia en relación con distintos sujetos.

Es discutible, en tales términos, que quepa la aplica-
ción de la doctrina de la «solidaridad impropia» a la 
actividad de los auditores de cuentas, ya que el auditor 
no es un sujeto que participa en la formulación de las 
cuentas anuales —como otros sujetos: administradores, 
interventores—, sino que ejerce una función externa de 
control sobre la base de la documentación que le es 
suministrada por quien tiene la responsabilidad legal de 
formular las cuentas anuales. La actividad de auditoría 
de cuentas no se inserta en una «unidad de prestación» 
en los términos en que ha sido empleada tal expresión 
por la jurisprudencia. A diferencia de los supuestos en 
los que la legislación ha implantado esa creación juris-
prudencial, partiendo del artículo 1591 del Código Civil 
(Ley de Ordenación de la Edificación o Ley de Aguas), 
en el caso del auditor no hay participación en origen 
(no es responsable de la formulación de las cuentas), ni 
a término (no las aprueba ni las consiente, ni las pre-
senta ante el Registro Mercantil), sino que es un tercero 



Congreso 25 de febrero de 2010.—Serie A. Núm. 46-9

15

externo a ellas. Por ello, su régimen de responsabilidad 
ha de ser diferenciado.

En cualquier caso, de incorporarse una solución de 
esas características a un texto legal (caso de la Ley de 
Ordenación de la Edificación), el tratamiento de la 
cuestión adquiere unos matices específicos, que no 
parecen haber sido debidamente abordados por el Pro-
yecto, caso de los problemas que en punto a la defensa 
procesal (limitación cuando no exclusión del litiscon-
sorcio pasivo necesario, prescripción de las acciones 
que pueden ejercitarse contra otros posibles sujetos res-
ponsables) que presenta la «solidaridad impropia».

Y ello ha de ponerse en relación, por último, con lo 
señalado en la propia Recomendación (considerando 
segundo), en el sentido de que los sistemas de responsa-
bilidad ilimitada están directamente relacionados con la 
creciente dificultad que tienen las compañías auditoras 
para obtener cobertura de seguro de su actividad frente a 
los riesgos asociados a su actividad, exigencia de seguro 
que sigue recogiendo el Proyecto (art. 12 de la LAC). 
Estas dificultades están en directa relación con los temo-
res relativos a la posible concentración del mercado de 
auditoría, a causa de la imposibilidad de hacer frente a 
las denominadas «demandas catastróficas».

Tras lo expuesto, debe analizarse finalmente la aco-
modación de la previsión ahora examinada al Derecho 
comunitario.

La citada Recomendación sobre responsabilidad exclu-
ye la posibilidad de que se exija solidariamente la respon-
sabilidad de los auditores conjuntamente con la de otros 
sujetos. Así, su Considerando 6 prevé que los Estados 
miembros pueden establecer, dentro de su ordenamiento 
jurídico, un sistema de responsabilidad proporcional, con 
arreglo al cual los auditores legales y las sociedades de 
auditoría sean responsables sólo en la medida en que con-
tribuyan al daño ocasionado, sin ser conjunta y solidaria-
mente responsables con otras partes. Esta declaración se 
plasma a continuación en el citado punto 5.b) de la Reco-
mendación, en el que se prevé que los Estados miembros 
pueden establecer un conjunto de principios en virtud de 
los cuales un auditor legal o una sociedad de auditoría úni-
camente sean responsables dentro de los límites de su con-
tribución real al perjuicio sufrido por el reclamante, y, por 
tanto, no sean conjunta y solidariamente responsables con 
otros causantes del perjuicio.

La respuesta solidaria de los auditores está excluida 
tajantemente por el Derecho comunitario. Esta exclu-
sión ha de entenderse comprensiva tanto de la solidari-
dad en sentido estricto (art. 1137 del Código Civil), 
como de la llamada solidaridad impropia.

Es cierto que en el ámbito de las fuentes del Dere-
cho comunitario, la Recomendación constituye un acto 
no vinculante para los Estados miembros, que contiene 
una indicación de una conducta a seguir o la modifica-
ción de una situación o comportamiento. Normalmente 
se considera que una recomendación, por su propia 
naturaleza, no lleva aparejada sanción en el caso de que 

se contravengan sus prescripciones. Pero ello no quiere 
decir que carezca de efectos jurídicos.

El Tribunal de Justicia de las Comunidades Euro-
peas ha afirmado que «los tribunales nacionales están 
obligados a tener en cuenta las recomendaciones a la 
hora de resolver los litigios de que conocen, sobre todo 
cuando aquéllas ilustran acerca de la interpretación de 
disposiciones nacionales adoptadas con el fin de darles 
aplicación, o también cuando tienen por objeto comple-
tar las disposiciones comunitarias dotadas de fuerza 
vinculante» (FJ 18, asunto Grimaldi, de 13 de diciem-
bre de 1989, n.º 322/88).

De ello se sigue que, en caso de discrepancia entre 
una norma de Derecho interno y la Recomendación a 
la que dan aplicación, los tribunales nacionales están 
obligados a tener en cuenta la Recomendación sobre 
el Derecho nacional. En el caso del Proyecto, la dis-
crepancia entre su artículo 11.2 (posibilidad de exi-
gir responsabilidad solidaria) y la Recomendación 
(exigencia de responsabilidad individualizada de los 
auditores, «sin ser conjunta y solidariamente respon-
sables con otras partes») debería llevar a los tribuna-
les nacionales a dar aplicación preferente a esta 
segunda.

Por todo lo anterior, se entiende que debe suprimirse 
el segundo inciso del artículo 11.2 del Proyecto.

ENMIENDA NÚM. 12

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Vasco
(EAJ-PNV)

Al artículo 13

De supresión de su inciso final: «sin perjuicio del 
deber de denuncia contemplado en el artículo 262 de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal».

JUSTIFICACIÓN

El deber de secreto se configura como una obliga-
ción esencial de los auditores de cuentas (art. 13) y su 
incumplimiento como una infracción muy grave 
[(art. 16.2.d) del Proyecto]. Es por ello por lo que se 
entiende que debe extremarse el cuidado en la redac-
ción de este precepto, pues lo que ha de regularse es, en 
sentido estricto, el deber de secreto y, en su caso, los 
excepcionales supuestos en que puede no observarse 
por los auditores de cuentas.

La imposición del deber de denuncia a los profe-
sionales se encuentra establecido en el artículo 262 
de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, conforme al 
cual: «Los que por razón de sus cargos, profesiones 
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u oficios tuvieren noticia de algún delito público, 
estarán obligados a denunciarlo inmediatamente al 
Ministerio fiscal, al Tribunal competente, al Juez de 
instrucción y, en su defecto, al municipal o al funcio-
nario de policía más próximo al sitio, si se tratare de 
un delito flagrante».

Por consiguiente, los que por profesión u oficio 
tuvieren noticia de la existencia de un delito público 
(art. 262 de dicha Ley), deben participar a la autoridad 
judicial o policial más próxima la «notitia criminis», 
dando conocimiento de los hechos, conocimiento que 
puede ser completo, si además se identifica su posible 
autor, o parcial, si sólo se conoce la existencia del hecho 
supuestamente ilícito y no la identidad del que lo ha 
perpetrado (STS 16-02-1993).

El eventual incumplimiento de este deber de denun-
cia tiene consecuencias expresamente recogidas en la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal (multa). Lo anterior se 
entiende «cuando la omisión no produjere responsabili-
dad con arreglo a la leyes» (art. 262 in fine). Esta cláu-
sula final implica que la multa por la falta de denuncia 
debida ha de entenderse sin perjuicio de que pueda exi-
girse responsabilidad «con arreglo a las leyes». Esta 
exigencia de responsabilidad se deberá a las expresas 
previsiones legislativas de imposición de deberes de 
información o «denuncia» a los auditores (blanqueo de 
capitales o la propia LAC en su disposición final prime-
ra, por ejemplo).

El tratamiento jurídico del deber de denuncia de los 
profesionales ha de acometerse en las disposiciones 
legales correspondientes, incluida la legislación penal. 
La LAC regula la actividad de auditoría de cuentas, 
pero no el conjunto de deberes que el legislador puede 
imponer en diversos campos a los profesionales (ley del 
blanqueo de capitales, ley de prevención del fraude, 
etc.). La actuación de los auditores de cuentas no con-
siste en desvelar los posibles ilícitos penales cometidos 
por los sujetos o entidades a las que audita. La contra-
posición del deber de secreto con la obligación de 
denuncia, sin embargo, permitiría alcanzar una conclu-
sión que, en su caso, podría dar lugar a indeseables 
«consecuencias».

Por consiguiente, se propone eliminar el inciso 
final comentado, dada su innecesariedad, reforzada 
por el hecho de que el eventual incumplimiento del 
mismo no encuentra su sede en la LAC, sino en el 
cuerpo normativo que le es propio (Ley de Enjuicia-
miento Criminal). El recordatorio en el Proyecto de 
una obligación impuesta a todos los profesionales en 
la centenaria Ley procesal penal no añade ningún ele-
mento novedoso en el régimen de la auditoría de cuen-
tas, ni puede considerarse exigencia de la transposi-
ción de la VIII Directiva.

ENMIENDA NÚM. 13

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Vasco
(EAJ-PNV)

Al artículo 17.2.b)

De modificación.

Texto que se propone:

«b) Multas por importe de dos a cinco veces la canti-
dad facturada por el trabajo de auditoría en el que se haya 
cometido la infracción, sin que pudiera, en ningún caso, 
ser inferior a 6.001 euros, ni superior a 12.000 euros.

Cuando la infracción no se haya cometido en rela-
ción con un concreto trabajo de auditoría, se impondrá 
al auditor una sanción de multa de un importe mínimo 
de 6.001 euros y máximo de 12.000 euros.»

JUSTIFICACIÓN

No se considera justificada la elevación de las cuan-
tías que se realiza por el Proyecto en este precepto, sin 
que se haya ofrecido justificación relevante para tal ele-
vación. Por ello, se propone que se mantengan las can-
tidades en los términos indicados.

En este sentido, además, se considera que procede 
suprimir el inciso relativo a la comisión de la infracción 
en relación con una entidad de interés público («Este 
máximo no será de aplicación en aquellos casos en que 
la infracción se refiera a un trabajo de auditoría de 
cuentas de una entidad de interés público»).

Como señala el Proyecto en la exposición de moti-
vos (Apartado II), en el régimen de sanciones se han 
incorporado normas especiales para aquellos casos en 
los que concurre en la entidad auditada la condición de 
entidad de interés público (nueva Disposición Adicio-
nal 10.ª de la LAC).

La introducción de estas novedades se contienen en 
los apartados 1.c), 2.b) —cuya enmienda ahora se pro-
pone—, 4.b) y 6 del artículo 17.

Su nota común consiste en la no aplicación de los 
máximos fijados para determinadas sanciones —aparta-
dos 1.c) y 2.b)— y en la fijación —apartados 4.b) y 6— 
de límites mínimos para las sanciones a imponer (300.000 
euros para el caso de las infracciones muy graves y 
150.000 euros para el caso de las sanciones graves).

La presencia de las entidades de interés público en 
el régimen sancionador se traduce, por consiguiente, en 
una elevación general de las sanciones a imponer, en 
claro contraste con la orientación general del Proyecto, 
que reduce las cuantías y porcentajes en el resto del ar-
tículo 17, frente a la elevación que supuso la modifica-
ción de la Ley Financiera de 2002 (Ley 44/2002).
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La introducción de estos «suelos» constituye, ade-
más, un criterio que no guarda necesaria correlación 
con su término de comparación, consistente, en los 
apartados 4.b) y 6, en una sanción consistente en seis o 
tres veces, respectivamente, la cantidad facturada por el 
trabajo de auditoría en relación con el que se haya 
cometido la infracción.

Este segundo aspecto sí es admisible como regla 
general, al producirse en línea con el resto del Pro yecto.

La sistemática del completo régimen sancionador se 
resiente con la introducción de las reglas ahora exami-
nadas. Ha de resaltarse que, mientras en el caso de las 
infracciones cometidas por auditores individuales, la 
presencia de una entidad de interés público como enti-
dad auditada supone la inaplicabilidad del tope máximo 
de la sanción prevista, sin alterar el criterio de cálculo 
—cantidad facturada por el concreto trabajo de audito-
ría en relación con el cual se hubiera cometido la infrac-
ción—, en el caso de que las infracciones se cometieran 
por sociedades de auditoría en trabajos realizados para 
entidades de interés público, el criterio de cálculo 
empleado —cantidad facturada por el concreto trabajo 
de auditoría en relación con el que se hubiera cometido 
la infracción— se acompaña del referido «suelo míni-
mo» (300.000 euros o 150.000 euros), fijado sin refe-
rencia alguna al tipo de infracción cometido, ni a la 
conducta observada por la sociedad de auditoría.

Así, podría llegarse a la paradoja de que una misma 
infracción grave —por ejemplo, conforme al artículo 
16.2.g) del Proyecto, la emisión de un informe por un 
auditor o sociedad, identificándose como auditor ins-
crito en el ROAC, en un trabajo distinto de los regula-
dos en el artículo 1 de la LAC, por el que se facturan 
20.000 euros—, si se trata de un auditor individual se 
aplicaría la multa de 2 a 5 veces la cantidad facturada, 
es decir, entre 40.000 y 100.000 euros —conforme al 
artículo 16.2.b) del proyecto—; y si se trata de una 
sociedad de auditoría, la cantidad será de 150.000 euros 
—artículo 17.6, párrafo segundo—.

Sin embargo, si esa misma infracción se comete por 
una sociedad de auditoría cuando la entidad auditada 
no es una entidad de interés público, entonces la san-
ción podrá alcanzar hasta el 7% de los honorarios fac-
turados por actividad de auditoría de cuentas en el últi-
mo ejercicio cerrado con anterioridad a la imposición 
de la sanción. Si se acude a la facturación media de una 
firma de auditoría española al año de tamaño mediano-
grande (en torno a los 15 millones de euros), entonces 
la sanción podría alcanzar aproximadamente la cifra de 
un millón de euros.

Resulta, en definitiva, que la incorporación de las 
entidades de interés público se traduce en un régimen 
sancionador trufado de elementos discordantes, sin que 
los criterios empleados en el Proyecto presenten una 
incardinación lógica y coherente.

El empleo de estos criterios contrasta, además, con 
el mantenimiento de la diferenciación normativa en la 
tipificación de las infracciones anteriormente comenta-

do. Y ello porque, de mantenerse la redacción actual y 
como se ha expuesto, resultaría que para las infraccio-
nes graves y muy graves cometidas en relación con una 
entidad que no sea de interés público el criterio base de 
cálculo está constituido por «los honorarios facturados 
por actividad de auditoría de cuentas en el último ejer-
cicio cerrado con anterioridad a la imposición de la 
sanción», sobre el que se aplica un porcentaje. Para el 
caso de que la misma infracción se cometa con respecto 
a una entidad de interés público, el criterio es el de la 
cantidad facturada por el concreto trabajo, cuya cuantía 
será de ordinario inferior a la que puede obtenerse 
mediante la aplicación del criterio general.

Se propone por ello la supresión de esta norma espe-
cífica referida en el artículo 17.2 del Proyecto a las 
entidades de interés público —así como de las restantes 
referencias, como se reflexiona en otras enmiendas—.

Ahora bien, si lo que el Proyecto pretende es endu-
recer el régimen de las sanciones por el hecho de que se 
hubieren cometido en relación con una entidad de inte-
rés público, se entiende que entonces deberían reser-
varse a esos supuestos los porcentajes superiores de la 
horquilla de porcentajes que se regulan y, al tiempo, 
esos porcentajes deberían calcularse por referencia 
siempre al mismo criterio —cantidad facturada por el 
concreto trabajo de auditoría en que se hubiera cometi-
do la infracción—.

En relación con ello, se sugiere a posibilidad de que 
se emplee la introducción de la figura de las entidades 
de interés público en el ámbito de la LAC como uno 
más de los criterios que pueden emplearse para la gra-
duación de las sanciones a aplicar, previstos en el ar-
tículo 17.10. De esta manera, se reforzaría el régimen 
previsto, al incorporar con carácter general a las entida-
des de interés público como criterio de posible eleva-
ción de las sanciones a imponer en caso de infracción, 
antes que como un elemento de fijación automática de 
su cuantía.

ENMIENDA NÚM. 14

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Vasco
(EAJ-PNV)

Al artículo 17.4.b)

De modificación.

Texto que se propone:

«b) Multa por un importe que no podrá ser infe-
rior a seis ni superior a diez veces la cantidad facturada 
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por el trabajo de auditoría en relación con el que se 
haya cometido la infracción, sin que la sanción resul-
tante pueda ser inferior a 24.000 euros.»

JUSTIFICACIÓN

Se propone una reducción de los porcentajes emplea-
dos por el Proyecto, pues las cifras sugeridas se entien-
den más ajustadas a la gravedad de las infracciones 
tipificadas por el Proyecto, eliminando en parte el ries-
go de afectación a la estabilidad y supervivencia de las 
firmas que suponen los porcentajes vigentes y los reco-
gidos en el texto en Proyecto.

El actual régimen sancionador de la LAC es repro-
ducido en el Proyecto, manteniendo por consiguiente 
ciertas incongruencias desde la perspectiva de la apli-
cación del principio de igualad en la Ley, además de 
suponer una discriminación con respecto a cualquier 
otro régimen sancionador profesional, ya que no se 
penaliza una actuación profesional, sino que se emplean 
criterios que pueden afectar a la propia viabilidad de las 
sociedades de auditoría.

A este respecto, se sugiere unificar el tratamiento de 
los sujetos a los que se aplica el régimen sancionador 
previsto en la LAC. En relación con ello, ha de recor-
darse que el artículo 30.2 de la Directiva prevé que las 
sanciones han de ser «efectivas, proporcionadas y 
disuasivas».

Se entiende, desde esta perspectiva, que la diferen-
cia de trato en función del sujeto infractor resulta extra-
ña al mandato de igualdad y proporcionalidad. En este 
sentido, la mera referencia a la existencia de una perso-
na jurídica como fundamento de un régimen sanciona-
dor agravado (por referencia a un % de los honorarios 
de auditoría del último ejercicio) implica que toda 
infracción grave puede generar la imposición de una 
multa de hasta el 7% de los honorarios anuales, pudien-
do consistir esa infracción en la remisión incompleta de 
documentos al ICAC o el incumplimiento de las nor-
mas en materia de formación continuada.

La diferencia con el régimen aplicable a los audito-
res individuales es notablemente llamativa. Se entiende 
que debe seguirse la pauta que la LAC contiene para los 
auditores individuales, de modo que las multas se cal-
culen en todo caso por referencia al trabajo concreto en 
el que, en su caso, se haya cometido la infracción.

A este respecto, debe recordarse que según el Tri-
bunal Constitucional, «los condicionamientos y límites 
que, en virtud del principio de igualdad, pesan sobre el 
legislador se cifran en una triple exigencia, pues las 
diferenciaciones normativas habrán de mostrar, en pri-
mer lugar, un fin discernible y legítimo, tendrán que 
articularse, además, en términos no inconsistentes con 
tal finalidad y deberán, por último, no incurrir en des-
proporciones manifiestas a la hora de atribuir a los 
diferentes grupos y categorías derechos, obligaciones 
o cualesquiera otras situaciones jurídicas subjetivas» 

(STC 222/1992), correspondiendo al legislador la con-
figuración de los bienes penalmente protegidos, los 
comportamientos penalmente reprensibles, el tipo y 
la cuantía de las sanciones penales, y la proporción 
entre las conductas que pretende evitar y las penas con 
las que intenta conseguirlo (SSTC 55/1996, 
FJ 6; 161/1997, FJ 9; 136/1999, de 20 de julio, FJ 23).

La diferenciación normativa puede sustentarse por el 
legislador en su voluntad. de sancionar más unas con-
ductas que entiende más graves y más reprochables a 
partir del contexto relacional en el que se producen. 
Ahora bien, el principio general de igualdad del ar-
tículo 14 CE exige que el tratamiento diferenciado de 
supuestos de hecho iguales tenga una justificación obje-
tiva y razonable y no depare unas consecuencias despro-
porcionadas en las situaciones diferenciadas en atención 
a la finalidad perseguida por tal diferenciación.

Descartada en este caso la falta de objetividad de la 
norma, pues indudable resulta su carácter general y 
abstracto, procedería analizar la razonabilidad de la 
diferenciación y de falta de desproporción de sus con-
secuencias.

La razonabilidad de la diferenciación normativa 
cuestionada —la que se produce en el artículo 17 de la 
LAC— no sólo requiere justificar la legitimidad de su 
finalidad, sino también su adecuación a la misma. No 
sólo hace falta que la norma persiga una mayor protec-
ción del mercado ante la actuación ilícita de las socie-
dades de auditoría, sino que es igualmente necesario 
que la citada norma penal se revele como funcional a 
tal fin frente a una alternativa no diferenciadora. Será 
necesario que resulte adecuada una diferenciación típi-
ca que incluya, entre otros factores, una distinta delimi-
tación de los sujetos activos y pasivos del tipo: que sea 
adecuado a la legítima finalidad perseguida que el tipo 
de sanción más grave restrinja el círculo de sujetos acti-
vos y el círculo de sujetos pasivos.

Esta segunda restricción, sin embargo, no opera en 
el caso del artículo 17 de la LAC, en la medida en que 
se trata de una colectividad indeterminada —quienes 
solicitan un encargo de auditoría—, sin que sea apre-
ciable tampoco una especial restricción del círculo de 
sujetos activos, en la medida en que, por la propia con-
figuración del mercado de auditoría, las sociedades de 
auditoría representan la notable mayoría de los sujetos 
inscritos en el ROAC. De este modo, la diferenciación 
que, en función de los sujetos, realiza el artículo 17 de 
la LAC a la hora de regular las sanciones muy graves y 
graves, no parece cumplir con las pautas de razonabili-
dad y falta de desproporción que son exigidas por la 
jurisprudencia constitucional.

A este respecto, el Tribunal Constitucional ha consi-
derado que la legitimación constitucional de una norma 
desde la perspectiva del principio general de igualdad 
(art. 14 CE) requiere, además de la razonabilidad de la 
diferenciación, que la misma no conduzca a consecuen-
cias desproporcionadas que deparen que dicha razona-
ble diferencia resulte inaceptable desde la perspectiva 
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constitucional. Este análisis de ausencia de despropor-
ción habrá de tomar en cuenta así tanto la razón de la 
diferencia, como la cuantificación de la misma: habrá 
de constatar la diferencia de trato que resulta de la 
norma cuestionada y relacionarla con la finalidad que 
persigue. El baremo de esta relación de proporcionali-
dad ha de ser de «contenido mínimo», en atención de 
nuevo a la exclusiva potestad legislativa en la defini-
ción de los delitos y en la asignación de penas, y en 
convergencia con el baremo propio de la proporcionali-
dad de las penas (STC 161/1997, de 2 de octubre, 
FJ 12). Sólo concurrirá una desproporción constitucio-
nalmente reprochable ex principio de igualdad entre las 
consecuencias de los supuestos diferenciados cuando 
quepa apreciar entre ellos un «desequilibrio patente y 
excesivo o irrazonable (…) a partir de las pautas axio-
lógicas constitucionalmente indiscutibles y de su con-
creción en la propia actividad legislativa» (SSTC 
55/1996, de 28 de marzo, FJ 9; 161/1997, FJ 12; 
136/1999, de 20 de julio, FJ 23).

Estas circunstancias parecen concurrir en el caso de 
las sanciones tipificadas por referencia al sujeto, pues 
un mismo hecho tiene tipificadas diferentes sanciones 
en atención al sujeto infractor, con notable despropor-
ción entre las cuantías tipificadas. Por ello se considera 
que es más adecuado que se emplee el mismo criterio 
para el cálculo de las sanciones a imponer.

ENMIENDA NÚM. 15

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Vasco
(EAJ-PNV)

Al artículo 17.6

De modificación.

Texto que se propone:

«6. Por la comisión de infracciones graves se 
impondrá a la sociedad de auditoría infractora una san-
ción de multa por un importe que no podrá ser inferior 
a dos ni superior a cinco veces la cantidad facturada por 
el trabajo de auditoría en relación con el que se haya 
cometido la infracción, sin que la sanción resultante 
pueda ser inferior a 12.000 euros.»

JUSTIFICACIÓN

En línea con anteriores enmiendas, se propone eli-
minar el empleo del criterio consistente en los honora-
rios facturados por trabajos de auditoría en el ejercicio 
anterior, sustituyéndolo por el relativo a la cantidad fac-

turada por el trabajo de auditoría en relación con el cual 
se hubiera cometido la infracción.

Además, se entiende que debe fijarse un mínimo 
más acorde con la realidad del mercado (12.000 euros), 
que el empleado por el Proyecto.

ENMIENDA NÚM. 16

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Vasco
(EAJ-PNV)

Al artículo 17

De adición de un nuevo y último apartado 13.

Texto que se propone:

«13. La comisión de cualquiera de las infraccio-
nes señaladas en esta Ley deducida de un sólo hecho, 
únicamente podrá dar lugar a la imposición de una 
única sanción por el mismo hecho por el que se haya 
apreciado la infracción.»

JUSTIFICACIÓN

Debe delimitarse el ámbito de aplicación de la 
potestad sancionadora del ICAC, en el sentido de indi-
car que el auditor infractor ha de ser sancionado una 
sola vez por un solo hecho, sin que de un hecho pueda 
derivarse un haz de sanciones, generando una multipli-
cidad de consecuencias negativas para el auditor que 
pueden afectar a su subsistencia en el mercado.

Se pretende, por consiguiente, introducir una racio-
nalización final en el régimen sancionador que diseña 
el proyecto.

ENMIENDA NÚM. 17

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Vasco
(EAJ-PNV)

Al artículo 22

De modificación

Texto que se propone:

«1. Todos los auditores de cuentas y sociedades de 
auditoría, así como las corporaciones profesionales 
encargadas del control de calidad, quedan sometidos al 
sistema de supervisión pública, objetivo e independien-
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te, que tiene por objeto desarrollar el control y supervi-
sión de la actividad de auditoría.

2. El sistema de supervisión pública estará regido 
por personas ajenas a la profesión que tengan buenos 
conocimientos de las áreas pertinentes para la auditoría 
legal. No obstante, una minoría de profesionales del 
sector podrá participar en el gobierno del sistema públi-
co de supervisión. Las personas que participen en el 
gobierno del sistema de supervisión pública deberán 
ser seleccionadas con arreglo a un proceso de nombra-
miento independiente y transparente.

3. El proceso de selección de las personas que for-
men parte del órgano de gobierno se efectuará de entre 
representantes del Gobierno, organismos reguladores, 
organizaciones empresariales, usuarios de la informa-
ción financiera, corporaciones profesionales de audito-
ría, expertos en contabilidad y auditoría, miembros de 
la universidad y representantes de la enseñanza relacio-
nada con la información financiera y la auditoría.

4. En particular, el sistema de supervisión pública 
tendrá la responsabilidad última de:

a) La autorización e inscripción en el Registro 
Oficial de Auditoría de Cuentas de los auditores legales 
y sociedades de auditoría.

b) La adopción de normas en materia de ética pro-
fesional y control de calidad interno en la actividad de 
auditoría, así como la supervisión de su adecuado cum-
plimiento.

c) La formación continuada de los auditores de 
cuentas.

d) El control de calidad, sin perjuicio de la labor 
que a este respecto desarrollen las corporaciones repre-
sentativas de los auditores de cuentas, y sistemas de 
investigación y régimen disciplinario.

5. El sistema de supervisión pública se desarrolla-
rá con sujeción, entre otros, a los principios de objetivi-
dad, independencia, eficacia y transparencia. En parti-
cular, reglamentariamente se determinará el contenido 
y la forma de publicación de los correspondientes pro-
gramas de trabajo e informes de actividad anuales.

6. Corresponde al Instituto de Contabilidad y 
Auditoría de Cuentas, además de las funciones que 
legalmente tiene atribuidas, el control de la actividad de 
auditoría de cuentas que será realizado de oficio así 
como el ejercicio de la potestad disciplinaria de los 
auditores de cuentas y sociedades de auditoría de cuen-
tas, y la cooperación internacional en el ámbito de la 
actividad de auditoría de cuentas. Dependerá del Insti-
tuto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas el Registro 
Oficial de Auditores de Cuentas.

7. El control de la actividad de auditoría de cuentas 
se realizará mediante inspecciones e investigaciones de 
las actuaciones de los auditores de cuentas y sociedades 
de auditoría y comprenderá fundamentalmente las actua-
ciones de control técnico y de control de calidad.

El control técnico consistirá en la investigación de 
determinados trabajos de auditoría de cuentas o aspec-
tos de la actividad de auditoría, al objeto de determinar 
hechos o circunstancias que puedan suponer la falta de 
conformidad de la actividad de auditoría o de los traba-
jos de auditoría con lo dispuesto en esta Ley, su Regla-
mento y las normas técnicas de auditoría.

El control de calidad consistirá en la inspección o 
revisión periódica de los auditores de cuentas y socie-
dades de auditoría, cuyo objetivo es mejorar la calidad 
de los trabajos de auditoría, principalmente mediante la 
formulación de requerimientos de mejora. El control de 
calidad comprenderá, al menos, la verificación del sis-
tema de control de calidad interno de los auditores de 
cuentas y de las sociedades de auditoría, 1a revisión 
de los procedimientos documentados en los archivos de 
auditoría, con la finalidad de comprobar la eficiencia de 
dicho sistema de control.

8. El Instituto de Contabilidad y Auditoría de 
Cuentas podrá recabar de los auditores de cuentas y 
sociedades de auditoría, y de las entidades a que se 
refiere el artículo 8 ter.b) de esta Ley, cuantas infor-
maciones relacionadas con la actividad de auditoría 
de cuentas estime necesarias para el adecuado cumpli-
miento de las competencias que tiene encomendadas. 
Con el fin de obtener dichas informaciones o de con-
firmar su veracidad, el Instituto de Contabilidad y 
Auditoría de Cuentas podrá realizar cuantas investiga-
ciones o inspecciones considere necesarias. Las per-
sonas físicas y jurídicas comprendidas en este párrafo 
quedan obligadas a poner a disposición del Instituto 
de Contabilidad y Auditoría de Cuentas cuantos libros, 
registros y documentos relacionados con la actividad 
de auditoría de cuentas, sea cual fuere su soporte, ésta 
considere precisos, incluidos los programas informá-
ticos y los archivos magnéticos, ópticos o de cualquier 
otra clase.

Las actuaciones de control de la actividad de audito-
ría podrán desarrollarse, a elección del Instituto de 
Contabilidad y Auditoría de Cuentas:

a) En cualquier despacho, oficina o dependencia 
del auditor o sociedad de auditoría, y de las entidades a 
que se refiere el artículo 8 ter.b) de esta Ley.

b) En los propios locales del Instituto de Contabi-
lidad y Auditoría de Cuentas.

Cuando las actuaciones se desarrollen en los lugares 
señalados en el párrafo a) anterior, se observará la jor-
nada laboral de los mismos, sin perjuicio de que pueda 
actuarse de común acuerdo en otras horas y días.

9. Sin perjuicio de la competencia atribuida al Ins-
tituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas en el 
apartado 1 de este artículo, y con carácter adicional a 
aquélla, las corporaciones representativas de los audito-
res de cuentas deberán realizar el control de calidad de 
los trabajos de sus miembros, así como comunicar al 
Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas el 
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resultado individualizado de dichos controles a final de 
cada año natural.

10. Contra las resoluciones que dicte el Instituto 
de Contabilidad y Auditoría de Cuentas en el ejercicio 
de las competencias que le atribuye la presente Ley 
podrá interponerse recurso de alzada ante el Ministro 
de Economía, cuya resolución pondrá fin a la vía admi-
nistrativa.»

JUSTIFICACIÓN

Lo previsto en el Proyecto en sus apartados 1 a 5 es 
adecuado a los efectos de la adecuada transposición del 
artículo 32 de la Directiva 2006/43/CE, ya que estable-
ce un marco regido por un órgano colegiado cuya 
gobernanza esté formada por personas seleccionadas 
conforme a un proceso de nombramiento independien-
te y transparente.

De acuerdo con este criterio la designación no podría 
recaer en exclusiva del ICAC, pareciendo razonable 
que en la misma participaran representantes de las 
empresas, pymes, usuarios, otros organismos regulado-
res, corporaciones profesionales de la auditoría, exper-
tos contables, miembros de la universidad y demás 
representantes de la enseñanza relacionada con la infor-
mación financiera y la auditoría.

Asimismo, resultando la competencia en materia de 
control de calidad del ICAC, debe mantenerse la habili-
tación normativa en materia de control de calidad en 
relación con las corporaciones representativas de los 
auditores de cuentas por cuanto esta labor forma parte de 
las obligaciones inherentes a dichas corporaciones para 
el correcto cumplimiento de sus funciones. De hecho 
dichas corporaciones están sometidas por normas inter-
nacionales al cumplimiento de completos programas de 
control de calidad de los trabajos de sus miembros.

En relación con esta cuestión concreta, la Disposi-
ción Adicional 6.ª se dedica a la «Ejecución del control 
de calidad».

Los artículos 29 y 32 de la Directiva no hacen refe-
rencia concreta alguna a los sistemas de control de cali-
dad de los Estados miembros, porque ello no es necesa-
rio, limitándose a establecer los principios que deben 
regir esos sistemas.

El artículo 29 menciona a las «personas» que reali-
zarán los controles de calidad. Esta referencia ha de 
entenderse no referida a ninguna «persona» en concre-
to ni, desde la perspectiva de nuestro Derecho y prácti-
ca internos, en «terceros», pudiendo incluirse en la 
misma, sin duda alguna, a las corporaciones represen-
tativas de los auditores y su personal.

Las referencias a las «personas» y al «procedimien-
to objetivo» del artículo 29 de la Directiva no presupo-
nen la necesidad de articular un nuevo mecanismo de 
control de calidad, diverso al existente en España en la 
actualidad.

En esta línea de consideraciones, la Disposición 
Adicional 6.ª también contiene esas menciones a los 

«terceros», que pueden entenderse referida o bien a los 
controles técnicos realizados por el ICAC en uso de su 
competencia atribuida por la ley, o bien al control que 
realizan las Corporaciones representativas de los audi-
tores.

ENMIENDA NÚM. 18

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Vasco
(EAJ-PNV)

A la Disposición Adicional 5.ª

De modificación.

Texto que se propone:

«Disposición adicional quinta. Ejecución del con-
trol de calidad.

El Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas 
acordará la ejecución del control de calidad con las cor-
poraciones representativas de los auditores, las cuales 
actuarán bajo la supervisión de dicho Organismo.

Asimismo, el Instituto de Contabilidad y Auditoría 
de Cuentas supervisará la ejecución del control de cali-
dad, y que aquellos que lo ejecuten cumplan los siguien-
tes requisitos:

a) Que sean auditores de cuentas no ejercientes ni 
pertenezcan a sociedades de auditoría.

b) Que sean independientes de los auditores de 
cuentas sometidos a control de calidad y estén libres de 
cualquier posible influencia o conflicto de intereses por 
parte de éstos.

c) Que tengan la formación profesional apropiada 
y experiencia práctica adecuada en auditoría de cuentas 
e información financiera así como formación específica 
sobre controles de calidad.

En la ejecución del control de calidad podrán parti-
cipar, igualmente, personas con conocimientos especí-
ficos en alguna de las materias o sectores especializa-
dos relacionados con la auditoría de cuentas, las cuales 
deberán cumplir los requisitos establecidos en el ante-
rior apartado a).

Al objeto de lo establecido en esta Disposición, 
quienes participen en la ejecución del control de cali-
dad, podrán acceder a la documentación que sea nece-
saria referente a los auditores de cuentas o sociedades 
de auditoría quedando sujetos al deber de secreto esta-
blecido en el artículo 13 de esta Ley.»
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JUSTIFICACIÓN

Por coherencia con la enmienda presentada al ar-
tículo 22 del Proyecto de Ley y garantizar la correcta 
ejecución del control de calidad.

ENMIENDA NÚM. 19

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Vasco
(EAJ-PNV)

A la Disposición Adicional 10.ª, apartado 1.b)

De modificación.

Texto que se propone:

«b) Las entidades que se determinen reglamenta-
riamente en atención a su importancia pública signifi-
cativa por la naturaleza de su actividad.»

JUSTIFICACIÓN

Ha de destacarse que no se consideran adecuados 
los criterios cuantitativos empleados por el Proyecto 
para proceder a la delimitación de las entidades de inte-
rés público.

El marco de referencia del Proyecto en este punto 
parece estar constituido por la Directiva 2003/71/CE 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 4 de noviem-
bre de 2003, sobre el folleto que debe publicarse en 
caso de oferta pública o admisión a cotización de valo-
res y por la que se modifica la Directiva 2001/34/CE.

Esta disposición, en su artículo 2 («definiciones»), 
considera que son «pequeñas y medianas empresas» 
[letra f) del apartado primero] «las empresas que, 
según sus últimas cuentas anuales o consolidadas, 
cumplen por lo menos dos de los siguientes tres crite-
rios: un número medio de empleados inferior a 250 a 
lo largo del ejercicio, un balance total que no supere 
los 43 millones de euros y un volumen de negocios 
neto anual no superior a 50 millones de euros».

El hecho de que el Proyecto haya acudido a la Direc-
tiva citada para proceder a la definición de esta clase de 
entidades es, cuando menos, llamativo. Cuanto más, 
cuando la VIII Directiva ofrece un concepto de entidad 
de interés público (artículo 2.13), en el que ese criterio 
cuantitativo no es empleado, pero sí el resto de criterios 
que recoge la DA 11.ª en su apartado 1.b) (naturaleza 
de la actividad, tamaño y número de empleados). En 
particular, la VIII Directiva, tras relacionar una serie de 
entidades que siempre han de considerarse de interés 

público [y que se recogerían en la letra a) del aparta-
do 1 de la proyectada DA 11.ª], prevé que «los Estados 
miembros podrán designar a otras entidades como enti-
dades de interés público, por ejemplo, aquellas que 
sean de importancia pública significativa por la natura-
leza de su actividad empresarial, su tamaño o su núme-
ro de empleados».

No sólo ello. Además, el Proyecto emplea crite-
rios que son de todo punto extraños en el Derecho 
comunitario y en nuestro Derecho. El punto de refe-
rencia, además de la indicada Directiva, parece haber 
sido el artículo 175 del texto refundido de la Ley de 
Sociedades Anónimas, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 1564/1989, de 22 de diciembre, aunque 
multiplicando por diez o veinte las magnitudes allí 
empleadas.

Por tanto, podría entenderse que el criterio emplea-
do para calificar a estas entidades consiste en el emplea-
do por el legislador para delimitar cuándo una sociedad 
tiene la obligación de someter sus cuentas anuales a 
auditoría de cuentas. No parece adecuada esta selec-
ción, pudiendo quedar al desarrollo reglamentario la 
determinación de cuándo se considera que una entidad 
presenta una importancia pública significativa, en los 
términos indicados.

Se sugiere, en definitiva, que la DA 11.ª repro-
duzca lo previsto en la VIII Directiva y se proceda a 
la supresión de ese criterio cuantitativo de la misma, 
al no responder a una fiel transposición de la VIII 
Directiva.

ENMIENDA NÚM. 20

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Vasco
(EAJ-PNV)

Al apartado segundo de la Disposición Adicional Déci-
ma de la LAC, añadida por el apartado Veintidós del 
artículo único del Proyecto

De supresión.

JUSTIFICACIÓN

El apartado segundo del proyecto establece que 
«Reglamentariamente se podrán determinar los 
requisitos relacionados con la estructura organizati-
va y la dimensión que deben cumplir los auditores de 
cuentas o las sociedades de auditoría que realizan las 
auditorías de las entidades de interés público. Entre 
dichos requisitos se incluirán los referidos al número 
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de auditores de cuentas, al número de empleados y a 
la calidad contrastada de los sistemas de control 
internos».

Esta previsión se considera innecesaria, pues por 
medio de la misma se establecen una serie de criterios 
en virtud de los cuales se podrán determinar a priori los 
auditores de cuentas o sociedades de auditoría que 
podrán realizar las auditorías de las entidades de interés 
público.

La predeterminación por el legislador de esos requi-
sitos, relativos a la estructura organizativa y la dimen-
sión, el número de auditores de cuentas y de empleados 
y la calidad de los sistemas de control interno, supone 
la fijación de una serie de criterios que implican la prác-
tica imposibilidad para los auditores de cuentas indivi-
duales de realizar esta clase de auditorías de cuentas. 
Así, si el número de auditores de cuentas se configura 
como relevante, el auditor de cuentas individual ya se 
encontrará en peor condición que cualquier sociedad de 
auditoría con más de un socio auditor de cuentas. Lo 
mismo puede deducirse de la mención a la dimensión 
del auditor o sociedad.

También resulta llamativa la referencia a la calidad 
contrastada de los sistemas de control internos, sin 
mención alguna a quién determinará que existe una 
calidad más o menos contrastada.

En definitiva, se considera que por medio de esa 
determinación de criterios, unida a la remisión a su pre-
cisión por la norma reglamentaria, se introduce un claro 
efecto de concentración del mercado y de limitación de 
la libre competencia entre auditores individuales y 
sociedades de auditoría.

Por todo ello, se considera que este apartado de la 
nueva Disposición Adicional 10.ª de la LAC debe ser 
eliminada.

ENMIENDA NÚM. 21

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Vasco
(EAJ-PNV)

Al tercer apartado de la Disposición Adicional Primera 
de la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría de Cuen-
tas, en la redacción dada por el apartado veintiuno del 
artículo único del Proyecto. 

De adición.

Texto que se propone añadir:

«Sin perjuicio de que en el .ámbito autonómico y 
local, las entidades, empresas públicas, fundaciones o 

asociaciones de dicho ámbito, tengan la obligación de 
presentar cuentas anuales auditadas por un auditor 
externo independiente a la entidad.»

JUSTIFICACIÓN

Se propone añadir el referido inciso al final de la 
nueva redacción dada al apartado tercero de la citada 
Disposición Adicional Primera, a fin de precisar que la 
reforma legal en proyecto no supone incidencia alguna 
en el ámbito competencial propio de las Comunidades 
Autónomas.

En este sentido, debe recordarse que si bien el 
Estado ostenta la competencia en materia de audito-
ría de cuentas, conforme al artículo 149.1.6 de la 
Constitución (legislación mercantil), además de la 
potestad de autoorganización que es propia de todas 
las Comunidades Autónomas, cuentan con la posibi-
lidad de establecer reglas específicas para determina-
dos tipos de personas jurídicas, tanto públicas, como 
privadas (como es el caso de las Comunidades Autó-
nomas con competencia en materia de Derecho Civil 
foral o especial).

En el primero de los casos, es claro que una 
Comunidad Autónoma puede decidir someter al régi-
men de auditoría de las cuentas anuales a determina-
das entidades, como ocurre, por ejemplo, en Catalu-
ña con las fundaciones públicas, conforme a lo 
previsto en el artículo 333-11 de la Ley 4/2008, de 4 
de abril, de aprobación del libro tercero del Código 
Civil de Cataluña.

A la Mesa de la Comisión de Economía y Hacienda

El Grupo Parlamentario Popular en el Congreso, al 
amparo de lo dispuesto en el artículo 110 y siguientes 
del Reglamento de la Cámara, presenta las siguientes 
enmiendas al Proyecto de Ley por la que se modifica la 
Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría de Cuentas; 
la Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de Valores, 
y el texto refundido de la Ley de Sociedades Anónimas, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 1564/1989, 
de 22 de diciembre, para su adaptación a la normativa 
comunitaria. 

Palacio del Congreso de los Diputados, 15 de febre-
ro de 2009.—María Soraya Sáenz de Santamaría 
Antón, Portavoz del Grupo Parlamentario Popular en 
el Congreso.
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ENMIENDA NÚM. 22

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario 
Popular en el Congreso

Al artículo 1

De adición.

Se propone la adicción de un nuevo número 6 al ar-
tículo 1 de la Ley 19/1988 de auditoría de cuentas:

«6. A los efectos de la presente Ley, se aplicarán 
las siguientes definiciones:

a) Auditoría legal: auditoría de las cuentas anua-
les o de las cuentas consolidadas, siempre que sea exi-
gida por el Derecho comunitario o la legislación 
nacional.

b) Auditor legal: persona física autorizada por 
las autoridades competentes, con arreglo a lo previs-
to en la presente Ley, para realizar auditorías legales, 
inscrita en el Registro Oficial de Auditores de Cuen-
tas.

c) Sociedad de auditoría: persona jurídica, inde-
pendientemente de la forma societaria adoptada, autori-
zada por las autoridades competentes, con arreglo a lo 
previsto en la presente Ley, para realizar auditorías 
legales, inscrita en el Registro Oficial de Auditores de 
Cuentas.

d) Tercero: persona física o jurídica, pública o 
privada, que acredite que actuó o dejó de actuar 
tomando en consideración el Informe de Auditoría, 
siendo éste elemento esencial y apropiado para formar 
su consentimiento, motivar su actuación o tomar su 
decisión.»

JUSTIFICACIÓN

La VIII Directiva define en el artículo 2, tanto la audi-
toría legal, como auditor legal y sociedad de auditoría, 
no estrictamente al «auditor de cuentas». Las menciones 
que en el articulado del Proyecto se realizan al auditor de 
cuentas deben clarificarse en aras a la seguridad jurídica, 
para evitar interpretaciones no deseadas. Además, es 
recomendable la inclusión «en los primeros artículos de 
la disposición» de un conjunto de definiciones necesa-
rias para una mejor comprensión de algunos de los tér-
minos empleados en las normas (Directriz de Técnica 
Normativa núm. 17). En el presente caso, dado el com-
plejo ámbito subjetivo de algunos aspectos de la LAC 
(artículo 8) o, incluso, la extensión del ámbito de actua-
ción del ICAC a sujetos que no son propiamente audito-
res, se considera que podrían introducirse, en un nuevo 
apartado 5 de este artículo 1 del Proyecto, estas defini-

ciones que, además, están en línea con lo previsto en los 
artículos 7 y 10 del Pro yecto.

Por todo ello, se sugiere introducir las siguientes 
definiciones en el Proyecto, en los términos de la Direc-
tiva, con las matizaciones apuntadas.

Junto a ello, ha de hacerse notar la importancia de 
que se incorpore a la LAC una previsión relativa al 
alcance que ha de darse a la noción de «terceros». 
Como es sabido, el apartado II de la exposición de 
motivos de la LAC declara que «la auditoría de cuentas 
es [...] un servicio que se presta a la empresa revisada y 
que afecta e interesa no sólo a la propia empresa, sino 
también a terceros que mantengan relaciones con la 
misma, habida cuenta que todos ellos, empresa y terce-
ros, pueden conocer la calidad de la información eco-
nómico-contable sobre la cual versa la opinión emitida 
por el auditor de cuentas».

El artículo 1.2 del Proyecto establece qué se entien-
de por auditoría de cuentas, destacando que para ser tal 
ha de tener por objeto la emisión de un informe que 
pueda tener efectos frente a terceros.

Esta referencia a los «terceros» que realiza la LAC 
ha sido interpretada por la jurisprudencia en términos 
de responsabilidad extracontractual, de modo que los 
derechos de los terceros para exigir responsabilidad 
civil por los daños causados a consecuencia de la con-
fianza suscitada indebidamente por el contenido de la 
auditoría no derivan de las obligaciones contractuales 
contraídas por los auditores con respecto a la socie-
dad, sino, más allá del ámbito de estas obligaciones, 
del conocimiento autorizado que la auditoría procura, 
con arreglo a su objeto y finalidad, sobre la situación 
de la sociedad a los sujetos públicos y privados que en 
el ejercicio de sus potestades o de su autonomía nego-
cial tienen relación con ella, incluidos los socios (así, 
por ejemplo, en la Sentencia del Tribunal Supremo de 
27 de mayo de 2009, FJ 3.º). Ahora bien, no se desco-
noce que, en ciertas circunstancias, el informe de 
auditoría también tiene efectos frente a la sociedad 
auditada, los accionistas de la misma o instituciones 
públicas.

En todo caso, es ese conocimiento autorizado que 
proporciona la auditoría de cuentas el que ha de ser el 
fundamento de cualquier eventual ejercicio de una 
acción de responsabilidad extracontractual frente a un 
auditor de cuentas, aparte de la concurrencia de los 
requisitos exigidos en las normas aplicables.

En atención a estas observaciones, se propone intro-
ducir la letra d) en el nuevo apartado 6 del artículo 1 de 
la LAC.



Congreso 25 de febrero de 2010.—Serie A. Núm. 46-9

25

ENMIENDA NÚM. 23

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario 
Popular en el Congreso

Al artículo 2.1.b) 

De modificación.

Se propone la modificación del artículo 2.1.b) de la 
Ley 19/1988 de auditoría de cuentas:

«b) Una descripción general del alcance de la 
auditoría realizada, con referencia a la responsabilidad 
del auditor de expresar una opinión basada en el trabajo 
realizado conforme a las normas técnicas de auditoría 
de cuentas conforme a las cuales ésta se ha llevado a 
cabo y, en su caso, de los procedimientos previstos en 
ellas que no haya sido posible aplicar como consecuen-
cia de cualquier limitación puesta de manifiesto en el 
desarrollo de la actividad auditora.»

JUSTIFICACION

En línea con la Norma Internacional de Audito-
ría 700, cuya adaptación por la UE es la prevista, se 
propone destacar la responsabilidad del auditor respec-
to al informe de auditoría de las cuentas anuales.

ENMIENDA NÚM. 24

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario 
Popular en el Congreso

Al artículo 4.5 

De modificación.

Se propone la modificación del artículo 4.5 de la 
Ley 19/1988 de auditoría de cuentas:

«5. En el caso de que una entidad significativa, 
medido en términos de importancia relativa, que forme 
parte del conjunto consolidable sea auditada por audi-
tores de terceros países con los que no exista acuerdo 
sobre la base de reciprocidad, el auditor que realice la 
auditoría de cuentas o documentos contables consoli-
dados será responsable de haber aplicado los procedi-
mientos que reglamentariamente se determinen para 
facilitar que el Instituto de Contabilidad y Auditoría de 
Cuentas pueda tener acceso a la documentación del tra-

bajo de auditoría realizado por el auditor del tercer país, 
incluidos los papeles de trabajo pertinentes para la 
auditoría del grupo, pudiendo a tal efecto conservar una 
copia de esa documentación o acordar por escrito con 
el auditor del tercer país un acceso adecuado e ilimita-
do para que el auditor del grupo lo remita al Instituto de 
Contabilidad y Auditoría de Cuentas, cuando éste lo 
requiera. Si existieran impedimentos legales o de otro 
tipo que impidieran la transmisión de los papeles de 
trabajo de auditoría de un tercer país al auditor que rea-
lice la auditoría de cuentas o documentos consolidados, 
la documentación conservada por este auditor incluirá 
la prueba de que ha aplicado los procedimientos ade-
cuados para obtener acceso a la documentación relativa 
a la auditoría y, en caso de impedimentos distintos de 
los legales derivados de la legislación nacional, la prue-
ba que demuestre tales impedimentos.»

JUSTIFICACIÓN

La actual redacción del apartado 5 hace que el 
auditor sea responsable de recabar copia física de la 
documentación de toda filial por pequeña que sea 
auditada por otro auditor de terceros países, sin que se 
determine cuál es el alcance real de los esfuerzos ten-
dentes a obtener dicha información. En la práctica 
resultará ingestionable ya que a la emisión del infor-
me de auditoría consolidado no se tendrán disponibles 
copias de los papeles y en muchas ocasiones tampoco 
del compromiso por parte de auditor tercero de su 
en trega.

De esta forma, la responsabilidad será la derivada 
de ejecutar unos procedimientos tasados, fijados 
reglamentariamente, pero no de la evaluación de cuá-
les son los procedimientos adecuados ni de la res-
puesta que a los mismos pueda dar el auditor del ter-
cer país que no tiene por qué conocer la Ley 
española ni aplicarla aunque no exista en la práctica 
más impedimento que la falta de voluntad por parte 
del auditor del tercer país. Por otra parte el alcance 
de las obligaciones sólo llegará a aquellas filiales 
que resulten significativas dentro del conjunto con-
solidable. Se considera que la redacción del Proyecto 
limita la redacción de la Directiva y, en consecuen-
cia, las posibilidades de actuación del auditor frente 
al auditor de terceros Estados. La Directiva —ar-
tículo 27.c)— no obliga al auditor de grupo a guar-
dar la documentación, sino a garantizar la posibili-
dad de que la misma está disponible, en nuestro caso, 
para el ICAC, a su petición. Se valora positivamente 
que el Proyecto articule esa garantía en el sentido de 
la Directiva —conservación de copia de la documen-
tación o acuerdo por escrito con el auditor del tercer 
país un acceso adecuado e ilimitado para que auditor 
de grupo pueda remitir la documentación al ICAC—, 
contemplando la posibilidad de que el auditor de 
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grupo, con el fin de garantizar la entrega de la infor-
mación, tome «otras medidas apropiadas».

Se considera correcto que no se limite la posibilidad 
de articular otras vías para que el auditor de grupo 
pueda cumplir con esta obligación, permitiendo que sea 
el Reglamento el que, además de regular los procedi-
mientos que prevé el Proyecto en su redacción actual, 
pueda tratar de precisa esas «medidas apropiadas» o el 
mecanismo de verificación de ese carácter apropiado 
por parte del ICAC, si fuera preciso.

ENMIENDA NÚM. 25

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario 
Popular en el Congreso

Al artículo 5 

De adición.

Se propone la adición de un nuevo apartado 5 al ar-
tículo 5 de la Ley 19/1988 de auditoría de cuentas:

«5. En el caso en que de conformidad con el pro-
cedimiento establecido en el artículo 26.2 de la Direc-
tiva 2006/43/CE la Comisión Europea decida sobre la 
aplicación de las normas internacionales de auditoría 
en el ámbito de la Unión Europea, sólo podrán esta-
blecerse procedimientos o requisitos de auditoría que 
sean adicionales a las normas internacionales de audi-
toría o, en casos excepcionales, no aplicar parte de 
estas normas, si se derivan de requisitos propios de la 
legislación vigente en España relativos al alcance de 
la auditoría legal.»

JUSTIFICACIÓN

Se considera que debe incluirse en el articulado 
del Proyecto la referencia expresa a la posibilidad 
que contiene el artículo 26 de la VIII Directiva y que 
refiere en su Considerando 13, en vez de incluirla en 
la nueva Disposición Adicional 9.ª de la LAC que 
introduce el Proyecto. En este sentido, debe desta-
carse que la habilitación que se indica no encaja en 
los términos empleados por las Directrices de Técni-
ca Normativa (núm. 39) para caracterizar a las dispo-
siciones adicionales.

ENMIENDA NÚM. 26

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario 
Popular en el Congreso

Al artículo 8.3.f) 

De modificación.

Se propone la modificación del artículo 8.3.f) de la 
Ley 19/1988 de auditoría de cuentas:

«f) La prestación de servicios de auditoría interna 
a la entidad auditada, salvo que el órgano de gestión de 
la empresa o entidad auditada sea responsable del siste-
ma global de control interno, de la determinación del 
alcance, riesgo y frecuencia de los procedimientos de 
auditoría interna, de la consideración y ejecución de los 
resultados y recomendaciones proporcionados por la 
auditoría interna, cuando se trate de entidades de inte-
rés público.»

JUSTIFICACIÓN

La redacción de este precepto en el Proyecto introdu-
ce una limitación al alcance actual de la LAC, cuyo ar-
tículo 8, letra g), establece una serie de cautelas en los 
supuestos de prestación a un cliente de auditoría de servi-
cios de auditoría interna. No se considera que la supre-
sión que realiza el Proyecto respecto de la vigente LAC 
esté justificada, pues se trata de medidas que siguen sien-
do plenamente aplicables, en garantía del cliente y de la 
sociedad de auditoría, por ello se propone mantener el 
inciso que permitía dicha salvaguarda («Salvo que el 
cliente asuma la responsabilidad del sistema global de 
control interno o el servicio se preste siguiendo las espe-
cificaciones establecidas por el cliente, el cual debe asu-
mir también la responsabilidad del diseño, ejecución, 
evaluación y funcionamiento del sistema»).

Debe destacarse, en último término, que se ha pro-
cedido a la supresión en la versión actual del Proyecto, 
del inciso final de esta letra f) del artículo 8.3 en el que 
se configuraba esta causa de incompatibilidad por refe-
rencia, en ambos casos (prestación de servicios de audi-
toría interna y de tecnología financiera), a las entidades 
de interés público. Esa determinación se consideraba 
adecuada pues suponía la limitación de esta causa de 
incompatibilidad, haciéndola depender del tipo de enti-
dad a la que se prestaba el servicio en cuestión. Con la 
supresión de ese inciso en el Proyecto, unida a la elimi-
nación de la cláusula de salvaguarda que contiene la 
LAC, esta causa se construye como un supuesto gene-
ral de incompatibilidad de los auditores en relación con 
todas las posibles entidades auditadas.

De nuevo, ha de llamarse la atención sobre esta 
orientación del Proyecto, que supone un claro aleja-
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miento respecto de la adoptada por el Derecho comuni-
tario. La redacción actual de la letra examinada no per-
mite introducir mecanismo alguno de salvaguarda, ni 
permite a los auditores valorar el grado de riesgo para 
su independencia que la prestación de esos servicios 
puede suponer. Con la eliminación del inciso que limi-
taba subjetivamente su ámbito de aplicación («cuando, 
en ambos casos, se trate de entidades de interés públi-
co»), se refuerza el carácter absoluto de esta prohibi-
ción, que pasaría a abarcar a todo el espectro de actua-
ción de los auditores.

Se sugiere por ello que, de una parte, se recupere la 
salvaguarda que recoge en la actualidad la LAC, al 
encontrarse en línea con la perspectiva propia del Dere-
cho comunitario en la materia, y también que se intro-
duzca de nuevo la limitación subjetiva de aplicabilidad 
de esta causa de incompatibilidad a las entidades de 
interés público teniendo en cuanta adicionalmente que 
los propios comités de auditoría de las entidades, en su 
labor de tutela del control interno de la entidad y de la 
independencia del auditor de cuentas, están en posición 
óptima para ejercer una vigilancia plena de la efectiva 
aplicación de este mecanismo de salvaguarda.

ENMIENDA NÚM. 27

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario 
Popular en el Congreso

Al artículo 8, apartado 3, letra g) 

De modificación.

Se propone la modificación del artículo 8.3.g) de la 
Ley 19/1988 de auditoría de cuentas:

«g) La prestación de servicios de abogacía para la 
entidad auditada.»

JUSTIFICACIÓN

Se propone esta enmienda para mantener la incom-
patibilidad entre abogacía y auditoría que establece 
nuestro actual ordenamiento jurídico.

Esta causa de incompatibilidad viene justificada 
tanto por las obligaciones deontológicas propias de 
auditores y abogacía y auditoría que establece nuestro 
actual ordenamiento jurídico. Esta causa de incompati-
bilidad viene justificada tanto por las obligaciones 
deontológicas propias de auditores y abogados, que son 
distintas e incompatibles, como por la necesidad de evi-

tar los factores de riesgo de abogacía y autorrevisíón 
que señala la Directiva y la Recomendación.

El artículo 22 del Estatuto General de la Aboga-
cía establece una incompatibilidad absoluta entre el 
ejercicio de la abogacía y el de la auditoría, que ha 
sido reconocida por el Tribunal Supremo en Senten-
cia (de la Sala de lo Contencioso-Administrativo, 
Sección 6.ª) de fecha 20 de junio de 2003, en los 
siguientes términos:

«En efecto, el inciso primero del apartado tercero 
del artículo 22, al señalar como específica incompatibi-
lidad el ejercicio de ambas profesiones, trata de preser-
var por razones jurídicas y morales la independencia y 
el secreto profesional del abogado, prohibiendo el des-
empeño simultáneo de las dos actividades en cuanto 
que su actuación, ciertamente, está sujeta no sólo a 
principios o normas de comportamiento distintos, sino 
también a ordenamientos diferentes.»

Esta apreciación del Tribunal Supremo permite 
traer a colación la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, 
sobre el libre acceso a las actividades de servicios y 
su ejercicio. Esta norma prevé que se pueden esta-
blecer restricciones al ejercicio conjunto de profe-
siones con la finalidad de garantizar la independen-
cia e imparcialidad de los profesionales y prevenir 
conflictos de interés. Como se puede comprobar, una 
norma con la finalidad de liberalizar el mercado de 
servicios da plena cobertura a una causa de incompa-
tibilidad como la prevista, siempre que concurra el 
presupuesto de aplicación exigido por la norma, es 
decir, siempre que sea necesario para garantizar el 
cumplimiento de requisitos deontológicos distintos e 
incompatibles debidos al carácter específico de cada 
profesión (hecho que acontece en este caso clara-
mente tal y como se desprende de la sentencia del 
Tribunal Supremo citada).

Por otro lado, no parece razonable poner al auditor o 
a la sociedad de auditoría en el trance de probar su 
objetividad e independencia cuando revise y valore lo 
que ella misma, actuando como abogado de parte, 
hubiera podido asesorar jurídicamente a la sociedad 
auditada. Mientras el auditor ha de ser imparcial y pare-
cerlo, el abogado, por definición, es siempre parcial y 
su función es defender los intereses de su cliente en el 
marco del ordenamiento jurídico.

Sería un contrasentido relajar las restricciones diri-
gidas a preservar la independencia del auditor que ya se 
establecen en la redacción vigente de la Ley de Audito-
ría y en el Estatuto General de la Abogacía, precisa-
mente en una Ley que tiene como finalidad reforzar la 
independencia del auditor.
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ENMIENDA NÚM. 28

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario 
Popular en el Congreso

Al artículo 8.3 

De adición.

Se propone la adición de una nueva letra i) al punto 3 
del artículo 8 de la Ley 19/1988 de auditoría de cuentas:

«i) La prestación a un cliente de auditoría de servi-
cios de diseño y puesta en práctica de sistemas de tec-
nología de la información financiera, utilizados para 
generar los datos integrantes de los estados financieros 
de dicho cliente, salvo que el cliente asuma la responsa-
bilidad del sistema global de control interno o el servi-
cio se preste siguiendo las especificaciones establecidas 
por el cliente, el cual debe asumir también la responsa-
bilidad del diseño, ejecución, evaluación y funciona-
miento del sistema, cuando se trate de una entidad de 
interés público.»

JUSTIFICACIÓN

La propuesta de incluir esta letra en el Proyecto obe-
dece a la intención de que no se elimine del Proyecto la 
actual letra e) del artículo 8.2 de la LAC, relativa a la 
prestación de esa clase de servicios.

En concreto, con la redacción propuesta, se da un 
tratamiento específico a esta clase de servicios y se 
mantienen las cautelas en los supuestos de prestación a 
un cliente de auditoría de servicios de diseño y puesta 
en práctica de sistemas de tecnología de la información 
financiera. No se considera que la supresión que realiza 
el Proyecto respecto de la vigente LAC esté justificada, 
pues se trata de medidas que siguen siendo plenamente 
aplicables, en garantía del cliente y de la sociedad de 
auditoría, por ello se propone mantener el inciso que 
permitía dicha salvaguarda («Salvo que el cliente asuma 
la responsabilidad del sistema global de control interno 
o el servicio se preste siguiendo las especificaciones 
establecidas por el cliente, el cual debe asumir también 
la responsabilidad del diseño, ejecución, evaluación y 
funcionamiento del sistema»).

Debe destacarse, en último término, que se considera 
que debe incluirse también en esta letra la referencia a 
que esta causa de incompatibilidad se aplique a la presta-
ción de esta clase de servicios a entidades de interés 
público. Esa determinación se considera adecuada pues 
supone la limitación de esta causa de incompatibilidad, 
haciéndola depender del tipo de entidad a la que se pres-
ta el servicio en cuestión. Si no se incluye esa precisión, 
unido a la eliminación de la cláusula de salvaguarda que 
contiene la LAC, esta causa se construye como un 

supuesto general de incompatibilidad de los auditores en 
relación con todas las posibles entidades auditadas.

De nuevo, ha de llamarse la atención sobre esta 
orientación del Proyecto, que supone un claro aleja-
miento respecto de la adoptada por el Derecho comuni-
tario. La redacción actual de la letra examinada no per-
mite introducir mecanismo alguno de salvaguarda, ni 
permite a los auditores valorar el grado de riesgo para 
su independencia que la prestación de esos servicios 
puede suponer. Con la eliminación del inciso que limi-
taba subjetivamente su ámbito de aplicación («cuando, 
en ambos casos, se trate de entidades de interés públi-
co»), se refuerza el carácter absoluto de esta prohibi-
ción, que pasaría a abarcar a todo el espectro de actua-
ción de los auditores.

Se propone por ello que, de una parte, se recupere la 
salvaguarda que recoge en la actualidad la LAC, al 
encontrarse en línea con la perspectiva propia del Dere-
cho comunitario en la materia, y también que se intro-
duzca de nuevo la limitación subjetiva de aplicabilidad 
de esta causa de incompatibilidad a las entidades de 
interés público.

ENMIENDA NÚM. 29

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario 
Popular en el Congreso

Al artículo 8 bis 

De modificación.

Se propone la modificación de los párrafos primero 
y segundo del artículo 8 bis de la Ley 19/1988 de audi-
toría de cuentas:

«A los efectos de lo dispuesto en el artículo anterior, 
el periodo de cómputo para las incompatibilidades com-
prenderá desde el primer día del ejercicio a auditar hasta 
la fecha en que el auditor termina completamente su 
encargo emitiendo el último de los informes que tuviera 
encomendados. No obstante lo anterior, en el supuesto 
de que la fecha de aceptación del nombramiento como 
auditor sea anterior al primer día del ejercicio a auditar, 
la fecha en que se iniciará el período de cómputo será la 
citada fecha de aceptación del nombramiento.

No obstante el párrafo anterior, en el supuesto de 
que se trate de incompatibilidades derivadas del párra-
fo b) del apartado 3 del artículo anterior, será suficiente 
que se resuelva la situación de incompatibilidad con 
anterioridad a la aceptación del nombramiento como 
auditor.»



Congreso 25 de febrero de 2010.—Serie A. Núm. 46-9

29

JUSTIFICACIÓN

Frente a la opción del Proyecto (inicio del segundo 
año anterior al ejercicio al que correspondan los esta-
dos financieros u otros documentos contables audita-
dos), se entiende más adecuada la referencia temporal 
de la fecha en que comienza el ejercicio a auditar, en 
relación con el plazo para considerar la posible existen-
cia de incompatibilidades.

La prevista en el Proyecto implica una antelación 
del juicio o valoración de las circunstancias que limita 
el acceso a la actividad de auditoría (algunas circuns-
tancias, como una valoración de un activo que ya ha 
sido enajenado por la entidad auditada, o sobre el que 
concurren diferentes circunstancias, no tiene por qué 
tener impacto alguno en el estatus de independencia del 
auditor, máxime cuando el impacto de esa valoración 
ha sido ya objeto de procedimientos de validación o de 
verificación por otro auditor distinto de aquel que efec-
tuó la valoración, con lo que se elimina completamente 
el riesgo de autorrevisión.

Además, establece un sistema que reduce la capa-
cidad de elección de auditor por parte de las empre-
sas españolas al ser frecuente que algunos de los 
auditores o sociedades de auditoría entre los que 
podría elegir la sociedad a auditarse se encuentre en 
causa de incompatibilidad por causa de este precep-
to, el cual no tiene parangón en el entorno interna-
cional. Por ello constituiría, de no modificarse el 
actual redactado del Proyecto de Ley, en un precepto 
que establecería una clara restricción a la libre com-
petencia.

ENMIENDA NÚM. 30

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario 
Popular en el Congreso

Al artículo 10 

De adición.

Se propone la adición de un nuevo apartado 2 del 
artículo 10 de la Ley 19/1988 de auditoría de cuentas:

«2. Lo establecido en el artículo 8 de esta ley se 
aplicará también a las sociedades de auditoría cuando 
incurran en incompatibilidad alguno de sus socios, 
salvo cuando expresamente se exceptúe dicha extensión 
en el citado artículo.»

JUSTIFICACIÓN

Con esta propuesta se pretende garantizar la cohe-
rencia interna del Proyecto, extendiendo el régimen de 
incompatibilidades a las sociedades de auditoría para 
aquellos casos en los que uno de sus socios incurra en 
una de las causas de incompatibilidad que establece el 
artículo 8 del Proyecto.

ENMIENDA NÚM. 31

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario 
Popular en el Congreso

Al artículo 11.2

De supresión.

Se propone la supresión del segundo inciso del ar-
tículo 11.2.

JUSTIFICACIÓN

La Recomendación de la Comisión Europea, de 5 de 
junio de 2008, en materia de limitación de la responsabili-
dad civil de los auditores legales y las sociedades de audi-
toría, indica en su Considerando 3 que «la responsabilidad 
civil conjunta y solidaria ilimitada puede disuadir a las 
sociedades y redes de auditoría de participar en el merca-
do internacional de auditoría de sociedades cotizadas en la 
Comunidad, por lo que es escasa la probabilidad de que 
surjan nuevas redes de auditoría que puedan realizar la 
auditoría legal de dichas sociedades», añadiendo en el 
Considerando 4 que «debería limitarse la responsabilidad 
de los auditores y las sociedades de auditoría, incluidos los 
auditores de grupo, que realicen la auditoría legal de las 
sociedades cotizadas. No obstante, una posible limitación 
de la responsabilidad no se justifica cuando el auditor 
incumpla deliberadamente sus deberes profesionales, y no 
debería ser válida en estos casos. Asimismo, esa limita-
ción no debería afectar al derecho de los posibles perjudi-
cados a obtener un resarcimiento justo».

Tras ello, indica que, «dado que los sistemas de res-
ponsabilidad civil de los Estados miembros varían 
notablemente entre sí, resulta oportuno en esta fase que 
cada Estado miembro pueda elegir el método de limita-
ción que considere más apropiado para su sistema de 
responsabilidad civil (Considerando 5).

Y por lo que se refiere a los concretos sistemas que 
podrían adoptar los Estados miembros, el Consideran-
do 6 señala que «deberían poder, pues, fijar un límite 
máximo para la responsabilidad civil de los auditores 
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dentro de su ordenamiento jurídico nacional. Otra posi-
bilidad sería que los Estados miembros establecieran, 
dentro de su ordenamiento jurídico, un sistema de res-
ponsabilidad proporcional, con arreglo al cual los audi-
tores legales y las sociedades de auditoría sean respon-
sables sólo en la medida en que contribuyan al daño 
ocasionado, sin ser conjunta y solidariamente responsa-
bles con otras partes. En aquellos Estados miembros en 
los que únicamente la sociedad auditada, y no los accio-
nistas individuales o cualquier otro tercer interesado, 
pueda reclamar contra los auditores legales, el Estado 
miembro debería poder también autorizar que la socie-
dad, sus accionistas y el auditor fijen el límite de la res-
ponsabilidad de este último, con las oportunas garantías 
para los inversores de la sociedad auditada».

La plasmación concreta de estos tres sistemas 
(«Métodos para limitar la responsabilidad») se realiza 
en el punto 5 de la Recomendación, conforme al cual:

«Los Estados miembros deberían adoptar medidas 
dirigidas a limitar la responsabilidad. A tal efecto, se 
recomienda el uso de uno o varias de los siguientes 
métodos en particular:

a) Fijación de una cuantía máxima o de una fór-
mula que permita calcular esa cuantía;

b) Fijación de un conjunto de principios en virtud 
de los cuales un auditor legal o una sociedad de audito-
ría únicamente sean responsables dentro de los límites 
de su contribución real al perjuicio sufrido por el recla-
mante, y, por tanto, no sean conjunta y solidariamente 
responsables con otros causantes del perjuicio;

c) Establecimiento de disposiciones que autoricen 
que la sociedad objeto de auditoría y el auditor legal o 
la sociedad de auditoría fijen un límite de responsabili-
dad mediante un acuerdo».

La Recomendación, en suma, prevé la posibilidad de 
que los Estados miembros implanten uno o varios de los 
tres sistemas anteriores. Si se decide establecer el segundo 
de ellos, el límite lo impone la Recomendación, en el sen-
tido de que los auditores «no sean conjunta y solidaria-
mente responsables con otros causantes del perjuicio». La 
responsabilidad debe exigirse de manera individualizada.

Desde esta perspectiva, la inclusión de la regla de la 
solidaridad en el artículo 11.2 del Proyecto representa 
un elemento extraño, que impone la solidaridad allí 
donde se excluye por la Recomendación. En definitiva, 
el Proyecto introduce por esta vía indirecta una posibi-
lidad de exigencia de responsabilidad de los auditores 
de cuentas que está excluida por el Derecho comunita-
rio. Por ello, se propone su supresión.

Pero es que, además, la regla comentada —semejante 
a las contenidas en la Ley de Ordenación de la Edifica-
ción y el texto refundido de la Ley de Aguas— supone la 
incorporación al ámbito de la auditoría de cuentas de lo 
que ha venido en llamarse «solidaridad impropia».

La jurisprudencia ha admitido esta figura por la necesi-
dad de salvaguardar el interés social en supuestos de res-

ponsabilidad extracontractual (ilícito civil, artículos 1.902 
y siguientes del Código Civil), cuando hay causación 
común del daño que conduce a la unidad de responsabili-
dad y ante la imposibilidad, en estos casos, de establecer 
cuotas ideales de participación en la responsabilidad. Este 
tipo de regímenes es consecuencia, o bien de que a la pro-
ducción del daño ha contribuido más de un sujeto, sin 
poderse concretar el grado de la participación causal de 
cada uno, o bien de no ser posible individualizarse el com-
portamiento de qué sujeto ha ocasionado el daño. Cuando 
no es posible singularizar el comportamiento causal, es, a 
su vez, impracticable una concreción de cuotas de respon-
sabilidad. La jurisprudencia en la materia ha acudido tam-
bién a la idea de la «unidad de prestación» —evidente en 
la construcción de un edificio— para invocar la solidad 
impropia en relación con distintos sujetos.

Es discutible, en tales términos, que quepa la aplica-
ción de la doctrina de la «solidaridad impropia» a la acti-
vidad de los auditores de cuentas, ya que el auditor no es 
un sujeto que participa en la formulación de las cuentas 
anuales —como otros sujetos: administradores, interven-
tores—, sino que ejerce una función externa de control 
sobre la base de la documentación que le es suministrada 
por quien tiene la responsabilidad legal de formular las 
cuentas anuales. La actividad de auditoría de cuentas no 
se inserta en una «unidad de prestación» en los términos 
en que ha sido empleada tal expresión por la jurispruden-
cia. A diferencia de los supuestos en los que la legisla-
ción ha implantado esa creación jurisprudencial, partien-
do del artículo 1.591 del Código Civil (Ley de Ordenación 
de la Edificación o Ley de Aguas), en el caso del auditor 
no hay participación en origen (no es responsable de la 
formulación de las cuentas), ni a término (no las aprueba 
ni las consiente, ni las presenta ante el Registro Mercan-
til), sino que es un tercero externo a ellas. Por ello, su 
régimen de responsabilidad ha de ser diferenciado.

En cualquier caso, de incorporarse una solución de 
esas características a un texto legal (caso de la Ley de 
Ordenación de la Edificación), el tratamiento de la 
cuestión adquiere unos matices específicos, que no 
parecen haber sido debidamente abordados por el Pro-
yecto, caso de los problemas que en punto a la defensa 
procesal (limitación cuando no exclusión del litiscon-
sorcio pasivo necesario, prescripción de las acciones 
que pueden ejercitarse contra otros posibles sujetos res-
ponsables) que presenta la «solidaridad impropia».

Y ello ha de ponerse en relación, por último, con lo 
señalado en la propia Recomendación (considerando 
segundo), en el sentido de que los sistemas de responsa-
bilidad ilimitada están directamente relacionados con la 
creciente dificultad que tienen las compañías auditoras 
para obtener cobertura de seguro de su actividad frente a 
los riesgos asociados a su actividad, exigencia de seguro 
que sigue recogiendo el Proyecto (art. 12 de la LAC). 
Estas dificultades están en directa relación con los temo-
res relativos a la posible concentración del mercado de 
auditoría, a causa de la imposibilidad de hacer frente a 
las denominadas «demandas catastróficas».
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Tras lo expuesto, debe analizarse finalmente la aco-
modación de la previsión ahora examinada al Derecho 
comunitario.

La citada Recomendación sobre responsabilidad exclu-
ye la posibilidad de que se exija solidariamente la respon-
sabilidad de los auditores conjuntamente con la de otros 
sujetos. Así, su Considerando 6 prevé que los Estados 
miembros pueden establecer, dentro de su ordenamiento 
jurídico, un sistema de responsabilidad proporcional, con 
arreglo al cual los auditores legales y las sociedades de 
auditoría sean responsables sólo en la medida en que con-
tribuyan al daño ocasionado, sin ser conjunta y solidaria-
mente responsables con otras partes. Esta declaración se 
plasma a continuación en el citado punto 5.b) de la Reco-
mendación, en el que se prevé que los Estados miembros 
pueden establecer un conjunto de principios en virtud de 
los cuales un auditor legal o una sociedad de auditoría úni-
camente sean responsables dentro de los límites de su con-
tribución real al perjuicio sufrido por el reclamante, y, por 
tanto, no sean conjunta y solidariamente responsables con 
otros causantes del perjuicio.

La respuesta solidaria de los auditores está excluida 
tajantemente por el Derecho comunitario. Esta exclu-
sión ha de entenderse comprensiva tanto de la solidari-
dad en sentido estricto (art. 1.137 del Código Civil), 
como de la llamada «solidaridad impropia».

Es cierto que en el ámbito de las fuentes del Dere-
cho comunitario, la Recomendación constituye un acto 
no vinculante para los Estados miembros, que contiene 
una indicación de una conducta a seguir o la modifica-
ción de una situación o comportamiento. Normalmente 
se considera que una recomendación, por su propia 
naturaleza, no lleva aparejada sanción en el caso de que 
se contravengan sus prescripciones. Pero ello no quiere 
decir que carezca de efectos jurídicos.

El Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas 
ha afirmado que «los tribunales nacionales están obligados 
a tener en cuenta las recomendaciones a la hora de resolver 
los litigios de que conocen, sobre todo cuando aquéllas 
ilustran acerca de la interpretación de disposiciones nacio-
nales adoptadas con el fin de darles aplicación, o también 
cuando tienen por objeto completar las disposiciones 
comunitarias dotadas de fuerza vinculante» (FJ 18, asunto 
Grimaldi, de 13 de diciembre de 1989, n.° 322/88).

De ello se sigue que, en caso de discrepancia entre 
una norma de Derecho interno y la Recomendación a la 
que dan aplicación, los tribunales nacionales están obli-
gados a tener en cuenta la Recomendación sobre el 
Derecho nacional. En el caso del Proyecto, la discre-
pancia entre su artículo 11.2 (posibilidad de exigir res-
ponsabilidad solidaria) y la Recomendación (exigencia 
de responsabilidad individualizada de los auditores, 
«sin ser conjunta y solidariamente responsables con 
otras partes») debería llevar a los tribunales nacionales 
a dar aplicación preferente a esta segunda.

Por todo lo anterior, se entiende que debe suprimirse 
el segundo inciso del artículo 11.2 del Proyecto.

ENMIENDA NÚM. 32

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario 
Popular en el Congreso

Al artículo 14

De modificación.

Se propone la modificación del apartado 1 del ar-
tículo 14 de la Ley 19/1988 de auditoría de cuentas:

«Los auditores de cuentas y las sociedades de audito-
ría de cuentas conservarán y custodiarán durante el plazo 
de cuatro años, a contar desde la fecha del informe de 
auditoría, la documentación referente a cada auditoría de 
cuentas por ellos realizada, incluidos los papeles de tra-
bajo del auditor que constituyan las pruebas y el soporte 
de las conclusiones que consten en el informe.»

JUSTIFICACIÓN

En consonancia con el artículo 11. Responsabilidad 
civil. Apartado 4.

ENMIENDA NÚM. 33

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario 
Popular en el Congreso

Al artículo 17.7

De modificación.

Se propone la modificación del artículo 17.7 de la 
Ley 19/1988 de auditoría de cuentas:

«7. Al socio o persona que firme en nombre de 
una sociedad de auditoría corresponsable de la infrac-
ción grave cometida por una dicha sociedad de audito-
ría se le impondrá una de las siguientes sanciones:

a) Multa por importe mínimo de 3.000 euros y 
máximo de 12.000 euros.

b) Suspensión de la autorización y baja temporal 
por plazo de hasta dos años en el Registro Oficial de 
Auditores de Cuentas.»
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JUSTIFICACIÓN

En coherencia con enmiendas anteriores, se propone 
recoger expresamente que quien realiza el informe ha de 
firmarlo, en los términos del artículo 2.3 del Proyecto.

ENMIENDA NÚM. 34

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario 
Popular en el Congreso

Al artículo 21 bis

De adición.

Se propone la adición de un nuevo artículo 21 bis de 
la Ley 19/1988 de auditoría de cuentas con la siguiente 
redacción:

«Principios de supervisión pública.

1. Los auditores y entidades de auditoría inscri-
tos en el Registro Oficial de Auditores de Cuentas 
quedarán sujetos a las competencias de control atri-
buidas al Instituto de Contabilidad y Auditoría de 
Cuentas en el artículo 22 de esta Ley, sin perjuicio de 
que la responsabilidad última del sistema de supervi-
sión pública corresponde a un órgano, cuya gobernan-
za esté formada por personas seleccionadas conforme 
a un proceso de nombramiento independiente y trans-
parente.

La selección se efectuará por representantes del Ins-
tituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas, de las 
empresas incluidas las pymes, usuarios, organismos 
reguladores, corporaciones profesionales de auditoría, 
expertos contables, así como las universidades y demás 
representantes de la enseñanza relacionada con la infor-
mación financiera y auditoría.

2. El sistema de supervisión pública tendrá la res-
ponsabilidad última de la supervisión de:

a) La autorización y el registro de los auditores 
legales y sociedades de auditoría.

b) La adopción de normas de ética profesional, de 
control de calidad interno de las sociedades de audito-
ría y de auditoría.

c) Formación continua, control de calidad y siste-
mas de investigación y disciplinarios.

3. En el ejercicio de la responsabilidad de la 
supervisión, podrá encomendar la ejecución de las 
funciones de supervisión de acuerdo con un proceso 
objetivo y trasparente. En consecuencia podrá enco-

mendar al Instituto de Contabilidad y Auditoría de 
Cuentas las funciones de control de la actividad de 
auditoría y demás funciones relacionadas con el siste-
ma de supervisión contempladas en esta Ley. Asimis-
mo además de la elaboración de las normas técnicas 
de auditoría, podrá encomendar a las corporaciones 
profesionales la ejecución de otras funciones de su 
competencia, tales como las de formación y control de 
calidad. A estos efectos no sería trasparente la delega-
ción a auditores en el ejercicio de la auditoría o firmas 
de auditoría.

4. El sistema de supervisión pública tendrá dere-
cho, en caso necesario, a llevar a cabo investigaciones 
sobre auditores legales y sociedades de auditoría y a 
adoptar las medidas oportunas.

5. El sistema de supervisión pública deberá ser 
transparente, lo que supondrá la publicación de pro-
gramas de trabajo y de informes de actividad anua-
les.

6. El sistema de supervisión pública deberá contar 
con una financiación adecuada. La financiación del sis-
tema de supervisión pública deberá ser segura y estar 
libre de cualquier influencia indebida por parte de audi-
tores legales o sociedades de auditoría.»

JUSTIFICACIÓN

Es precisa la incorporación de un nuevo artículo que 
trasponga fielmente y con el título y objeto de la Direc-
tiva 2006/43, incluyendo el contenido del artículo 32 de 
la misma, contemplando básicamente:

a) Que la supervisión no se limita a los trabajos de 
auditoría de las cuentas anuales, sino que es más 
amplio.

b) El apartado 3 del artículo 32 de la Directiva 
2006/43, al establecer que el sistema de supervisión 
pública esté regido por personas, se desprende que sea 
un órgano colegiado cuya gobernanza esté formado 
por personas seleccionadas conforme a un proceso de 
nombramiento independiente y transparente. De 
acuerdo con este criterio no parece lógico que la 
designación sea competencia exclusiva del ICAC, 
pareciendo razonable que en la misma participen 
representantes de las empresas incluidas las pymes, 
usuarios, organismos reguladores, corporaciones pro-
fesionales de auditoría, expertos contables, así como 
las universidades y demás representantes de la ense-
ñanza relacionada con la información financiera y 
auditoría.

c) Que incorpore las responsabilidades del siste-
ma de supervisión pública.
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ENMIENDA NÚM. 35

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario 
Popular en el Congreso

A la disposición adicional décima, apartado 1.b)

De modificación.

Se propone la modificación de la disposición adicio-
nal décima apartado 1.b) de la Ley 19/1988 de auditoría 
de cuentas:

«b) Las entidades que se determinen reglamenta-
riamente en atención a su importancia pública signifi-
cativa por la naturaleza de su actividad.»

JUSTIFICACIÓN

Ha de destacarse que no se consideran adecuados 
los criterios cuantitativos empleados por el Proyecto 
para proceder a la delimitación de las entidades de inte-
rés público.

El marco de referencia del Proyecto en este punto 
parece estar constituido por la Directiva 2003/71/CE 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 4 de noviem-
bre de 2003, sobre el folleto que debe publicarse en 
caso de oferta pública o admisión a cotización de valo-
res y por la que se modifica la Directiva 2001/34/CE.

Esta disposición, en su artículo 2 («definiciones»), 
considera que son «pequeñas y medianas empresas» 
[letra f) del apartado primero] «las empresas que, 
según sus últimas cuentas anuales o consolidadas, 
cumplen por lo menos dos de los siguientes tres crite-
rios: un número medio de empleados inferior a 250 a 
lo largo del ejercicio, un balance total que no supere 
los 43 millones de euros y un volumen de negocios 
neto anual no superior a 50 millones de euros».

El hecho de que el Proyecto haya acudido a la Directi-
va citada para proceder a la definición de esta clase de 
entidades es, cuando menos, llamativo. Cuanto más, 
cuando la VIII Directiva ofrece un concepto de entidad de 
interés público (artículo 2.13), en el que ese criterio cuan-
titativo no es empleado, pero sí el resto de criterios que 
recoge la DA 11.ª en su apartado 1.b) (naturaleza de la 
actividad, tamaño y número de empleados). En particular, 
la VIII Directiva, tras relacionar una serie de entidades 
que siempre han de considerarse de interés público [y que 
se recogerían en la letra a) del apartado 1 de la proyecta-
da DA 1l.ª], prevé que «los Estados miembros podrán 
designar a otras entidades como entidades de interés 
público, por ejemplo, aquellas que sean de importancia 
pública significativa por la naturaleza de su actividad 
empresarial, su tamaño o su número de empleados».

No sólo ello. Además, el Proyecto emplea criterios 
que son de todo punto extraños en el Derecho comuni-

tario y en nuestro Derecho. El punto de referencia, ade-
más de la indicada Directiva, parece haber sido el ar-
tículo 175 del texto refundido de la Ley de Sociedades 
Anónimas, aprobado por el Real Decreto Legislativo 
1564/1989, de 22 de diciembre, aunque multiplicando 
por diez o veinte las magnitudes allí empleadas.

Por tanto, podría entenderse que el criterio emplea-
do para calificar a estas entidades consiste en el emplea-
do por el legislador para delimitar cuándo una sociedad 
tiene la obligación de someter sus cuentas anuales a 
auditoría de cuentas. No parece adecuada esta selec-
ción, pudiendo quedar al desarrollo reglamentarlo la 
determinación de cuándo se considera que una entidad 
presenta una importancia pública significativa, en los 
términos indicados.

Se sugiere, en definitiva, que la DA 11.ª reproduzca 
lo previsto en la VIII Directiva y se proceda a la supre-
sión de ese criterio cuantitativo de la misma, al no res-
ponder a una fiel transposición de la VIII Directiva.

ENMIENDA NÚM. 36

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario 
Popular en el Congreso

A la disposición adicional décima apartado 2 

De supresión.

Se propone la supresión del apartado 2 de la dispo-
sición adicional décima de la Ley 19/1988 de auditoría 
de cuentas.

JUSTIFICACIÓN

El apartado segundo del proyecto establece que 
«Reglamentariamente se podrán determinar los requisi-
tos relacionados con la estructura organizativa y la 
dimensión que deben cumplir los auditores de cuentas 
o las sociedades de auditoría que realizan las auditorías 
de las entidades de interés público. Entre dichos requi-
sitos se incluirán los referidos al número de auditores 
de cuentas, al número de empleados y a la calidad con-
trastada de los sistemas de control internos».

Esta previsión se considera innecesaria, pues por 
medio de la misma se establecen una serie de criterios 
en virtud de los cuales se podrán determinar a priori los 
auditores de cuentas o sociedades de auditoría que 
podrán realizar las auditorías de las entidades de interés 
público.
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La predeterminación por el legislador de esos requi-
sitos, relativos a la estructura organizativa y la dimen-
sión, el número de auditores de cuentas y de empleados 
y la calidad de los sistemas de control interno, supone 
la fijación de una serie de criterios que implican la prác-
tica imposibilidad para los auditores de cuentas indivi-
duales de realizar esta clase de auditorías de cuentas. 
Así, si el número de auditores de cuentas se configura 
como relevante, el auditor de cuentas individual ya se 
encontrará en peor condición que cualquier sociedad de 
auditoría con más de un socio auditor de cuentas. Lo 
mismo puede deducirse de la mención a la dimensión 
del auditor o sociedad.

También resulta llamativa la referencia a la calidad 
contrastada de los sistemas de control internos, sin 
mención alguna a quién determinará que existe una 
calidad más o menos contrastada.

En definitiva, se considera que por medio de esa 
determinación de criterios, unida a la remisión a su pre-
cisión por la norma reglamentaria, se introduce un claro 
efecto de concentración del mercado y de limitación de 
la libre competencia entre auditores individuales y 
sociedades de auditoría.

Por todo ello, se considera que este apartado de la 
nueva Disposición Adicional 10.ª de la LAC debe ser 
eliminada.

ENMIENDA NÚM. 37

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario 
Popular en el Congreso

A la disposición transitoria (nueva) 

De adición.

Se propone la adición de una nueva disposición 
transitoria a la Ley 19/1988 de auditoría de cuentas con 
la siguiente redacción:

«Disposición Transitoria (nueva). Régimen sobre 
el cumplimiento de las obligaciones del auditor de 
cuentas consolidadas u otros estados financieros o 
documentos contables consolidados.

El cumplimiento por el auditor de cuentas o la socie-
dad de auditoría que realicen la auditoría de cuentas 
anuales consolidadas u otros estados financieros o 
documentos contables consolidados, o los auditores de 
cuentas que la realicen en su nombre, de las obligacio-
nes impuestas por el artículo 4 de la Ley 19/1988, de 12 
de julio, de Auditoría de Cuentas, no será exigible hasta 

el ejercicio posterior a aquel en que entre en vigor la 
presente Ley.

Los sujetos obligados a suministrar la información a 
que se refiere el artículo 4.3 de la Ley 19/1988, de 12 
de julio, de Auditoría de Cuentas, no deberán suminis-
trarla hasta el ejercicio posterior a aquel en que entre en 
vigor la presente Ley.

El incumplimiento de las obligaciones previstas en 
el artículo de la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Audito-
ría de Cuentas, no constituirá infracción de lo previsto 
en su artículo 16, durante el ejercicio en que entre en 
vigor la presente Ley.»

JUSTIFICACIÓN

El elenco de obligaciones que impone el artículo 4 
de la Ley de Auditoría de Cuentas, en la redacción dada 
por el Proyecto, supone una importante novedad del 
régimen aplicable al auditor del grupo consolidado, 
generando una serie de obligaciones de actividad, tanto 
en relación con el ICAC, como con los auditores de las 
empresas o entidades del grupo, que obligará al desa-
rrollo de nuevas pautas de actuación y de relación entre 
auditores que necesitan un plazo prudencial de adop-
ción y aplicación.

Es por ello por lo que se propone introducir una 
nueva Disposición Transitoria en el Proyecto, que con-
temple el régimen transitorio de este nuevo género de 
obligaciones.

En la medida en que la tramitación y, en su caso, 
aprobación del Proyecto no se producirá, previsible-
mente, hasta entrado el año 2010, se considera que debe 
demorarse la exigencia de cumplimiento de esas obli-
gaciones, al menos, hasta que se inicie un nuevo ejerci-
cio económico completo para las entidades auditadas 
que, de manera genérica, puede fijarse en el siguiente a 
la entrada en vigor de la Ley, esto es, a partir del 31 de 
diciembre de 2010.

ENMIENDA NÚM. 38

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario 
Popular en el Congreso

A la disposición adicional primera, apartado tercero

De adición.

Se propone la adición de un apartado tercero a la 
disposición adicional primera de la Ley 19/1988 de 
auditoría de cuentas:
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«Sin perjuicio de que en el ámbito autonómico y 
local, las entidades, empresas públicas, fundaciones o 
asociaciones de dicho ámbito, tengan la obligación de 
presentar cuentas anuales auditadas por un auditor 
externo independiente a la entidad.»

JUSTIFICACIÓN

Se propone añadir el referido inciso al final de la nueva 
redacción dada al apartado tercero de la citada Disposi-
ción Adicional Primera, a fin de precisar que la reforma 
legal en proyecto no supone incidencia alguna en el ámbi-
to competencial propio de las Comunidades Autónomas.

En este sentido, debe recordarse que si bien el Esta-
do ostenta la competencia en materia de auditoría de 
cuentas, conforme al artículo 149.1.6 de la Constitu-
ción (legislación mercantil), además de la potestad de 
autoorganización que es propia de todas las Comunida-
des Autónomas, cuentan con la posibilidad de estable-
cer reglas específicas para determinados tipos de perso-
nas jurídicas, tanto públicas, como privadas (como es el 
caso de las Comunidades Autónomas con competencia 
en materia de Derecho Civil foral o especial).

En el primero de los casos, es claro que una Comu-
nidad Autónoma puede decidir someter al régimen de 
auditoría de las cuentas anuales a determinadas entida-
des, como ocurre, por ejemplo, en Cataluña con las 
fundaciones públicas, conforme a lo previsto en el ar-
tículo 333-11 de la Ley 4/2008, de 4 de abril, de apro-
bación del libro tercero del Código Civil de Cataluña.

ENMIENDA NÚM. 39

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario 
Popular en el Congreso

Al artículo 8.1 

De modificación.

Se da nueva redacción al apartado 1 del artículo 8 de 
la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría de Cuentas:

«Artículo 8.1.

Los auditores de cuentas y las sociedades de audito-
ría deberán ser independientes, en el ejercicio de su 
función, de las entidades auditadas, debiendo abstener-
se de actuar cuando su independencia en relación con la 
revisión y verificación de los estados financieros u otros 
documentos contables pudiera verse comprometida.

Los auditores de cuentas y las sociedades de audito-
ría deberán abstenerse de participar en el proceso de 
toma de decisiones de la entidad auditada. Reglamenta-
riamente se determinará cuándo se entenderá que se 
participa en el proceso de toma de decisiones de la enti-
dad auditada.

Los auditores de cuentas y las sociedades de audito-
ría, para asegurar su independencia, deberán establecer 
las medidas de salvaguarda que permitan detectar las 
amenazas a la citada independencia, evaluarlas, redu-
cirlas y, cuando proceda, eliminarlas. En cualquier 
caso, las medidas de salvaguarda serán adecuadas a la 
dimensión de la actividad de auditoría o de la sociedad 
de auditoría.

Estas medidas de salvaguarda deberán ser objeto de 
revisión periódica y deberán aplicarse de manera indi-
vidualizada para cada trabajo de auditoría, debiendo 
documentarse en los papeles de trabajo de cada audito-
ría de cuentas.

Las amenazas a la independencia podrán proceder 
de factores como la autorrevisión, interés propio, abo-
gacía, familiaridad o confianza, o intimidación. Si la 
importancia de estos factores en relación con las medi-
das de salvaguarda aplicadas es tal que compromete su 
independencia, el auditor de cuentas o la sociedad de 
auditoría se abstendrán de realizar la auditoría.

En todo caso, se considerará que el auditor o una 
sociedad de auditoría no es independiente cuando, a 
pesar de las medidas de salvaguarda que se hubiesen 
adoptado, una tercera parte objetiva, razonable e infor-
mada pueda llegar a la conclusión de que la indepen-
dencia del auditor o de la sociedad de auditoría está 
comprometida.»

JUSTIFICACIÓN

En primer lugar, se propone sustituir el término 
objetividad por el de independencia, ya que el propósi-
to de la Directiva es, precisamente, garantizar la inde-
pendencia de los auditores y de las sociedades de audi-
toría.

En segundo lugar, se proponen dos modificaciones 
que tienen por objeto transponer dos mandatos de la 
Directiva que se han omitido en el Proyecto de Ley.

Así, se incorpora un párrafo estableciendo que «Los 
auditores de cuentas y las sociedades de auditoría debe-
rán abstenerse de participar en el proceso de toma de 
decisiones de la entidad auditada. Reglamentariamente 
se determinará cuándo se entenderá que se participa en 
el proceso de toma de decisiones de la entidad audita-
da». Este párrafo tiene por objeto cumplir lo estableci-
do por el artículo 22.1 de la Directiva cuyo tenor literal 
es el siguiente: «Los Estados miembros se asegurarán 
de que, cuando se realice una auditoría legal, el auditor 
legal y/o la sociedad de auditoría sean independientes 
de la entidad auditada y no participen en el proceso de 
toma de decisiones de la misma».
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El primer inciso de la redacción propuesta se reco-
gía en el texto del Anteproyecto de Ley, pero fue supri-
mido por una incorrecta interpretación del dictamen del 
Consejo de Estado que, sobre este particular, manifestó 
lo siguiente:

«A este respecto se ha señalado (AEB) que sería 
conveniente aclarar el contenido de la expresión “abste-
nerse de participar en el proceso de toma de decisiones 
de la entidad auditada” pues, aunque esta expresión 
proviene de la Directiva, con ello se evitarían interpre-
taciones poco razonables, en el sentido de no conside-
rar infringida la prohibición por el hecho de que en la 
toma de una decisión por los órganos competentes de la 
sociedad auditada se tomen en consideración informes 
o documentos elaborados por el auditor en el ejercicio 
de funciones que conforme a la ley no menoscaban su 
independencia.

Por su parte, el Instituto de Contabilidad y Auditoría 
de Cuentas considera que se trata de una precisión que 
debiera llevarse al ámbito del desarrollo reglamentario.

El Consejo de Estado comparte la observación for-
mulada, al igual que la propuesta para su ubicación en 
sede reglamentaria, si bien estima que sería oportuno 
incluir una habilitación expresa al reglamento para per-
filar dicha expresión.»

Por último, se propone reducir la fórmula que utiliza 
la Directiva para medir la independencia del auditor 
que prevé que la misma se debe apreciar en base a los 
que una tercera parte objetiva, razonable e informada 
pueda considerar.

ENMIENDA NÚM. 40

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario 
Popular en el Congreso

Al artículo 8.3 

De modificación.

Se da nueva redacción del apartado 3 del artículo 8 
de la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría de 
Cuentas:

«3. En todo caso, se considerará que el auditor de 
cuentas o la sociedad de auditoría, no goza de la sufi-
ciente independencia en el ejercicio de sus funciones 
respecto de una empresa o entidad, además de en los 
supuestos de incompatibilidad previstos en otras leyes, 
cuando concurra alguna de las siguientes circunstancias 
en el auditor de cuentas firmante del informe de audito-

ría, en la sociedad de auditoría o en alguno de los socios 
de la sociedad de auditoría en cuyo nombre se realice la 
auditoría:»

JUSTIFICACIÓN

Esta enmienda es de naturaleza técnica y tiene por 
finalidad aclarar el alcance general de las incompatibi-
lidades.

ENMIENDA NÚM. 41

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario 
Popular en el Congreso

Al artículo 8 ter d)

De modificación.

Se da nueva redacción al apartado d) del artículo 8 
ter de la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría de 
Cuentas:

«Artículo 8 ter.

d) Se considerará que el auditor de cuentas o la 
sociedad de auditoría no goza de la suficiente indepen-
dencia en el ejercicio de sus funciones respecto a una 
entidad auditada, cuando concurran, además de las cir-
cunstancias previstas en otras leyes, las contempladas en 
el apartado 3 del artículo 8 en las personas o entidades, 
excluidas las personas o entidades a que se refiere la letra 
anterior, con las que el auditor de cuentas firmante del 
informe de auditoría o la sociedad de auditoría en cuyo 
nombre se realice la auditoría, formen una misma red en 
los términos que se indican a continuación:

Se define red como la estructura más amplia:

a) Que tiene por objeto la cooperación y a la que 
pertenece un auditor o una sociedad de auditoría, y

b) Que tiene claramente por objetivo compartir 
beneficios o costes, o que comparte propiedad, control 
o gestión comunes, políticas y procedimientos de con-
trol de calidad comunes, una estrategia empresarial 
común, el uso de un nombre comercial común, o una 
parte significativa de sus recursos profesionales.

En particular, y sin perjuicio de otros posibles 
supuestos comprendidos en la definición anterior, se 
considerará que forman una red aquellas entidades que 
formen parte de un grupo en el sentido del artículo 42 
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del Código de Comercio o formen una misma unidad 
de decisión al estar controladas por cualquier medio 
por una o varias personas físicas o jurídicas que actúen 
conjuntamente o se hallen bajo dirección única por 
acuerdos o cláusulas estatutarias, o mediante la existen-
cia de influencia significativa, en los términos previstos 
en el artículo 47 del Código de Comercio.

A estos efectos, se tendrán en cuenta las siguientes 
particularidades:

1.ª La condición de cargos directivos o el desem-
peño de puestos de empleo contemplados en el aparta-
do 3.a) del artículo 8, ha de afectar o estar relacionada 
con la elaboración de información significativa conte-
nida en los estados financieros u otros documentos con-
tables de la entidad auditada.

2.ª La concurrencia de las circunstancias contem-
pladas en los apartados 3.b) y 3.c) del artículo 8, se ten-
drá en cuenta respecto de aquellas personas que, en las 
entidades vinculadas, posean la condición de socio, 
administrador, secretario del órgano de administración 
o apoderado con mandato general y solo se considerará 
que el auditor de cuentas o la sociedad de auditoría no 
goza de la suficiente independencia en el ejercicio de 
sus funciones cuando, por razón de la estructura y 
dimensión conjunta de la sociedad de auditoría y de las 
entidades vinculadas con ésta, pueda existir relación 
con posibles efectos o influencia en el resultado del tra-
bajo de auditoría.

3.ª Lo dispuesto en el apartado a) de este artículo, 
a efectos de considerar a una entidad como vinculada a 
la entidad auditada, será de aplicación general. No obs-
tante, en los supuestos en los que se tenga la condición 
de cargos directivos, o se ocupen cargos de empleo o 
supervisión interna previstos en el apartado 3.a) del ar-
tículo 8, y en los supuestos contemplados en las letras 
b), e), y f) y g) del apartado 3 del artículo 8, no se apli-
cará en el caso de que se trate de una entidad respecto a 
la cual la entidad auditada ejerza control o influencia 
significativa y esa entidad no sea, en términos de impor-
tancia relativa, significativa para la entidad auditada.»

JUSTIFICACIÓN

El legislador comunitario, demostrando tener un 
conocimiento exhaustivo del particular funcionamiento 
del sector de auditoría, ha establecido una definición 
propia para determinar el perímetro que comprenda a 
todas las sociedades que actúan de manera concertada 
con la sociedad de auditoría. En este sentido, en lugar de 
utilizar el concepto de grupo definido en la normativa 
comunitaria referente a la consolidación de cuentas anua-
les (Directiva 83/349/CEE) ha utilizado el concepto de 
red ofreciendo una definición muy concreta del mismo.

Por tanto, se incumpliría el mandato de la Directiva si 
se utilizara un concepto que no tuviera el mismo campo 
de aplicación que el previsto por la misma. En este senti-

do, la finalidad de la Directiva, como se indica en su 
exposición de motivos, es alcanzar una armonización de 
mínimos que no se consigue en caso de no incluir sus 
definiciones, sin perjuicio de las aclaraciones o restric-
ciones adicionales que el legislador español considere 
oportuno establecer sobre esos mínimos. En consecuen-
cia, es necesaria una transposición literal de la Directiva, 
incluyendo el concepto de red que en ella se establece.

ENMIENDA NÚM. 42

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario 
Popular en el Congreso

A la disposición adicional décima 

De modificación.

Se da nueva redacción a la letra a) del apartado 1 de 
la disposición adicional décima de la Ley 19/1988, 
de 12 de julio, de Auditoría de Cuentas:

«a) Las entidades emisoras de valores admitidos a 
negociación en mercados secundarios oficiales de valo-
res, las entidades de crédito y las empresas de seguros 
sometidas al régimen de supervisión y control atribuido 
al Banco de España, a la Comisión Nacional del Mer-
cado de Valores y a la Dirección General de Seguros y 
Fondos de Pensiones, así como a los organismos auto-
nómicos con competencias de ordenación y supervisión 
de las entidades aseguradoras.»

JUSTIFICACIÓN

El artículo 2, apartado 13, de la Directiva 2006/43, 
de 17 de mayo de 2006, considera entidades de interés 
público a las siguientes:

— Entidades sometidas a la legislación de un Esta-
do miembro y cuyos valores sean negociables en un 
mercado regulado de cualquier Estado miembro.

— Entidades de crédito.
— Empresas de seguros.

Además, permite a los Estados miembros incluir en 
esta categoría a otras entidades, mencionando expresa-
mente a aquellas que sean de importancia pública signi-
ficativa por la naturaleza de su actividad empresarial, 
su tamaño o su número de empleados.

Sin embargo, el proyecto de Ley formula una defini-
ción mucho más amplia que la de la directiva, ya que 
además de incluir nuevas categorías por su tamaño y 
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número de empleados [apartado 1, letra b) de la D.A. 
décima], acoge bajo esta definición a todas las entida-
des sometidas al régimen de supervisión y control del 
Banco de España, la CNMV, la DGSFP o los órganos 
autonómicos con competencias de ordenación y super-
visión de la entidades aseguradoras.

Con ello, entidades como las Instituciones de Inver-
sión Colectiva y sus Sociedades Gestoras, o los Fondos 
de Pensiones y sus Entidades Gestoras pasarían a ser 
consideradas entidades de interés público por el mero 
hecho de estar supervisadas por la CNMV o la DGSFP, 
respectivamente, a pesar de que la Directiva 2006/43 no 
les atribuye esta consideración. Como consecuencia de 
dicha consideración, estas entidades quedarían sujetas 
a unas obligaciones que se superponen, e incluso con-
tradicen, otros preceptos de su normativa específica, 
por ejemplo:

— La obligación de remitir al supervisor corres-
pondiente el informe de auditoría en el plazo de una 
semana desde su recepción (Disposición final primera 
de la Ley de auditoría, en su nueva redacción introduci-
da por el apartado 24 del artículo único del Proyecto de 
Ley).

Sin embargo, otras normas, incluso con rango de Ley 
(como el art. 19.1 de la Ley de Planes y Fondos de Pen-
siones, aprobada por RD Legislativo 1/2002, de 29 de 
noviembre) fijan dicho plazo en los cuatro primeros 
meses del año. El mismo plazo de cuatro meses estable-
ce, para las IIC, el artículo 31.4 del Reglamento de 
las IIC, aprobado por RD 1309/2005, de 4 de noviembre.

— Algunas entidades quedarían sujetas a la obliga-
ción de constituir un Comité de Auditoría (Disposición 
final cuarta, que modifica la D.A. octava de la Ley 
24/1988, de 24 de julio del Mercado de valores).

Este comité, en algunos casos, no resulta adecuado 
dada la naturaleza de las entidades afectadas. Así sucede, 
por ejemplo, en los Fondos de Inversión o de Pensiones, 
los cuales no tienen personalidad jurídica ni órganos 
sociales, lo que vacía de contenido gran parte de las fun-
ciones de este comité, como las relacionadas como la 
información a la Junta General. En otros casos, la exis-
tencia de un Comité de Auditoría ya está prevista en la 
normativa específica de estas entidades, pero con una 
composición y unas funciones mucho más adaptadas a 
las especificidades de estas entidades que las previstas en 
la Directiva y, por tanto, en el Proyecto de Ley. Así ocu-
rre, por ejemplo, con el Comité de auditoría de las socie-
dades gestoras de IIC, cuya regulación está siendo actual-
mente objeto de un detallado desarrollo a través del 
Proyecto de Circular de la CNMV sobre control interno 
de las SIIC, del que ya existe un segundo borrador cuyo 
plazo de consulta pública finalizó el pasado 30 de octu-
bre, y cuya aprobación es inminente, según consta en el 
programa de actividades del organismo.

Por otra parte, la existencia de un comité de audito-
ría (denominado Comisión de Control de Gestión de 
Auditoría) ya estaba contemplada en relación con las 

IIC de naturaleza societaria por el artículo 13 de la ya 
derogada Ley 46/2003, de 4 de noviembre, se eliminó 
su exigencia, en atención, precisamente, a su falta de 
utilidad y a su inadecuación a las especificidades de 
estas instituciones, por lo que no parece oportuno vol-
ver a introducirlo para trasponer una directiva que, sin 
embrago, no lo exige.

A la Mesa de la Comisión de Economía y Hacienda

Don Josep Antoni Duran i Lleida, en su calidad de 
Portavoz del Grupo Parlamentario Catalán (Convergèn-
cia i Unió) y de acuerdo con lo establecido en el ar-
tículo 110 y siguientes del Reglamento de la Cámara, 
presenta las siguientes enmiendas al Proyecto de Ley 
por la que se modifica la Ley 19/1988, de 12 de julio, 
de auditoría de cuentas; la Ley 24/1988, de 28 de julio, 
del Mercado de Valores, y el Texto Refundido de la Ley 
de Sociedades Anónimas aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 1564/1989, de 22 de diciembre, para su 
adaptación a la normativa comunitaria.

Palacio del Congreso de los Diputados, 16 de febre-
ro de 2010.—Josep Antoni Duran i Lleida, Portavoz 
del Grupo Parlamentario Catalán (Convergència i 
Unió).

ENMIENDA NÚM. 43

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Catalán
(Convergència i Unió)

Que presenta el Grupo Parlamentario Catalán (Con-
vergència i Unió) al Proyecto de Ley por la que se 
modifica la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría 
de Cuentas, la Ley 24/1988, de 28 de julio, de Mercado 
de Valores, y el texto refundido de la Ley de Sociedades 
Anónimas aprobado por el Real Decreto Legislativo 
1564/1989, de 22 de diciembre, para su adaptación a la 
normativa comunitaria, a los efectos de modificar el 
apartado uno del artículo único del referido texto.

Redacción que se propone:

Artículo único. Apartado uno. 

«Artículo 1. Ámbito de aplicación. 

(…)

2. Se entenderá por auditoría de cuentas la activi-
dad consistente en la revisión y verificación de las 
cuentas anuales, así como de otros estados financieros 
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o documentos contables, elaborados con arreglo al 
marco normativo de información financiera que resulte 
de aplicación, siempre que aquélla tenga por objeto la 
emisión de un informe que proporcione seguridad razo-
nable sobre dichos documentos que pueda tener efectos 
frente a terceros.

(Resto igual.)»

JUSTIFICACIÓN

Se entiende que la transposición de la Directiva es el 
momento adecuado para proceder a una mejor defini-
ción de qué es la auditoría de cuentas, atendiendo, con 
arreglo a las Normas Internacionales de Auditoría, al 
tipo o grado de seguridad (razonable) que confiere el 
concreto informe emitido. De este modo, además, podrá 
precisarse por exclusión el ámbito de los servicios que 
prestan los auditores de cuentas en el mercado que no 
son, en sentido estricto, «auditoría de cuentas» y a los 
que, en líneas generales, no es de aplicación la LAC.

Además, según el Proyecto, la actividad de auditoría 
de cuentas tendría por objeto la emisión de informe 
sobre la «fiabilidad» de los documentos revisados y 
verificados.

En realidad, el auditor de cuentas revisa y verifica la 
documentación contable y emite una opinión técnica al 
respecto, tal y como precisa el artículo 2.c) del Proyec-
to. La emisión de dicha opinión, sin embargo, no garan-
tiza la fiabilidad de los documentos revisados, ni en el 
sentido ordinario de ese término, ni tampoco en sentido 
técnico.

En sentido ordinario, porque esa fiabilidad remite a 
la idea de que los documentos auditados son seguros, 
dignos de confianza, creíbles, fidedignos y sin error.

Y en sentido técnico, porque la expresión fiabilidad 
no forma parte del lenguaje profesional de la auditoría 
de cuentas. En este sentido, las únicas referencias a la 
fiabilidad que se encuentra en nuestro ordenamiento, 
aparecen en el apartado segundo de la Exposición de 
Motivos de la LAC y en las Normas Técnicas de Audito-
ría (NTA), aprobadas por el Instituto de Contabilidad y 
Auditoría de Cuentas por Resolución de 19 de enero de 
1991. Estas, en su introducción (no en su parte disposi-
tiva), mencionan la fiabilidad en el siguiente sentido:

«La opinión técnica del auditor de cuentas otorga 
una mayor confianza en la fiabilidad de las cuentas 
anuales. El usuario de informes de auditoría, sin embar-
go, no debe asumir que la opinión técnica del auditor 
de cuentas es una garantía sobre la viabilidad futura de 
una entidad, ni tampoco una declaración sobre la efica-
cia o eficiencia con que la dirección ha gestionado los 
asuntos de la misma.»

Por tanto, las propias NTA limitan el alcance que 
puede darse por los usuarios de los informes de audito-

ría a la confianza en la fiabilidad de las cuentas anuales 
que genera la actividad del auditor.

Sin embargo, el Proyecto, sin mayores precisiones, 
eleva esa «fiabilidad» a contenido principal del informe 
de auditoría.

Se considera que sería más adecuado eliminar esa 
referencia del artículo 1.2, ya que la regulación especí-
fica del informe de auditoría de cuentas y de su conte-
nido se lleva a cabo en el artículo 2 del Proyecto.

ENMIENDA NÚM. 44

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Catalán
(Convergència i Unió)

Que presenta el Grupo Parlamentario Catalán (Con-
vergència i Unió) al Proyecto de Ley por la que se 
modifica la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría 
de Cuentas; la Ley 24/1988, de 28 de julio, de Mercado 
de Valores, y el texto refundido de la Ley de Sociedades 
Anónimas aprobado por el Real Decreto Legislativo 
1564/1989, de 22 de diciembre, para su adaptación a la 
normativa comunitaria, a los efectos de modificar el 
apartado uno del artículo único del referido texto.

Redacción que se propone:

Artículo único. Apartado uno. 

«Artículo 1. Ámbito de aplicación. 

(…)

3. La auditoría de las cuentas anuales consiste en 
el examen de las cuentas anuales de la entidad auditada 
con el objetivo de expresar una opinión con un grado de 
seguridad razonable sobre su presentación, en sus 
aspectos significativos, de acuerdo con el marco nor-
mativo de información financiera establecido.

(Resto igual.)»

JUSTIFICACIÓN

Esta modificación cuenta con un triple objeto:

a) Centrar la definición de la auditoría de las cuen-
tas anuales en el objetivo de la expresión de una opinión 
sobre si dichas cuentas se presentan de acuerdo con el 
marco normativo de información financiera establecido.

b) Precisar que el marco normativo de informa-
ción financiera es el contemplado por el apartado 5 del 
artículo 1.
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c) Introducir los conceptos de seguridad razonable 
y aspectos significativos o importancia relativa, desa-
rrollados en las normas de auditoría en línea con las 
normas y práctica internacional de auditoría.

Asimismo, puesto que ya se trata en el artículo 2.1.d), 
se elimina la referencia al informe de gestión.

ENMIENDA NÚM. 45

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Catalán
(Convergència i Unió)

Que presenta el Grupo Parlamentario Catalán (Con-
vergència i Unió) al Proyecto de Ley por la que se 
modifica la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría 
de Cuentas; la Ley 24/1988, de 28 de julio, de Mercado 
de Valores, y el texto refundido de la Ley de Sociedades 
Anónimas aprobado por el Real Decreto Legislativo 
1564/1989, de 22 de diciembre, para su adaptación a la 
normativa comunitaria, a los efectos de modificar el 
apartado uno del artículo único del referido texto.

Redacción que se propone:

Artículo único. Apartado uno. 

«Artículo 1. Ámbito de aplicación. 

(…)

4. Tanto la auditoría legal de las cuentas anuales y 
del informe de gestión como cualquier otro trabajo de 
auditoría de cuentas que, de acuerdo con lo establecido 
en el apartado 2 de este artículo, deba calificarse legal-
mente como auditoría de cuentas, tendrá necesariamen-
te que ser realizado por un auditor de cuentas o una 
sociedad de auditoría, mediante la emisión del corres-
pondiente informe y con sujeción a los requisitos y for-
malidades establecidos en la presente Ley y a las nor-
mas técnicas de auditoría.

(Resto igual.)»

JUSTIFICACIÓN

La redacción del Proyecto en esta materia se consi-
dera algo limitada, tanto en su aspecto subjetivo, como 
en el aspecto objetivo.

Por ello, se sugiere ampliar la redacción, incluyen-
do, junto al auditor de cuentas, la mención expresa a las 
sociedades de auditoría.

De otra parte, la mera mención a la auditoría de 
cuentas puede ampliarse con una referencia más gene-

ral a la auditoría legal de las cuentas anuales y del infor-
me de gestión, así como a cualquier trabajo de auditoría 
de cuentas, de modo que se recoja en el artículo que 
sirve para delimitar el ámbito de aplicación de la Ley 
una relación de las actividades que quedan incluidas en 
el mismo.

ENMIENDA NÚM. 46

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Catalán
(Convergència i Unió)

Que presenta el Grupo Parlamentario Catalán (Con-
vergència i Unió) al Proyecto de Ley por la que se 
modifica la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría 
de Cuentas; la Ley 24/1988, de 28 de julio, de Mercado 
de Valores, y el texto refundido de la Ley de Sociedades 
Anónimas aprobado por el Real Decreto Legislativo 
1564/1989, de 22 de diciembre, para su adaptación a la 
normativa comunitaria, a los efectos de modificar el 
apartado uno del artículo único del referido texto.

Redacción que se propone:

Artículo único. Apartado uno. 

«Artículo 1. Ámbito de aplicación. 

(…)

6. A los efectos de la presente Ley, se aplicarán las 
siguientes definiciones:

a) Auditoría legal: auditoría de las cuentas anuales 
o de las cuentas consolidadas, siempre que sea exigida 
por el Derecho comunitario o la legislación nacional.

b) Auditor legal: persona física autorizada por las 
autoridades competentes, con arreglo a lo previsto en la 
presente Ley, para realizar auditorías legales, inscrita 
en el Registro Oficial de Auditores de Cuentas.

c) Sociedad de auditoría: persona jurídica, inde-
pendientemente de la forma societaria adoptada, autori-
zada por las autoridades competentes, con arreglo a lo 
previsto en la presente Ley, para realizar auditorías 
legales, inscrita en el Registro Oficial de Auditores de 
Cuentas.

d) Tercero: persona física o jurídica, pública o pri-
vada, que acredite que actuó o dejó de actuar tomando 
en consideración el Informe de Auditoría, siendo éste 
elemento esencial y apropiado para formar su consenti-
miento, motivar su actuación o tomar su decisión.»
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JUSTIFICACIÓN

La VIII Directiva define en el artículo 2, tanto la 
auditoría legal, como auditor legal y sociedad de audi-
toría, no estrictamente al «auditor de cuentas». Las 
menciones que en el articulado del Proyecto se reali-
zan al auditor de cuentas deben clarificarse en aras a 
la seguridad jurídica, para evitar interpretaciones no 
deseadas. Además, es recomendable la inclusión «en 
los primeros artículos de la disposición» de un con-
junto de definiciones necesarias para una mejor com-
prensión de algunos de los términos empleados en las 
normas (Directriz de Técnica Normativa número 17). 
En el presente caso, dado el complejo ámbito subjeti-
vo de algunos aspectos de la LAC (artículo 8) o, inclu-
so, la extensión del ámbito de actuación del ICAC a 
sujetos que no son propiamente auditores, se conside-
ra que podrían introducirse, en un nuevo apartado 5 de 
este artículo 1 del Proyecto, estas definiciones que, 
además, están en línea con lo previsto en los artícu-
los 7 y 10 del Proyecto.

Por todo ello, se sugiere introducir las siguientes 
definiciones en el Proyecto, en los términos de la Direc-
tiva, con las matizaciones apuntadas.

Junto a ello, ha de hacerse notar la importancia de 
que se incorpore a la LAC una previsión relativa al 
alcance que ha de darse a la noción de «terceros». 
Como es sabido, el apartado II de la exposición de 
motivos de la LAC declara que «la auditoría de cuentas 
es (…) un servicio que se presta a la empresa revisada y 
que afecta e interesa no sólo a la propia empresa, sino 
también a terceros que mantengan relaciones con la 
misma, habida cuenta que todos ellos, empresa y terce-
ros, pueden conocer la calidad de la información eco-
nómico-contable sobre la cual versa la opinión emitida 
por el auditor de cuentas».

El artículo 1.2 del Proyecto establece qué se entien-
de por auditoría de cuentas, destacando que para ser tal 
ha de tener por objeto la emisión de un informe que 
pueda tener efectos frente a terceros.

Esta referencia a los «terceros» que realiza la LAC 
ha sido interpretada por la jurisprudencia en términos 
de responsabilidad extracontractual, de modo que los 
derechos de los terceros para exigir responsabilidad 
civil por los daños causados a consecuencia de la con-
fianza suscitada indebidamente por el contenido de la 
auditoría no derivan de las obligaciones contractuales 
contraídas por los auditores con respecto a la socie-
dad, sino, más allá del ámbito de estas obligaciones, 
del conocimiento autorizado que la auditoría procura, 
con arreglo a su objeto y finalidad, sobre la situación 
de la sociedad a los sujetos públicos y privados que en 
el ejercicio de sus potestades o de su autonomía nego-
cial tienen relación con ella, incluidos los socios (así, 
por ejemplo, en la Sentencia del Tribunal Supremo de 
27 de mayo de 2009, F.J. 3.º). Ahora bien, no se des-
conoce que, en ciertas circunstancias, el informe de 
auditoría también tiene efectos frente a la sociedad 

auditada, los accionistas de la misma o instituciones 
públicas.

En todo caso, es ese conocimiento autorizado que 
proporciona la auditoría de cuentas el que ha de ser el 
fundamento de cualquier eventual ejercicio de una 
acción de responsabilidad extracontractual frente a un 
auditor de cuentas, aparte de la concurrencia de los 
requisitos exigidos en las normas aplicables.

ENMIENDA NÚM. 47

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Catalán
(Convergència i Unió)

Que presenta el Grupo Parlamentario Catalán (Con-
vergència i Unió) al Proyecto de Ley por la que se 
modifica la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría 
de Cuentas; la Ley 24/1988, de 28 de julio, de Mercado 
de Valores, y el texto refundido de la Ley de Sociedades 
Anónimas aprobado por el Real Decreto Legislativo 
1564/1989, de 22 de diciembre, para su adaptación a la 
normativa comunitaria, a tos efectos de modificar el 
apartado dos del artículo único del referido texto.

Redacción que se propone: 

Artículo único. Apartado dos. 

«Artículo 2. Informe de auditoría de cuentas.

1. El informe de auditoría de las cuentas anuales 
es un documento mercantil que contendrá, al menos, 
los siguientes datos:

a) Identificación de la empresa o entidad auditada, 
de las cuentas anuales que son objeto de la auditoría 
que se acompañarán al informe, de la responsabilidad 
de los administradores en su formulación, del marco 
normativo de información financiera que se aplicó en la 
preparación de estas cuentas, de las personas físicas o 
jurídicas que encargaron el trabajo y, en su caso, de las 
personas a quienes vaya destinado.

(…)»

JUSTIFICACIÓN

Sin perjuicio de que, en línea con lo señalado en 
relación con el artículo 1, pudiera incluirse una defini-
ción del «informe de auditoría» en la LAC (como aquel 
informe que versa sobre las cuentas anuales o las cuen-
tas consolidadas, en sus términos más genéricos), debe 
tenerse en cuenta que la Directiva permite a los Estados 
miembros la regulación de requisitos más estrictos que 
los en ella contenidos (artículo 52).
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En este sentido, se propone modificar el artícu-
lo 2.1.a) en línea con la NIA 700, incluyendo como 
mención obligatoria del informe de auditoría la respon-
sabilidad de los administradores respecto de la formu-
lación de cuentas anuales.

ENMIENDA NÚM. 48

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Catalán
(Convergència i Unió)

Que presenta el Grupo Parlamentario Catalán (Con-
vergència i Unió) al Proyecto de Ley por la que se 
modifica la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría 
de Cuentas; la Ley 24/1988, de 28 de julio, de Mercado 
de Valores, y el texto refundido de la Ley de Sociedades 
Anónimas aprobado por el Real Decreto Legislativo 
1564/1989, de 22 de diciembre, para su adaptación a la 
normativa comunitaria, a los efectos de modificar el 
apartado dos del artículo único del referido texto.

Redacción que se propone: 

Artículo único. Apartado dos. 

«Artículo 2. Informe de auditoría de cuentas.

1. El informe de auditoría de las cuentas anuales, 
es un documento mercantil que contendrá, al menos, 
los siguientes datos:

(…)

b) Una descripción general del alcance de la audi-
toría realizada, con referencia a la responsabilidad del 
auditor de expresar una opinión basada en el trabajo 
realizado conforme a las normas técnicas de auditoría 
de cuentas conforme a las cuales ésta se ha llevado a 
cabo y, en su caso, de los procedimientos previstos en 
ellas que no haya sido posible aplicar como consecuen-
cia de cualquier limitación puesta de manifiesto en el 
desarrollo de la actividad auditora.

(…)»

JUSTIFICACIÓN

En línea con la Norma Internacional de Auditoría 
700, cuya adaptación por la UE es la prevista, se propo-
ne destacar la responsabilidad del auditor respecto al 
informe de auditoría de las cuentas anuales.

ENMIENDA NÚM. 49

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Catalán
(Convergència i Unió)

Que presenta el Grupo Parlamentario Catalán (Con-
vergència i Unió) al Proyecto de Ley por la que se 
modifica la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría 
de Cuentas; la Ley 24/1988, de 28 de julio, de Mercado 
de Valores, y el texto refundido de la Ley de Sociedades 
Anónimas aprobado por el Real Decreto Legislati-
vo 1564/1989, de 22 de diciembre, para su adaptación a 
la normativa comunitaria, a los efectos de modificar el 
apartado dos del artículo único del referido texto.

Redacción que se propone:

Artículo único. Apartado dos. 

«Artículo 2. Informe de auditoría de cuentas.

1. El informe de auditoría de las cuentas anuales 
es un documento mercantil que contendrá, al menos, 
los siguientes datos:

(…)

c) Una opinión técnica, que recogerá de forma 
clara y precisa la opinión del auditor en cuanto a si las 
cuentas anuales ofrecen la imagen fiel de acuerdo con 
los principios y normas contables recogidos en el marco 
de información financiera establecido.

d) Una opinión sobre la concordancia ... (resto 
igual.)» 

JUSTIFICACIÓN

Manteniendo el primer párrafo se consigue el objeti-
vo principal, que es la expresión de una opinión.

Respecto a dicho párrafo, se propone hacer referen-
cia a los principios y normas contables generalmente 
aceptados recogidos en el marco normativo de informa-
ción financiera establecido, porque dichos principios y 
normas contables recogidos en el marco de información 
financiera contemplan la imagen fiel.

Se propone eliminar los dos últimos párrafos para 
evitar el riesgo de nomenclaturas sobre el tipo de opi-
nión, ya que las usadas pueden diferir de las que se 
adapten de la NIA 700 y por otro lado cuestionar la 
independencia del auditor si se usan los términos favo-
rable y desfavorable (el artículo 8 no sólo dice que hay 
que ser independiente sino también parecerlo). Para 
evitar interpretaciones erróneas el tipo de opinión 
requiere explicación más detallada, cuyo desarrollo se 
suele hacer en las Normas de Auditoría; en esta línea 
está la Directiva 2006/43/CE.
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ENMIENDA NÚM. 50

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Catalán
(Convergència i Unió)

Que presenta el Grupo Parlamentario Catalán (Con-
vergència i Unió) al Proyecto de Ley por la que se 
modifica la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría 
de Cuentas; la Ley 24/1988, de 28 de julio, de Mercado 
de Valores, y el texto refundido de la Ley de Sociedades 
Anónimas aprobado por el Real Decreto Legislativo 
1564/1989, de 22 de diciembre, para su adaptación a la 
normativa comunitaria, a los efectos de modificar el 
apartado dos del artículo único del referido texto.

Redacción que se propone:

Artículo único. Apartado dos.

«Artículo 2. Informe de auditoría de cuentas. 

(…)

2. El informe de auditoría deberá ser emitido por 
los auditores de cuentas o las sociedades de auditoría 
de conformidad con la carta de encargo suscrita entre 
las partes. La no emisión del informe de auditoría o la 
renuncia a continuar con el contrato de auditoría, tan 
sólo podrá producirse por la existencia de justa causa y 
en aquellos supuestos en los que concurra alguna de las 
siguientes circunstancias:

a) Existencia de amenazas que pudieran compro-
meter de forma grave la independencia u objetividad 
del auditor, de acuerdo con lo dispuesto en el capítulo 
siguiente.

b) Imposibilidad de realizar el trabaio encomen-
dado al auditor o sociedad de auditoría por circunstan-
cias ajenas al mismo.

c) Impago de los honorarios pactados.

En los anteriores supuestos, cuando se trate de audi-
torías obligatorias, deberá informarse razonadamente, 
tanto al Registro Mercantil del domicilio de la sociedad 
auditada, como al Instituto de Contabilidad y Auditoría 
de Cuentas, de las circunstancias determinantes de la 
no emisión del informe o abstención, en la forma y pla-
zos que se determine reglamentariamente.

(…)»

JUSTIFICACIÓN

Se sugiere la modificación del apartado 2 del ar-
tículo 2 de la LAC, en el que se recogerían los supuestos 
en que el auditor puede no emitir el informe contratado.

La razón de esta propuesta radica en la importancia 
de introducir en la LAC elementos relacionados con el 
carácter contractual de la relación que une —por medio 
de la carta de encargo— a la empresa auditada y al 
auditor de cuentas, como resulta, entre otros preceptos, 
del artículo 38 de la Directiva y de la jurisprudencia en 
la materia (SAP Madrid, de 17 de marzo de 2000: el 
impago de los honorarios por la empresa auditada es 
causa de resolución de la relación contractual entre las 
partes, de conformidad con una reiterada jurispruden-
cia en la materia).

ENMIENDA NÚM. 51

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Catalán
(Convergència i Unió)

Que presenta el Grupo Parlamentario Catalán (Con-
vergència i Unió) al Proyecto de Ley por la que se 
modifica la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría 
de Cuentas; la Ley 24/1988, de 28 de julio, de Mercado 
de Valores, y el texto refundido de la Ley de Sociedades 
Anónimas aprobado por el Real Decreto Legislativo 
1564/1989, de 22 de diciembre, para su adaptación a la 
normativa comunitaria, a los efectos de modificar el 
apartado Dos del Artículo único del referido texto.

Redacción que se propone:

Artículo único. Apartado dos.

«Artículo 2. Informe de auditoría de cuentas. 

(…)

4. En ningún caso el informe de auditoría de cuen-
tas podrá ser publicado parcialmente o en extracto, ni 
de forma separada a las cuentas anuales auditadas. 
Cuando el informe esté disponible públicamente podrá 
hacerse mención a su existencia, en cuyo caso deberá 
hacerse referencia al tipo de opinión emitida. En esta 
situación, el auditor podrá hacer referencia a su condi-
ción de auditor respecto de la entidad auditada.

(…)»

JUSTIFICACIÓN

Por consistencia con la enmienda al apartado c) del 
artículo 2.1 y no establecer limitaciones o excepciones 
a la referencia al tipo de opinión.

Se entiende que una vez que el informe de auditoría 
es público, conocido por terceros, no debe existir limi-
tación a la posibilidad de que se pueda hacer mención 
por el auditor acerca de su existencia.
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Del mismo modo, y para favorecer la transparencia, 
una vez que el informe es accesible al público, tampoco 
se comparte la limitación que impone el Proyecto a que 
se haga referencia al tipo de opinión emitida, con inde-
pendencia de si la misma es o no favorable.

ENMIENDA NÚM. 52

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Catalán
(Convergència i Unió)

Que presenta el Grupo Parlamentario Catalán (Con-
vergència i Unió) al Proyecto de Ley por la que se 
modifica la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría 
de Cuentas; la Ley 24/1988, de 28 de julio, de Mercado 
de Valores, y el texto refundido de la Ley de Sociedades 
Anónimas aprobado por el Real Decreto Legislativo 
1564/1989, de 22 de diciembre, para su adaptación a la 
normativa comunitaria, a los efectos de modificar el 
apartado Dos del Artículo único del referido texto.

Redacción que se propone:

Artículo único. Apartado dos.

«Artículo 2. Informe de auditoría de cuentas. 

(…)

7. El informe de auditoría de cuentas deberá 
expresar la fecha de emisión del mismo. Dicha fecha 
tendrá la consideración, en todo caso, de terminación 
de la auditoría. Los documentos objeto de examen se 
incorporarán como anexo al mencionado informe.»

JUSTIFICACIÓN

Se entiende que, con objeto de evitar la problemáti-
ca que en la práctica ha planteado la determinación de 
qué momento ha de considerarse como fecha de termi-
nación de la auditoría, resultaría conveniente regular de 
manera expresa esta cuestión.

El apartado propuesto trata de incorporar a la LAC 
la fijación del día de término de la auditoría de cuentas. 
El Proyecto en este punto obliga a que el informe sea 
firmado por quien o quienes lo hubieran realizado. Se 
entiende que es preciso que en ese informe, junto a la 
firma, figure la fecha de su emisión, como momento de 
terminación de la auditoría. Este dato se recoge en el 
Proyecto en el artículo 2.1.e), lo que no obsta a que en 
este precepto se recojan las reglas relativas a la consi-
deración y efectos jurídicos que tiene la firma del infor-
me de auditoría.

Esta sugerencia está en línea con el artículo 8 bis del 
Proyecto que, en materia de cómputo de plazo respecto 

de las incompatibilidades del auditor, alude como día de 
término a «la fecha en que el auditor de cuentas o socie-
dad de auditoría finalice el trabajo de auditoría corres-
pondiente a dichos estados o documentos». En relación 
con ello, y como se indicará posteriormente en relación 
con el artículo 8 bis, se considera que esa fecha de tér-
mino es la correspondiente a la de la emisión por el 
auditor del último de los informes que tuviera encomen-
dados en un concreto procedimiento de auditoría. Será 
la fecha de este último la que habrá de tenerse en cuenta 
para la fijación del dies a quo (por ejemplo, a efectos del 
cómputo del plazo para las incompatibilidades).

ENMIENDA NÚM. 53

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Catalán
(Convergència i Unió)

Que presenta el Grupo Parlamentario Catalán (Con-
vergència i Unió) al Proyecto de Ley por la que se 
modifica la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría 
de Cuentas; la Ley 24/1988, de 28 de julio, de Mercado 
de Valores, y el texto refundido de la Ley de Sociedades 
Anónimas aprobado por el Real Decreto Legislativo 
1564/1989, de 22 de diciembre, para su adaptación a la 
normativa comunitaria, a los efectos de modificar el 
apartado Tres del Artículo único del referido texto.

Redacción que se propone:

Artículo único. Apartado tres.

«Artículo 4. Auditoría de cuentas consolidadas. 

(…)

2. El auditor de cuentas que realice la auditoría de 
cuentas o de documentos contables consolidados asume 
la plena responsabilidad del informe de auditoría emiti-
do, aun cuando la auditoría de las cuentas anuales de 
las sociedades participadas haya sido realizada por 
otros auditores.

(…)»

JUSTIFICACIÓN

El texto añadido se hace con el propósito de evitar la 
interpretación de que el auditor de las cuentas consoli-
dadas necesariamente tenga que hacer la auditoría de 
las cuentas anuales de las dependientes. El artículo 27 
de la Directiva 2006/43 específicamente contempla la 
situación de los auditores de las sociedades del grupo.
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ENMIENDA NÚM. 54

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Catalán
(Convergència i Unió)

Que presenta el Grupo Parlamentario Catalán (Con-
vergència i Unió) al Proyecto de Ley por la que se 
modifica la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría 
de Cuentas; la Ley 24/1988, de 28 de julio, de Mercado 
de Valores, y el texto refundido de la Ley de Sociedades 
Anónimas aprobado por el Real Decreto Legislativo 
1564/1989, de 22 de diciembre, para su adaptación a la 
normativa comunitaria, a los efectos de modificar el 
apartado Tres del Artículo único del referido texto.

Redacción que se propone:

Artículo único. Apartado tres.

«Artículo 4. Auditoría de cuentas consolidadas. 

(…)

5. En el caso de que una entidad significativa, medi-
do en términos de importancia relativa, que forme parte 
del conjunto consolidable sea auditada por auditores de 
terceros países con los que no exista acuerdo sobre la 
base de reciprocidad, el auditor que realice la auditoría 
de cuentas o documentos contables consolidados será 
responsable de haber aplicado los procedimientos que 
reglamentariamente se determinen para facilitar que el 
Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas pueda 
tener acceso a la documentación del trabajo de auditoría 
realizado por el auditor del tercer país, incluidos los 
papeles de trabajo pertinentes para la auditoría del grupo, 
pudiendo a tal efecto conservar una copia de esa docu-
mentación o acordar por escrito con el auditor del tercer 
país un acceso adecuado e ilimitado para que el auditor 
del grupo lo remita al Instituto de Contabilidad y Audito-
ría de Cuentas, cuando éste lo requiera. Si existieran 
impedimentos legales o de otro tipo que impidieran la 
transmisión de los papeles de trabajo de auditoría de un 
tercer país al auditor que realice la auditoría de cuentas o 
documentos consolidados, la documentación conservada 
por este auditor incluirá la prueba de que ha aplicado los 
procedimientos adecuados para obtener acceso a la docu-
mentación relativa a la auditoría y, en caso de impedi-
mentos distintos de los legales derivados de la legislación 
nacional, la prueba que demuestre tales impedimentos.

(…)»

JUSTIFICACIÓN

La proyectada redacción del apartado 5 hace que el 
auditor sea responsable de recabar copia física de la 
documentación de toda filial por pequeña que sea que 
sea auditada por otro auditor de terceros países, sin que 

se determine cuál es el alcance real de los esfuerzos ten-
dentes a obtener dicha información. En la práctica resul-
tará ingestionable ya que a la emisión del informe de 
auditoría consolidado no se tendrán disponibles copias 
de los papeles y en muchas ocasiones tampoco del com-
promiso por parte de auditor tercero de su entrega.

De esta forma, la responsabilidad será la derivada de 
ejecutar unos procedimientos tasados, fijados regla-
mentariamente, pero no de la evaluación de cuáles son 
los procedimientos adecuados ni de la respuesta que a 
los mismos pueda dar el auditor del tercer país que no 
tiene por qué conocer la Ley española ni aplicarla aun-
que no exista en la práctica más impedimento que la 
falta de voluntad por parte del auditor del tercer país. 
Por otra parte el alcance de las obligaciones sólo llega-
rá a aquellas filiales que resulten significativas dentro 
del conjunto consolidable. Se considera que la redac-
ción del Proyecto limita la redacción de la Directiva y, 
en consecuencia, las posibilidades de actuación del 
auditor frente al auditor de terceros Estados. La Direc-
tiva —artículo 27.c)— no obliga al auditor de grupo a 
guardar la documentación, sino a garantizar la posibili-
dad de que la misma está disponible, en nuestro caso, 
para el ICAC, a su petición. Se valora positivamente 
que el Proyecto articule esa garantía en el sentido de la 
Directiva —conservación de copia de la documentación 
o acuerdo por escrito con el auditor del tercer país un 
acceso adecuado e ilimitado para que auditor de grupo 
pueda remitir la documentación al ICAC—, contem-
plando la posibilidad de que el auditor de grupo, con el 
fin de garantizar la entrega de la información, tome 
«otras medidas apropiadas».

Se considera correcto que no se limite la posibilidad 
de articular otras vías para que el auditor de grupo 
pueda cumplir con esta obligación, permitiendo que sea 
el Reglamento el que, además de regular los procedi-
mientos que prevé el Proyecto en su redacción actual, 
pueda tratar de precisa esas «medidas apropiadas» o el 
mecanismo de verificación de ese carácter apropiado 
por parte del ICAC, si fuera preciso.

ENMIENDA NÚM. 55

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Catalán
(Convergència i Unió)

Que presenta el Grupo Parlamentario Catalán (Con-
vergència i Unió) al Proyecto de Ley por la que se 
modifica la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría 
de Cuentas; la Ley 24/1988, de 28 de julio, de Mercado 
de Valores, y el texto refundido de la Ley de Sociedades 
Anónimas aprobado por el Real Decreto Legislativo 
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1564/1989, de 22 de diciembre, para su adaptación a la 
normativa comunitaria, a los efectos de modificar el 
apartado Cuatro del Artículo único del referido texto.

Redacción que se propone:

Artículo único. Apartado cuatro. 

«Artículo 5. Régimen aplicable.

(…)

2. Las normas de auditoría constituyen el cuerpo 
normativo que debe observar necesariamente el auditor 
de cuentas o sociedad de auditoría en el desempeño de 
sus funciones y sobre las que deben basarse las actua-
ciones profesionales para expresar una opinión técnica 
y responsable. Las normas de auditoría están integradas 
por las normas internacionales de auditoría, adoptadas 
por la Comisión Europea, según el procedimiento esta-
blecido en el artículo 26.2 de la Directiva 2006/43/CE, 
las normas incluidas en la presente Ley y su Reglamen-
to de desarrollo, las incluidas en la legislación mercan-
til nacional y las Normas Técnicas de Auditoría en los 
aspectos no regulados por las normas internacionales 
de auditoría citadas, siempre que se haya dictaminado 
expresamente la vigencia de las Normas Técnicas de 
Auditoría tras la adopción de las normas internaciona-
les de auditoría.

(…).»

JUSTIFICACIÓN

El Proyecto dedica su artículo 5 al «Régimen jurídi-
co aplicable» a la auditoría de cuentas. Este precepto 
parece implicar que en la mención a las «normas de 
auditoría» del artículo 5.1 se integraría el conjunto de 
normas de auditoría a las que se refiere el artículo 5.2. 
No obstante, el Proyecto no precisa en ningún momento 
qué ha de entenderse por «normas de auditoría». A estos 
efectos, podría entenderse, acudiendo a las referencias 
que a las «normas de auditoría» ha realizado el propio 
ICAC en algunas de sus resoluciones, al definirlas como 
el conjunto de «principios y requisitos que debe obser-
var necesariamente el auditor de cuentas en el desempe-
ño de su función para expresar una opinión técnica res-
ponsable», que se integran en dicho concepto las normas 
internacionales de auditoría, adoptadas por la Comisión 
Europea, conforme al procedimiento establecido al 
efecto, las normas incluidas en la propia LAC, las nor-
mas de contabilidad de la legislación mercantil y las 
Normas Técnicas de Auditoría que, en su caso, pudieran 
adoptarse o mantenerse a nivel nacional.

La redacción propuesta pretende, ante todo, incor-
porar a la LAC una aproximación a qué ha de entender-
se por «normas de auditoría» desde la perspectiva de la 
actividad de auditoría. A continuación, se incluye la 
relación de las diferentes clases de normas que se inte-
gran en las «normas de auditoría», diferenciando entre 

las normas internacionales de auditoría y las NTA e 
incluyendo la mención a aquellas que se encuentran en 
la legislación mercantil nacional (por ejemplo, en el 
Código de Comercio). Finalmente, se introducen dos 
precisiones acerca de las relaciones entre las normas 
internacionales de auditoría y las NTA.

En primer lugar, que las NTA, que por definición son 
normas que se adoptan por los Estados miembros (ar-
tículo 26.3 de la Directiva), no pueden entrar en contradic-
ción con las normas internacionales de auditoría adoptadas 
por la Comisión Europea, salvo en los supuestos permiti-
dos en los apartados 2 y 3 del artículo 26 de la Directiva.

En segundo lugar, el inciso final trata de prevenir la 
situación de interinidad en que pueden encontrarse las 
vigentes NTA, tras la adopción por la Comisión Europea 
de las aludidas normas internacionales de auditoría. En 
ese período transitorio, no deberían aplicarse las NTA 
españolas si no existe la seguridad de que son conformes 
con las adoptadas por la Comisión pues, en caso contra-
rio, se estaría procediendo a emitir informes de auditoría 
que no serían conformes con los parámetros establecidos 
de manera general para todos los Estados miembros, en 
clara contravención con lo previsto en el artículo 26.1 de 
la Directiva. Se considera que con el inciso final pro-
puesto se mejoraría la seguridad jurídica de la actividad 
de auditoría pues, una vez adoptadas las normas interna-
cionales de auditoría, cabría que no se realizara, en su 
caso, una clarificación de qué NTA de 1991 siguen 
vigentes, dejando a los auditores en una situación de 
inseguridad jurídica indeseable. Por ello, ante esa posibi-
lidad de que no se produzca la depuración previa de las 
NTA vigentes para precisar su ámbito de aplicación tras 
la aprobación, en su momento, de las normas internacio-
nales de auditoría, se sugiere introducir este inciso que 
permitiría al ICAC realizar esa labor de clarificación.

Además, por medio de la precisión de qué son las 
normas internacionales de auditoría se da mayor claridad 
a la remisión que se contiene en la nueva Disposición 
Adicional Novena que introduce en la LAC el Proyecto, 
dirigida a introducir el régimen excepcional que articu-
lan los apartados 2 y 3 del artículo 26 de la Directiva.

En definitiva, se considera que la redacción propuesta 
es más completa que la contenida en el actual artículo 5.2 
del Proyecto, por lo que se propone su sustitución.

ENMIENDA NÚM. 56

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Catalán
(Convergència i Unió)

Que presenta el Grupo Parlamentario Catalán (Con-
vergència i Unió) al Proyecto de Ley por la que se 
modifica la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría 
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de Cuentas; la Ley 24/1988, de 28 de julio, de Mercado 
de Valores, y el texto refundido de la Ley de Sociedades 
Anónimas aprobado por el Real Decreto Legislativo 
1564/1989, de 22 de diciembre, para su adaptación a la 
normativa comunitaria, a los efectos de modificar el 
apartado Cuatro del Artículo único del referido texto.

Redacción que se propone:

Artículo único. Apartado cuatro. 

«Artículo 5. Régimen aplicable.

(…)

4. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado ante-
rior, las Normas Técnicas de Auditoría, las normas de 
ética y las normas de control de calidad interno de los 
auditores de cuentas y sociedades de auditoría se elabo-
rarán, adaptarán o revisarán, debiendo estar de acuerdo 
con los principios generales y práctica comúnmente 
admitida en los Estados miembros de la Unión Europea 
así como con las normas internacionales de auditoría 
adoptadas por la Comisión Europea, por las corporacio-
nes de derecho público representativas de quienes reali-
cen la actividad de auditoría de cuentas, previa informa-
ción pública durante el plazo de dos meses y serán válidas 
a partir de su publicación por el Instituto de Contabilidad 
y Auditoría de Cuentas en su Boletín Oficial.

(Resto igual.)»

JUSTIFICACIÓN

La inclusión en este precepto de una mención a las 
normas internacionales de auditoría adoptadas por la 
Comisión Europea se considera necesaria, en la medida 
en que tales normas han de servir de marco conceptual y 
normativo a las NTA que se adopten en los Estados 
miembros. La falta de su inclusión en este precepto 
implica la omisión del principal marco de referencia con 
el que contarán los Estados miembros para la aprobación 
de nuevas NTA. Por ello, se entiende que la redacción 
sugerida es más precisa que la incluida en el Proyecto.

ENMIENDA NÚM. 57

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Catalán
(Convergència i Unió)

Que presenta el Grupo Parlamentario Catalán (Con-
vergència i Unió) al Proyecto de Ley por la que se 
modifica la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría 
de Cuentas; la Ley 24/1988, de 28 de julio, de Mercado 
de Valores, y el texto refundido de la Ley de Sociedades 

Anónimas aprobado por el Real Decreto Legislativo 
1564/1989, de 22 de diciembre, para su adaptación a la 
normativa comunitaria, a los efectos de modificar el 
apartado Cuatro del Artículo único del referido texto.

Redacción que se propone:

Artículo único. Apartado cuatro. 

«Artículo 5. Régimen aplicable.

(…)

5. En el caso en que de conformidad con el proce-
dimiento establecido en el artículo 26.2 de la Directiva 
2006/43/CE la Comisión Europea decida sobre la apli-
cación de las normas internacionales de auditoría en el 
ámbito de la Unión Europea, sólo podrán establecerse 
procedimientos o requisitos de auditoría que sean adi-
cionales a las normas internacionales de auditoría o, en 
casos excepcionales, no aplicar parte de estas normas, 
si se derivan de requisitos propios de la legislación 
vigente en España relativos al alcance de la auditoría 
legal.»

JUSTIFICACIÓN

Se considera que debe incluirse en el articulado del 
Proyecto la referencia expresa a la posibilidad que con-
tiene el artículo 26 de la VIII Directiva y que refiere en 
su Considerando 13, en vez de incluirla en la nueva 
Disposición Adicional 9.ª de la LAC que introduce el 
Proyecto. En este sentido, debe destacarse que la habi-
litación que se indica no encaja en los términos emplea-
dos por las Directrices de Técnica Normativa (n.º 39) 
para caracterizar a las disposiciones adicionales.

ENMIENDA NÚM. 58

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Catalán
(Convergència i Unió)

Que presenta el Grupo Parlamentario Catalán (Con-
vergència i Unió) al Proyecto de Ley por la que se 
modifica la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría 
de Cuentas; la Ley 24/1988, de 28 de julio, de Merca-
do de Valores, y el texto refundido de la Ley de Socie-
dades Anónimas aprobado por el Real Decreto Legis-
lativo 1564/1989, de 22 de diciembre, para su 
adaptación a la normativa comunitaria, a los efectos de 
modificar el apartado Seis del Artículo único del refe-
rido texto.
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Redacción que se propone: 

Artículo único. Apartado seis.

«Artículo 7. Autorización e inscripción en el 
Registra Oficial de Auditores de Cuentas.

(…)

4. El examen de aptitud profesional que estará 
encaminado a la comprobación rigurosa de la capacita-
ción del candidato para el ejercicio de la auditoría de 
cuentas, deberá cumplir las condiciones y versar sobre 
las materias a que se refiere el artículo 8 de la Directiva 
2006/43/CE del Parlamento Europeo y del Consejo 
de 17 de mayo de 2006 relativa a la auditoría legal de 
las cuentas anuales y de las cuentas consolidadas, por 
la que se modifican las Directivas 78/660/CEE del Con-
sejo y se deroga la Directiva 84/253/CEE del Consejo.

(Resto igual.)»

JUSTIFICACIÓN

El Proyecto ha procedido a la modificación del apar-
tado cuarto de este artículo, incorporando un listado de 
materias sobre las que habrá de versar el examen de 
aptitud profesional de quienes deseen obtener la autori-
zación del ICAC.

Esta modificación del Proyecto no se considera 
especialmente acertada. La misma obedece a la idea de 
transferir con escasas modificaciones la lista de mate-
rias que se recoge en el artículo 8 («Prueba de conoci-
mientos teóricos») de la VIII Directiva. Este listado, 
como es obvio, no tiene vocación de permanencia, sino 
que cabe aventurar que, a medida que surjan nuevas 
necesidades de formación, será retocado para adaptarse 
a ellas (así lo prevé el artículo 8.2 de la VIII Directiva). 
Semejante posibilidad se prevé en la Disposición Final 
Segunda, apartado 4, del Proyecto, en el sentido de 
facultar al Ministro de Economía y Hacienda para que, 
a propuesta del ICAC y mediante Orden ministerial, 
modifique las materias a las que se refiere el artículo 7.4, 
al objeto de adaptarse a la normativa comunitaria.

El sistema previsto presenta, en definitiva, cierta 
rigidez, considerándose más acertada la redacción ante-
rior del Proyecto, que contenía una remisión a lo pre-
visto en la VIII Directiva.

ENMIENDA NÚM. 59

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Catalán
(Convergència i Unió)

Que presenta el Grupo Parlamentario Catalán (Con-
vergència i Unió) al Proyecto de Ley por la que se 

modifica la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría 
de Cuentas; la Ley 24/1988, de 28 de julio, de Mercado 
de Valores, y el texto refundido de la Ley de Sociedades 
Anónimas aprobado por el Real Decreto Legislativo 
1564/1989, de 22 de diciembre, para su adaptación a la 
normativa comunitaria, a los efectos de modificar el 
apartado Siete del Artículo único del referido texto.

Redacción que se propone: 

Artículo único. Apartado siete. 

«Artículo 8. Independencia.

1. Los auditores de cuentas y las sociedades de 
auditoría deberán ser independientes, en el ejercicio de 
su función, de las entidades auditadas, debiendo abste-
nerse de actuar cuando su independencia en relación 
con la revisión y verificación de los estados financieros 
u otros documentos contables pudiera verse compro-
metida.

Los auditores de cuentas y las sociedades de audito-
ría deberán abstenerse de participar en el proceso de 
toma de decisiones de la entidad auditada. Reglamenta-
riamente se determinará cuándo se entenderá que se 
participa en el proceso de toma de decisiones de la enti-
dad auditada.

Los auditores de cuentas y las sociedades de audito-
ría, para asegurar su independencia, deberán establecer 
las medidas de salvaguarda que permitan detectar las 
amenazas a la citada independencia, evaluarlas, redu-
cirlas y, cuando proceda, eliminarlas. En cualquier 
caso, las medidas de salvaguarda serán adecuadas a la 
dimensión de la actividad de auditoría o de la sociedad 
de auditoría.

Estas medidas de salvaguarda deberán ser objeto de 
revisión periódica y deberán aplicarse de manera indi-
vidualizada para cada trabajo de auditoría, debiendo 
documentarse en los papeles de trabajo de cada audito-
ría de cuentas.

Las amenazas a la independencia podrán proceder 
de factores como la autorrevisión, interés propio, abo-
gacía, familiaridad o confianza, o intimidación. Si la 
importancia de estos factores en relación con las medi-
das de salvaguarda aplicadas es tal que compromete su 
independencia, el auditor de cuentas o la sociedad de 
auditoría se abstendrán de realizar la auditoría.

En todo caso, se considerará que el auditor o una 
sociedad de auditoría no es independiente cuando, a 
pesar de las medidas de salvaguarda que se hubiesen 
adoptado, una tercera parte objetiva, razonable e infor-
mada pueda llegar a la conclusión de que la indepen-
dencia del auditor o de la sociedad de auditoría está 
comprometida.

2. El Instituto de Contabilidad y Auditoría ... (resto 
igual.)»
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JUSTIFICACIÓN

En primer lugar, se propone sustituir el término 
objetividad por el de independencia, ya que el propósi-
to de la Directiva es, precisamente, garantizar la inde-
pendencia de los auditores y de las sociedades de audi-
toría.

En segundo lugar, se proponen dos modificaciones 
que tienen por objeto transponer dos mandatos de la 
Directiva que se han omitido en el Proyecto de Ley.

Así, se incorpora un párrafo estableciendo que «Los 
auditores de cuentas y las sociedades de auditoría debe-
rán abstenerse de participar en el proceso de toma de 
decisiones de la entidad auditada. Reglamentariamente 
se determinará cuándo se entenderá que se participa en 
el proceso de toma de decisiones de la entidad audita-
da». Este párrafo tiene por objeto cumplir lo estableci-
do por el artículo 22.1 de la Directiva cuyo tener literal 
es el siguiente: «Los Estados miembros se asegurarán 
de que, cuando se realice una auditoría legal, el auditor 
legal y/o la sociedad de auditoría sean independientes 
de la entidad auditada y no participen en el proceso de 
toma de decisiones de la misma».

El primer inciso de la redacción propuesta se reco-
gía en el texto del Anteproyecto de Ley, pero fue supri-
mido por una incorrecta interpretación del dictamen del 
Consejo de Estado que, sobre este particular, manifestó 
lo siguiente:

«A este respecto se ha señalado (AEB) que sería 
conveniente aclarar el contenido de la expresión “abste-
nerse de participar en el proceso de toma de decisiones 
de la entidad auditada” pues, aunque esta expresión 
proviene de la Directiva, con ello se evitarían interpre-
taciones poco razonables, en el sentido de no conside-
rar infringida la prohibición por el hecho de que en la 
toma de una decisión por los órganos competentes de la 
sociedad auditada se tomen en consideración informes 
o documentos elaborados por el auditor en el ejercicio 
de funciones que conforme a la ley no menoscaban su 
independencia.

Por su parte, el Instituto de Contabilidad y Auditoría 
de Cuentas considera que se trata de una precisión que 
debiera llevarse al ámbito del desarrollo reglamentario.

El Consejo de Estado comparte la observación for-
mulada, al igual que la propuesta para su ubicación en 
sede reglamentaria, si bien estima que sería oportuno 
incluir una habilitación expresa al reglamento para per-
filar dicha expresión.»

Por último, se propone reproducir la fórmula que 
utiliza la Directiva para medir la independencia del 
auditor que prevé que la misma se debe apreciar en base 
a lo que «una tercera parte objetiva, razonable e infor-
mada pueda» considerar.

ENMIENDA NÚM. 60

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Catalán
(Convergència i Unió)

Que presenta el Grupo Parlamentario Catalán (Con-
vergència i Unió) al Proyecto de Ley por la que se 
modifica la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría 
de Cuentas; la Ley 24/1988, de 28 de julio, de Mercado 
de Valores, y el texto refundido de la Ley de Sociedades 
Anónimas aprobado por el Real Decreto Legislativo 
1564/1989, de 22 de diciembre, para su adaptación a la 
normativa comunitaria, a los efectos de modificar el 
apartado Siete del Artículo único del referido texto.

Redacción que se propone: 

Artículo único. Apartado siete.

«Artículo 8. Independencia. 

(…)

3. En todo caso, se considerará que el auditor de 
cuentas o la sociedad de auditoría, no goza de la sufi-
ciente independencia en el ejercicio de sus funciones 
respecto de una empresa o entidad, además de en los 
supuestos de incompatibilidad previstos en otras leyes, 
cuando concurra alguna de las siguientes circunstancias 
en el auditor de cuentas firmante del informe de audito-
ría o en alguno de los socios de la sociedad de auditoría 
en cuyo nombre se realice la auditoría:

(Resto igual.)»

JUSTIFICACIÓN

Enmienda de naturaleza técnica para aclarar el 
alcance general de las incompatibilidades.

ENMIENDA NÚM. 61

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Catalán
(Convergència i Unió)

Que presenta el Grupo Parlamentario Catalán (Con-
vergència i Unió) al Proyecto de Ley por la que se 
modifica la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría 
de Cuentas; la Ley 24/1988, de 28 de julio, de Mercado 
de Valores, y el texto refundido de la Ley de Sociedades 
Anónimas aprobado por el Real Decreto Legislativo 
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1564/1989, de 22 de diciembre, para su adaptación a la 
normativa comunitaria, a los efectos de modificar el 
apartado Siete del Artículo único del referido texto.

Redacción que se propone:

Artículo único. Apartado siete. 

«Artículo 8. Independencia.

(…)

3. En todo caso, se considerará que el auditor de 
cuentas o la sociedad de auditoría, no goza de la sufi-
ciente independencia en el ejercicio de sus funciones res-
pecto de una empresa o entidad, además de en los supues-
tos de incompatibilidad previstos en otras leyes, cuando 
concurra alguna de las siguientes circunstancias en el 
auditor de cuentas firmante del informe de auditoría:

(…)

c) La existencia de vínculos de matrimonio, de 
consanguinidad en línea directa, ascendente y descen-
dente, hasta el primer grado, y colateral hasta el segun-
do grado, con los empresarios, los administradores o 
los responsables del área económico-financiera de la 
entidad auditada.

(…)»

JUSTIFICACIÓN

La modificación de este supuesto de incompatibili-
dad del auditor de cuentas firmante del informe de 
auditoría entraña notables complejidades.

La introducción del vínculo de «matrimonio» se 
considera adecuada con la orientación de la Recomen-
dación de la Comisión, de 16 de mayo de 2002, sobre 
«Independencia de los auditores de cuentas en la UE: 
Principios fundamentales», en lo relativo a los «fami-
liares próximos» (apartado B.6).

Sin embargo, se discrepa de la extensión de los víncu-
los subjetivos a los cónyuges de los parientes por con-
sanguinidad hasta el segundo grado (cuñados). Así, por 
ejemplo, de mantenerse la redacción actual, y si a esta 
extensión se une el periodo temporal anterior de dos 
años del artículo 8 bis, o situaciones sobrevenidas, por 
cambios en la estructura del grupo auditado o por cam-
bios en los puestos de trabajo o relaciones profesiona-
les del «cuñado», se pueden dar situaciones absoluta-
mente imprevisibles e imposibles de gestionar, como el 
hecho de que si un cuñado cambia de trabajo o si un 
hermano contrae matrimonio, se tengan problemas de 
independencia que sobrevendrían de forma potencial-
mente no anticipable o previsible y que no solamente 
puedan incluso obligar a cambiar de auditor, sino que 
podrían surgir en mitad del proceso de ejecución de un 

trabajo de auditoría o, lo que es peor, justo antes de su 
finalización.

La Recomendación, al tratar en su Anexo de los 
«Familiares cercanos», establece lo siguiente:

«El término “familiar próximo” se refiere normal-
mente a los padres, hermanos, cónyuges o cohabitantes, 
hijos y demás personas a cargo. En función de los diver-
sos ambientes culturales y sociales en que tenga lugar 
la auditoría, el término puede ampliarse a otros miem-
bros de la familia que pueden tener relaciones menos 
inmediatas pero no necesariamente menos cercanas con 
la persona en cuestión. Entre éstos podrían figurar ex 
cónyuges o cohabitantes y los cónyuges e hijos de otros 
familiares.»

A este respecto, debe expresarse el rechazo a la 
extensión realizada por el Proyecto. La Recomendación 
sólo alude a las relaciones familiares directas del audi-
tor (padres e hijos) y colateral en segundo grado (her-
manos), así como al vínculo matrimonial o análogo 
vínculo de afectividad. A ello añade la posibilidad de 
que se incluyan otras «personas a cargo». Este requisito 
es esencial, de modo que es precisa su concurrencia 
para considerar que existe una vinculación entre el 
auditor y esa persona para que pueda haber afectación a 
la independencia de aquél.

Sólo en determinados «ambientes culturales y socia-
les» el término familiares puede extenderse a otros 
sujetos, como, por ejemplo, «los ex cónyuges o cohabi-
tantes y los cónyuges e hijos de otros familiares».

Pues bien, allí donde la Recomendación menciona 
la mera posibilidad de que, en ciertos ambientes socia-
les y culturales determinados, se haga inclusión en el 
término de «familia próxima» a los cónyuges de otros 
familiares, el Proyecto incluye en todo caso a los cón-
yuges de los hermanos del auditor (cuñados). Semejan-
te extensión se considera, a todas luces, innecesaria, en 
la medida en que extiende el régimen de aplicación 
subjetiva de las causas de falta de independencia a per-
sonas que, normalmente, están excluidas del concepto 
de «familia próxima», sin justificación aparente en las 
circunstancias de los «ambientes sociales y culturales» 
del mercado de auditoría en España.

Junto a ello, excediendo también las previsiones de 
la Recomendación, el Proyecto incluye en el concepto 
de los familiares próximos a los que se encuentran en 
relación de afinidad de primer grado respecto del audi-
tor firmante del informe de auditoría, es decir, a los 
suegros del auditor firmante. La inclusión de esta figura 
familiar en el Proyecto no cuenta con justificación algu-
na en el Derecho comunitario, a salvo la posibilidad de 
que fuera una de esas «personas a cargo» a las que se 
refiere la Recomendación —posibilidad que como se 
ha indicado no incluye el Proyecto—. Fuera del recurso 
a esa dependencia económica y personal, la inclusión 
del vínculo de afinidad se puede considerar contraria a 
las previsiones de la Recomendación.
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Es cierto que, dentro del conjunto de fuentes del 
Derecho comunitario, las Recomendaciones de la 
Comisión no son obligatorias para los Estados miem-
bros, pero también es cierto que no carecen de efectos 
jurídicos. El Tribunal de Justicia de las Comunidades 
Europeas ha afirmado que «los tribunales nacionales 
están obligados a tener en cuenta las recomendaciones 
a la hora de resolver los litigios de que conocen, sobre 
todo cuando aquéllas ilustran acerca de la interpreta-
ción de disposiciones nacionales adoptadas con el fin 
de darles aplicación, o también cuando tienen por obje-
to completar las disposiciones comunitarias dotadas de 
fuerza vinculante» (FJ 18, asunto Grimaldi, de 13 de 
diciembre de 1989, número 322/88).

De ello se sigue que, en caso de discrepancia entre 
una norma de Derecho interno y la Recomendación a la 
que dan aplicación, los tribunales nacionales están obli-
gados a tener en cuenta la Recomendación sobre el 
Derecho nacional.

A título ilustrativo, también debe hacerse referencia 
a cómo se trata este asunto en otras disposiciones 
extranjeras e internacionales. Así, las normas sobre 
independencia de los auditores de la SEC (Securities 
and Exchange Comission), de 6 de mayo de 2003, 
cuando se refieren a la restricción sobre inversiones, 
indican:

«An accountant is not independent when:

The accounting firm, any covered person in the firm, 
or any of his or her immediate family members, has any 
direct investment in an audit client...»

Sin embargo, cuando se refiere a prestación de 
servicios indica:

«An accountant is not independent if, at any point 
during the audit and professional engagement period, the 
accountant provides the following non-audit services to 
an audit client...»

En conclusión, en el caso de prestación de servicios 
solo se refiere al auditor sin extenderlo a su familia 
—en la norma americana el término «accountant» se 
refiere tanto a un auditor individual como a una socie-
dad de auditoría—.

Esta misma línea se encuentra en el Código de Ética 
de la International Federation of Accountants (IFAC), 
de junio de 2005 y revisado en julio de 2009, en el que 
se emplean los siguientes términos:

«Immediate family: A spouse (or equivalent) or 
dependent.

Close family: A parent, child or sibling who is not 
an immediate family member.»

De los textos citados se puede deducir, en definitiva, 
que la redacción actual del artículo 8.3.c) sobrepasa, en 

su ámbito subjetivo, los límites ordinarios de los que se 
considera «familia inmediata» o, incluso, cercana, 
como factor de amenaza a la independencia del auditor, 
en los más relevantes textos comunitarios e internacio-
nales.

La redacción propuesta se entiende más adecuada al 
fin de protección de la norma, al mantener en los térmi-
nos de la Recomendación la gestión de la independen-
cia de los auditores, por lo que a las relaciones familia-
res se refiere.

ENMIENDA NÚM. 62

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Catalán
(Convergència i Unió)

Que presenta el Grupo Parlamentario Catalán (Con-
vergència i Unió) al Proyecto de Ley por la que se 
modifica la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría 
de Cuentas; la Ley 24/1988, de 28 de julio, de Mercado 
de Valores, y el texto refundido de la Ley de Sociedades 
Anónimas aprobado por el Real Decreto Legislativo 
1564/1989, de 22 de diciembre, para su adaptación a la 
normativa comunitaria, a los efectos de modificar el 
apartado Siete del Artículo único del referido texto.

Redacción que se propone: 

Artículo único. Apartado siete.

«Artículo 8. Independencia. 

(…)

3. En todo caso, se considerará que el auditor de 
cuentas o la sociedad de auditoría, no goza de la sufi-
ciente independencia en el ejercicio de sus funciones 
respecto de una empresa o entidad, además de en los 
supuestos de incompatibilidad previstos en otras leyes, 
cuando concurra alguna de las siguientes circunstan-
cias en el auditor de cuentas firmante del informe de 
auditoría:

(…)

d) La llevanza material o preparación de los esta-
dos financieros u otros documentos contables de la 
entidad auditada. No se entenderá incluido en este apar-
tado el asesoramiento contable o resolución de consul-
tas derivadas de la propia actividad contable, ni las 
tareas de asistencia a la entidad auditada en tareas de 
índole técnica o mecánica.

(…)»
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JUSTIFICACIÓN

La modificación propuesta persigue deslindar los 
supuestos que pueden afectar a la independencia de 
aquellos en los que el supuesto previsto presenta un 
alcance limitado en el seno del proceso mismo de la 
auditoría, tal y como se recogen en el Código de Ética 
de IFAC, especialmente por la dificultad que plantea el 
deslindar el concepto de Ilevanza material de la conta-
bilidad, que no debe entenderse mas allá de la prepara-
ción de apuntes contables y su agregación para la ela-
boración de la información financiera de la entidad 
auditada.

Se considera que estas actividades no originan, por 
lo general, amenazas en relación con la independencia, 
mientras la firma no asuma una responsabilidad de la 
dirección del cliente.

ENMIENDA NÚM. 63

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Catalán
(Convergència i Unió)

Que presenta el Grupo Parlamentario Catalán (Con-
vergència i Unió) al Proyecto de Ley por la que se 
modifica la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría 
de Cuentas; la Ley 24/1988, de 28 de julio, de Mercado 
de Valores, y el texto refundido de la Ley de Sociedades 
Anónimas aprobado por el Real Decreto Legislativo 
1564/1989, de 22 de diciembre, para su adaptación a la 
normativa comunitaria, a los efectos de modificar el 
apartado Siete del Artículo único del referido texto.

Redacción que se propone:

Artículo único. Apartado siete. 

«Artículo 8. Independencia.

(…)

3. En todo caso, se considerará que el auditor de 
cuentas o la sociedad de auditoría, no goza de la sufi-
ciente independencia en el ejercicio de sus funciones res-
pecto de una empresa o entidad, además de en los supues-
tos de incompatibilidad previstos en otras leyes, cuando 
concurra alguna de las siguientes circunstancias en el 
auditor de cuentas firmante del informe de auditoría:

(…)

e) La prestación a la entidad auditada de servi-
cios de valoración que conduzcan a la evaluación de 
cantidades significativas, medidas en términos de 

importancia relativa, en los estados financieros de 
dicha entidad, correspondientes al periodo o ejercicio 
auditado, siempre que el trabajo de valoración conlle-
ve un grado significativo de subjetividad y a la incor-
poración de los resultados de dicho trabajo en los 
estados financieros de dicha entidad. No será de apli-
cación a esta incompatibilidad lo previsto en el ar-
tículo 8 bis en relación con el período de cómputo 
para las incompatibilidades.

(…)»

JUSTIFICACIÓN

La modificación busca introducir en el precepto 
algún criterio adicional de valoración del supuesto pre-
visto, a fin de precisar su alcance.

En el caso concreto de esta clase de prestación de 
servicios de valoraciones, se considera que la elimi-
nación expresa del período de cómputo que regula 
el artículo 8 bis se justifica por las particularidades 
del servicio (revisión por el auditor existente durante 
el período de cómputo, lo cual elimina prácticamente 
la amenaza de autorrevisión).

ENMIENDA NÚM. 64

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Catalán
(Convergència i Unió)

Que presenta el Grupo Parlamentario Catalán (Con-
vergència i Unió) al Proyecto de Ley por la que se 
modifica la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría 
de Cuentas; la Ley 24/1988, de 28 de julio, de Mercado 
de Valores, y el texto refundido de la Ley de Sociedades 
Anónimas aprobado por el Real Decreto Legislativo 
1564/1989, de 22 de diciembre, para su adaptación a la 
normativa comunitaria, a los efectos de modificar el 
apartado siete del artículo único del referido texto.

Redacción que se propone:

Artículo único. Apartado siete.

«Artículo 8. Independencia. 

(…)

3. En todo caso, se considerará que el auditor de 
cuentas o la sociedad de auditoría, no goza de la sufi-
ciente independencia en el ejercicio de sus funciones res-
pecto de una empresa o entidad, además de en los supues-
tos de incompatibilidad previstos en otras leyes, cuando 
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concurra alguna de las siguientes circunstancias en el 
auditor de cuentas firmante del informe de auditoría:

(…)

f) La prestación de servicios de auditoría interna a 
la entidad auditada, salvo que el órgano de gestión de la 
empresa o entidad auditada sea responsable del sistema 
global de control interno, de la determinación del alcan-
ce, riesgo y frecuencia de los procedimientos de audito-
ría interna, de la consideración y ejecución de los resul-
tados y recomendaciones proporcionados por la 
auditoría interna, cuando se trate de entidades de inte-
rés público.

(…)»

JUSTIFICACIÓN

La redacción de este precepto en el Proyecto intro-
duce una limitación al alcance actual de la LAC, cuyo 
artículo 8, letra g), establece una serie de cautelas en 
los supuestos de prestación a un cliente de auditoría de 
servidos de auditoría interna. No se considera que la 
supresión que realiza el Proyecto respecto de la vigen-
te LAC esté justificada, pues se trata de medidas que 
siguen siendo plenamente aplicables, en garantía del 
cliente y de la sociedad de auditoría, por ello se propo-
ne mantener el inciso que permitía dicha salvaguarda 
(«Salvo que el cliente asuma la responsabilidad del 
sistema global de control interno o el servicio se preste 
siguiendo las especificaciones establecidas por el 
cliente, el cual debe asumir también la responsabilidad 
del diseño, ejecución, evaluación y funcionamiento del 
sistema»).

Debe destacarse, en último término, que se ha pro-
cedido a la supresión en la versión actual del Proyecto, 
del inciso final de esta letra f) del artículo 8.3 en el que 
se configuraba esta causa de incompatibilidad por refe-
rencia, en ambos casos (prestación de servicios de audi-
toría interna y de tecnología financiera), a las entidades 
de interés público. Esa determinación se consideraba 
adecuada pues suponía la limitación de esta causa de 
incompatibilidad, haciéndola depender del tipo de enti-
dad a la que se prestaba el servicio en cuestión. Con la 
supresión de ese inciso en el Proyecto, unida a la elimi-
nación de la cláusula de salvaguarda que contiene la 
LAC, esta causa se construye como un supuesto gene-
ral de incompatibilidad de los auditores en relación con 
todas las posibles entidades auditadas.

De nuevo, ha de llamarse la atención sobre esta 
orientación del Proyecto, que supone un claro aleja-
miento respecto de la adoptada por el Derecho comuni-
tario. La redacción actual de la letra examinada no per-
mite introducir mecanismo alguno de salvaguarda, ni 
permite a los auditores valorar el grado de riesgo para 
su independencia que la prestación de esos servicios 
puede suponer. Con la eliminación del inciso que limi-

taba subjetivamente su ámbito de aplicación («cuando, 
en ambos casos, se trate de entidades de interés públi-
co»), se refuerza el carácter absoluto de esta prohibi-
ción, que pasaría a abarcar a todo el espectro de actua-
ción de los auditores.

Se sugiere por ello que, de una parte, se recupere la 
salvaguarda que recoge en la actualidad la LAC, al 
encontrarse en línea con la perspectiva propia del Dere-
cho comunitario en la materia, y también que se intro-
duzca de nuevo la limitación subjetiva de aplicabilidad 
de esta causa de incompatibilidad a las entidades de 
interés público teniendo en cuenta adicionalmente que 
los propios comités de auditoría de las entidades, en su 
labor de tutela del control interno de la entidad y de la 
independencia del auditor de cuentas, están en posición 
óptima para ejercer una vigilancia plena de la efectiva 
aplicación de este mecanismo de salvaguarda.

ENMIENDA NÚM. 65

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Catalán
(Convergència i Unió)

Que presenta el Grupo Parlamentario Catalán (Con-
vergència i Unió) al Proyecto de Ley por la que se 
modifica la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría 
de Cuentas; la Ley 24/1988, de 28 de julio, de Mercado 
de Valores, y el texto refundido de la Ley de Sociedades 
Anónimas aprobado por el Real Decreto Legislativo 
1564/1989, de 22 de diciembre, para su adaptación a la 
normativa comunitaria, a los efectos de modificar el 
apartado Siete del Artículo único del referido texto.

Redacción que se propone:

Artículo único. Apartado siete. 

«Artículo 8. Independencia.

(…)

3. En todo caso, se considerará que el auditor de 
cuentas o la sociedad de auditoría, no goza de la sufi-
ciente independencia en el ejercicio de sus funciones res-
pecto de una empresa o entidad, además de en los supues-
tos de incompatibilidad previstos en otras leyes, cuando 
concurra alguna de las siguientes circunstancias en el 
auditor de cuentas firmante del informe de auditoría:

(…)

g) La prestación de servicios de abogacía para la 
entidad auditada.

(Resto igual.)»
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JUSTIFICACIÓN

Se propone esta enmienda para mantener la incom-
patibilidad entre abogacía y auditoría que establece 
nuestro actual ordenamiento jurídico.

El motivo de esta incompatibilidad viene justificado 
tanto por las obligaciones deontológicas propias de 
auditores y abogados, que son distintas e incompati-
bles, como por la necesidad de evitar los factores de 
riesgo de abogacía y autorrevisión que señala la Direc-
tiva y la Recomendación.

El artículo 22 del Estatuto General de la Abogacía 
establece una incompatibilidad absoluta entre el ejerci-
cio de la abogacía y el de la auditoría, que ha sido reco-
nocida por el Tribunal Supremo en Sentencia (de la 
Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 6.ª) de 
fecha 20 de junio de 2003, en los siguientes términos:

«En efecto, el inciso primero del apartado tercero 
del artículo 22, al señalar como específica incompatibi-
lidad el ejercicio de ambas profesiones, trata de preser-
var por razones jurídicas y morales la independencia y 
el secreto profesional del abogado, prohibiendo el des-
empeño simultáneo de las dos actividades en cuanto 
que su actuación, ciertamente, está sujeta no sólo a 
principios o normas de comportamiento distintos, sino 
también a ordenamientos diferentes.»

Por otro lado, no parece razonable poner al auditor o 
a la sociedad de auditoría en el trance de probar su 
objetividad e independencia cuando revise y valore lo 
que ella misma, actuando como abogado de parte, 
hubiera podido asesorar jurídicamente a la sociedad 
auditada. Mientras el auditor ha de ser imparcial y pare-
cerlo, el abogado, por definición, es siempre parcial y 
su función es defender los intereses de su cliente en el 
marco del ordenamiento jurídico.

Sería un contrasentido relajar las restricciones diri-
gidas a preservar la independencia del auditor que ya se 
establecen en la redacción vigente de la Ley de Audito-
ría y en el Estatuto General de la Abogacía, precisa-
mente en una Ley que tiene como finalidad reforzar la 
independencia del auditor.

ENMIENDA NÚM. 66

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Catalán
(Convergència i Unió)

Que presenta el Grupo Parlamentario Catalán (Con-
vergència i Unió) al Proyecto de Ley por la que se 
modifica la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría 
de Cuentas; la Ley 24/1988, de 28 de julio, de Mercado 

de Valores, y el texto refundido de la Ley de Sociedades 
Anónimas aprobado por el Real Decreto Legislativo 
1564/1989, de 22 de diciembre, para su adaptación a la 
normativa comunitaria, a los efectos de modificar el 
apartado Siete del Artículo único del referido texto.

Redacción que se propone: 

Artículo único. Apartado siete. 

«Artículo 8. Independencia.

(…)

3. En todo caso, se considerará que el auditor de 
cuentas o la sociedad de auditoría, no goza de la sufi-
ciente independencia en el ejercicio de sus funciones res-
pecto de una empresa o entidad, además de en los supues-
tos de incompatibilidad previstos en otras leyes, cuando 
concurra alguna de las siguientes circunstancias en el 
auditor de cuentas firmante del informe de auditoría:

(…)

g’) La prestación a un cliente de auditoría de servi-
cios de diseño y puesta en práctica de sistemas de tecno-
logía de la informa financiera, utilizados para generar los 
datos integrantes de los estados financieros de dicho 
cliente, salvo que el cliente asuma la responsabilidad del 
sistema global de control interno o el servicio se preste 
siguiendo las especificaciones establecidas por el cliente, 
el cual debe asumir también la responsabilidad del dise-
ño, ejecución, evaluación y funcionamiento del sistema, 
cuando se trate de una entidad de interés público.

(…)»

JUSTIFICACIÓN

La propuesta de incluir esta letra en el Proyecto obe-
dece a la intención de que no se elimine del Proyecto la 
actual letra e) del artículo 8.2 de la LAC, relativa a la 
prestación de esa clase de servicios.

En concreto, con la redacción propuesta, se da un 
tratamiento específico a esta clase de servicios y se 
mantienen las cautelas en los supuestos de prestación a 
un cliente de auditoría de servicios de diseño y puesta 
en práctica de sistemas de tecnología de la información 
financiera. No se considera que la supresión que realiza 
el Proyecto respecto de la vigente LAC esté justificada, 
pues se trata de medidas que siguen siendo plenamente 
aplicables, en garantía del cliente y de la sociedad de 
auditoría, por ello se propone mantener el inciso que 
permitía dicha salvaguarda («Salvo que el cliente asuma 
la responsabilidad del sistema global de control interno 
o el servicio se preste siguiendo las especificaciones 
establecidas por el cliente, el cual debe asumir también 
la responsabilidad del diseno, ejecución, evaluación y 
funcionamiento del sistema»).
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Debe destacarse, en último término, que se conside-
ra que debe incluirse también en esta letra la referencia 
a que esta causa de incompatibilidad se aplique a la 
prestación de esta clase de servicios a entidades de inte-
rés público. Esa determinación se considera adecuada 
pues supone la limitación de esta causa de incompatibi-
lidad, haciéndola depender del tipo de entidad a la que 
se presta el servicio en cuestión. Si no se incluye esa 
precisión, unido a la eliminación de la cláusula de sal-
vaguarda que contiene la LAC, esta causa se construye 
como un supuesto general de incompatibilidad de los 
auditores en relación con todas las posibles entidades 
auditadas.

De nuevo, ha de llamarse la atención sobre esta 
orientación del Proyecto, que supone un claro aleja-
miento respecto de la adoptada por el Derecho comuni-
tario. La redacción actual de la letra examinada no per-
mite introducir mecanismo alguno de salvaguarda, ni 
permite a los auditores valorar el grado de riesgo para 
su independencia que la prestación de esos servicios 
puede suponer. Con la eliminación del inciso que limi-
taba subjetivamente su ámbito de aplicación («cuando, 
en ambos casos, se trate de entidades de interés públi-
co»), se refuerza el carácter absoluto de esta prohibi-
ción, que pasaría a abarcar a todo el espectro de actua-
ción de los auditores.

Se propone por ello que, de una parte, se recupere la 
salvaguarda que recoge en la actualidad la LAC, al 
encontrarse en línea con la perspectiva propia del Dere-
cho comunitario en la materia, y también que se intro-
duzca de nuevo la limitación subjetiva de aplicabilidad 
de esta causa de incompatibilidad a las entidades de 
interés público.

ENMIENDA NÚM. 67

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Catalán
(Convergència i Unió)

Que presenta el Grupo Parlamentario Catalán (Con-
vergència i Unió) al Proyecto de Ley por la que se 
modifica la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría 
de Cuentas; la Ley 24/1988, de 28 de julio, de Mercado 
de Valores, y el texto refundido de la Ley de Sociedades 
Anónimas aprobado por el Real Decreto Legislativo 
1564/1989, de 22 de diciembre, para su adaptación a la 
normativa comunitaria, a los efectos de modificar el 
apartado Siete del Artículo único del referido texto.

Redacción que se propone:

Artículo único. Apartado siete. 

«Artículo 8. Independencia.

(…)

3. En todo caso, se considerará que el auditor de 
cuentas o la sociedad de auditoría no goza de la suficien-
te independencia en el ejercicio de sus funciones respec-
to de una empresa o entidad, además de en los supuestos 
de incompatibilidad previstos en otras leyes, cuando 
concurra alguna de las siguientes circunstancias en el 
auditor de cuentas firmante del informe de auditoría:

(…)

h) Cuando se trate de entidades de interés público, 
la percepción de honorarios derivados de la prestación 
de servicios de auditoría y distintos del de auditoría a la 
entidad auditada, siempre que éstos constituyan un por-
centaje indebidamente elevado del total de los ingresos 
anuales del auditor de cuentas, considerando la media 
de los últimos tres años.»

JUSTIFICACIÓN

Esta causa de incompatibilidad debe limitarse en su 
aplicación al caso de los trabajos de distinta índole que 
se realicen para una entidad de interés público.

Así, se entiende que debe atenderse a esas entida-
des, en la medida en que son aquellas que poseen una 
importancia pública significativa y, por tanto, aquellas 
en las que la prestación de diversos servicios puede 
suponer un mayor problema desde la perspectiva de la 
independencia de los auditores de cuentas.

Junto a ello, debe señalarse que esta última letra del 
artículo 8.3 del Proyecto hace referencia a los servicios 
adicionales distintos del de auditoría, sin especial men-
ción a un porcentaje que determine su carácter determi-
nante de la incompatibilidad. Por ello se sugiere intro-
ducir un criterio abierto —«indebidamente»—, pero 
expresivo de la relevancia que han de presentar esos 
honorarios por servicios diferentes de la auditoría para 
considerarse justificantes de una quiebra de la indepen-
dencia de los auditores.

ENMIENDA NÚM. 68

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Catalán
(Convergència i Unió)

Que presenta el Grupo Parlamentario Catalán (Con-
vergència i Unió) al Proyecto de Ley por la que se 
modifica la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría 
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de Cuentas; la Ley 24/1988, de 28 de julio, de Mercado 
de Valores, y el texto refundido de la Ley de Sociedades 
Anónimas aprobado por el Real Decreto Legislati-
vo 1564/1989, de 22 de diciembre, para su adaptación a 
la normativa comunitaria, a los efectos de modificar el 
apartado Siete del Artículo único del referido texto.

Redacción que se propone: 

Artículo único. Apartado siete. 

«(…)

Artículo 8 bis. Período de cómputo anual.

A los efectos de lo dispuesto en el artículo anterior, el 
período de cómputo para las incompatibilidades com-
prenderá desde el primer día del ejercicio a auditar hasta 
la fecha en que el auditor termina completamente su 
encargo emitiendo el último de los informes que tuviera 
encomendados. No obstante lo anterior, en el supuesto 
de que la fecha de aceptación del nombramiento como 
auditor sea anterior al primer día del ejercicio a auditar, 
la fecha en que se iniciará el período de cómputo será la 
citada fecha de aceptación del nombramiento.

No obstante el párrafo anterior, en el supuesto de que 
se trate de incompatibilidades derivadas del párrafo b) 
del apartado 3 del artículo anterior, será suficiente que se 
resuelva la situación de incompatibilidad con anteriori-
dad a la aceptación del nombramiento como auditor.»

JUSTIFICACIÓN

Frente a la opción del Proyecto (inicio del segundo 
año anterior al ejercicio al que correspondan los esta-
dos financieros u otros documentos contables audita-
dos), se entiende más adecuada la referencia temporal 
de la fecha en que comienza el ejercicio a auditar, en 
relación con el plazo para considerar la posible existen-
cia de incompatibilidades.

La prevista en el Proyecto implica una antelación 
del juicio o valoración de las circunstancias que limita 
el acceso a la actividad de auditoría. Algunas circuns-
tancias, como una valoración de un activo que ya ha 
sido enajenado por la entidad auditada, o sobre el que 
concurren diferentes circunstancias, no tiene por qué 
tener impacto alguno en el status de independencia del 
auditor, máxime cuando el impacto de esa valoración 
ha sido ya objeto de procedimientos de validación o de 
verificación por otro auditor distinto de aquel que efec-
tuó la valoración, con lo que se elimina completamente 
el riesgo de autorrevisión.

Además, establece un sistema que reduce la capaci-
dad de elección de auditor por parte de las empresas 
españolas al ser frecuente que algunos de los auditores 
o sociedades de auditoría entre los que podría elegir la 
sociedad a auditarse se encuentre en causa de incompa-
tibilidad por causa de este precepto, el cual no tiene 

parangón en el entorno internacional. Por ello consti-
tuiría, de no modificarse el actual redactado del Proyec-
to de Ley, en un precepto que establecería una clara 
restricción a la libre competencia.

ENMIENDA NÚM. 69

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Catalán
(Convergència i Unió)

Que presenta el Grupo Parlamentario Catalán (Con-
vergencia i Unió) al Proyecto de Ley por la que se 
modifica la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría 
de Cuentas; la Ley 24/1988, de 28 de julio, de Mercado 
de Valores, y el texto refundido de la Ley de Sociedades 
Anónimas aprobado por el Real Decreto Legislati-
vo 1564/1989, de 22 de diciembre, para su adaptación a 
la normativa comunitaria, a los efectos de modificar el 
apartado Siete del Artículo único del referido texto.

Redacción que se propone: 

Artículo único. Apartado siete.

«(…)

Artículo 8 ter. Extensiones subjetivas de las cau-
sas de incompatibilidad.

A los efectos de lo dispuesto en los artículos ante-
riores: 

(…)

d) Se considerará que el auditor de cuentas o la 
sociedad de auditoría no goza de la suficiente indepen-
dencia en el ejercicio de sus funciones respecto a una 
entidad auditada, cuando concurran, además de las cir-
cunstancias previstas en otras leyes, las contempladas en 
el apartado 3 del artículo 8, en las personas o entidades, 
excluidas las personas o entidades a que se refiere la letra 
anterior, con las que el auditor de cuentas firmante del 
informe de auditoría o la sociedad de auditoría en cuyo 
nombre se realice la auditoría, formen una misma red en 
los términos que se indican a continuación:

Se define red como la estructura más amplia:

a) Que tiene por objeto la cooperación y a la que 
pertenece un auditor o una sociedad de auditoría, y

b) Que tiene claramente por objetivo compartir 
beneficios o costes, o que comparte propiedad, control 
o gestión comunes, políticas y procedimientos de con-
trol de calidad comunes, una estrategia empresarial 
común, el uso de un nombre comercial común, o una 
parte significativa de sus recursos profesionales.
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En particular, se considerará que forman una red 
aquellas entidades que formen parte de un grupo en el 
sentido del artículo 42 del Código de Comercio o for-
men una misma unidad de decisión al estar controladas 
por cualquier medio por una o varias personas físicas o 
jurídicas que actúen conjuntamente o se hallen bajo 
dirección única por acuerdos o cláusulas estatutarias, o 
mediante la existencia de influencia significativa, en 
los términos previstos en el artículo 47 del Código de 
Comercio.

A estos efectos, se tendrán en cuenta las siguientes 
particularidades:

1.ª La condición de cargos directivos o el desem-
peño de puestos de empleo contemplados en el aparta-
do 3.a) del artículo 8, ha de afectar o estar relacionada 
con la elaboración de información significativa conte-
nida en los estados financieros u otros documentos con-
tables de la entidad auditada.

2.ª La concurrencia de las circunstancias contempla-
das en los apartados 3.b) y 3.c) del artículo 8 sólo se tendrá 
en cuenta respecto de aquellas personas que, en las entida-
des vinculadas, ostenten la condición de socio, adminis-
trador, secretario del órgano de administración o apodera-
do con mandato general y sólo se considerará que el 
auditor de cuentas o la sociedad de auditoría no goza de la 
suficiente independencia en el ejercicio de sus funciones 
cuando, por razón de la estructura y dimensión conjunta 
de la sociedad de auditoría y de las entidades vinculadas 
con ésta, pueda existir relación con posibles efectos o 
influencia en el resultado del trabajo de auditoría.

3.ª Lo dispuesto en el apartado a) de este artículo, 
a efectos de considerar a una entidad como vinculada a 
la entidad auditada, será de aplicación general. No obs-
tante, en los supuestos en los que se tenga la condición 
de cargos directivos, o se ocupen cargos de empleo o 
supervisión interna previstos en el apartado 3.a) del ar-
tículo 8, y en los supuestos contemplados en las 
letras b), e) y f) del apartado 3 del artículo 8, no se apli-
cará en el caso de que se trate de una entidad respecto a 
la cual la entidad auditada ejerza control o influencia 
significativa y esa entidad no sea, en términos de impor-
tancia relativa, significativa para la entidad auditada».

JUSTIFICACIÓN

El legislador comunitario, demostrando tener un 
conocimiento exhaustivo del particular funcionamiento 
del sector de auditoría, ha establecido una definición 
propia para determinar el perímetro que comprenda a 
todas las sociedades que actúan de manera concertada 
con la sociedad de auditoría. En este sentido, en lugar de 
utilizar el concepto de grupo definido en la normativa 
comunitaria referente a la consolidación de cuentas anua-
les (Directiva 83/349/CEE) ha utilizado el concepto de 
red ofreciendo una definición muy concreta del mismo.

Por tanto, se incumpliría el mandato de la Directiva 
si se utilizara un concepto que no tuviera el mismo 
campo de aplicación que el previsto por la misma. En 
consecuencia, es necesaria una transposición literal de 
la Directiva, incluyendo el concepto de red que en ella 
se establece.

ENMIENDA NÚM. 70

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Catalán
(Convergència i Unió)

Que presenta el Grupo Parlamentario Catalán (Con-
vergència i Unió) al Proyecto de Ley por la que se 
modifica la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría 
de Cuentas; la Ley 24/1988, de 28 de julio, de Mercado 
de Valores, y el texto refundido de la Ley de Sociedades 
Anónimas aprobado por el Real Decreto Legislati-
vo 1564/1989, de 22 de diciembre, para su adaptación a 
la normativa comunitaria, a los efectos de modificar el 
apartado Siete del Artículo único del referido texto.

Redacción que se propone:

Artículo único. Apartado siete.

«(…)

Artículo 8 quáter. Contratación y rotación.

Los auditores serán contratados por un período de 
tiempo determinado inicial, que no podrá ser inferior a 
tres años ni superior a nueve a contar desde la fecha en 
que se inicie el primer ejercicio a auditar, pudiendo ser 
contratados por períodos máximos sucesivos de tres 
años una vez que haya finalizado el período inicial. Si a 
la finalización del período de contratación inicial o de 
prórroga del mismo, ni el auditor de cuentas o la socie-
dad de auditoría ni la entidad auditada manifestaren su 
voluntad en contrario, el contrato quedará tácitamente 
prorrogado por un plazo de tres años.

Durante el período inicial, o antes de que finalice 
cada uno de los trabajos para los que fueron contrata-
dos una vez finalizado el período inicial, no podrá res-
cindirse el contrato sin que medie justa causa. Las 
divergencias de opiniones sobre tratamientos conta-
bles o procedimientos de auditoría no son justa causa. 
En tal caso, los auditores de cuentas y la sociedad 
auditada deberán comunicar al Instituto de Contabili-
dad y Auditoría de Cuentas la rescisión del contrato 
de auditoría.

Tratándose de entidades de interés público, o de 
sociedades cuyo importe neto de la cifra de negocios 
sea superior a 50.000.000 de euros, una vez transcurri-
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dos siete años desde el contrato inicial, será obligatoria 
la rotación del auditor de cuentas firmante del informe 
de auditoría, debiendo transcurrir, en todo caso, un 
plazo de dos años para que dicha persona pueda volver 
a auditar a la entidad correspondiente. Será obligatoria 
dicha rotación cuando en el séptimo año o, en su defec-
to, en los años siguientes, la entidad auditada tenga la 
condición de entidad de interés público o su importe 
neto de la cifra de negocios fuese superior a 50.000.000 
de euros con independencia de que, durante el transcur-
so del referido plazo, la entidad objeto de auditoría de 
cuentas no hubiese cumplido durante algún período de 
tiempo alguna de las circunstancias mencionadas en 
este párrafo.

No obstante, cuando las auditorías de cuentas no 
fueran obligatorias, no serán de aplicación las limita-
ciones establecidas en los párrafos anteriores.»

JUSTIFICACIÓN

La cuestión de la rotación de los socios de auditoría 
es tratada en la Directiva en el artículo 42, con arreglo a 
cuyo segundo apartado, «los Estados miembros se ase-
gurarán de que el o los principales socios auditores res-
ponsables de realizar una auditoría legal tengan una 
rotación del contrato de auditoría legal en el plazo de 
un período máximo de siete años a partir de la fecha de 
designación y sólo sean autorizados a volver a partici-
par en la auditoría de la entidad auditada una vez trans-
currido un período de, al menos, dos años».

En esta línea, la Recomendación de 2002 (aparta-
do 10.2) prevé que: «No se debería permitir que los 
socios clave de auditoría reemplazados se reincorporen 
al encargo del cliente de auditoría hasta que haya trans-
currido, por lo menos, un período de dos años desde la 
fecha de su sustitución»; en su glosario, se define al 
«socio clave de auditoría» como «Un socio de auditoría 
del equipo del encargo (incluido el socio del encargo), 
cuya función en el grupo es informar sobre cuestiones 
importantes, como filiales o divisiones importantes del 
cliente de auditoría, o sobre factores de riesgo significa-
tivos para la auditoría legal de ese cliente» y al «socio 
del encargo» como «El socio de auditoría que tiene res-
ponsabilidades últimas de la auditoría legal de determi-
nado cliente de auditoría, que coordina el trabajo del 
equipo de auditoría y el del personal profesional de otras 
disciplinas implicadas, garantiza que este trabajo esté 
sujeto al control de calidad, y, si procede, coordina todas 
las actividades de auditoría legal de una red vinculada a 
una auditoría legal, en particular en relación con las 
cuentas consolidadas en las que distintos socios de audi-
toría tienen distintas responsabilidades con respecto a 
las auditorías de las entidades que deben consolidarse».

Desde esta perspectiva, se advierten ciertas diferen-
cias entre el régimen comunitario y el Proyecto, ya que, 
ante todo, la Directiva sólo menciona la rotación de 
socios, al igual que la Recomendación, en tanto que el 

Proyecto incluye a sujetos que no lo son, siempre y 
cuando puedan ejercer influencia en el resultado de la 
auditoría. De nuevo, se emplea la expresión «influen-
cia» para delimitar, en este caso, el ámbito de la obliga-
ción de rotación, sin que se ofrezca parámetro alguno 
para su delimitación.

ENMIENDA NÚM. 71

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Catalán
(Convergència i Unió)

Que presenta el Grupo Parlamentario Catalán (Con-
vergència i Unió) al Proyecto de Ley por la que se 
modifica la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría 
de Cuentas; la Ley 24/1988, de 28 de julio, de Mercado 
de Valores, y el texto refundido de la Ley de Sociedades 
Anónimas aprobado por el Real Decreto Legislati-
vo 1564/1989, de 22 de diciembre, para su adaptación a 
la normativa comunitaria, a los efectos de modificar el 
apartado Siete del Artículo único del referido texto.

Redacción que se propone:

Artículo único. Apartado siete.

«(…)

Artículo 8 quinquies. Prohibiciones.

Durante los dos años siguientes al cese en sus fun-
ciones, el auditor de cuentas responsable del trabajo no 
podrá formar parte de los órganos de administración o 
de dirección de la entidad auditada, o de las entidades 
del grupo a que la auditada pertenezca según se define 
en el artículo 42 del Código de Comercio, ni ocupar un 
puesto de trabajo, ni tener interés financiero directo o 
indirecto en dichas entidades, si es significativo para 
cualquiera de las partes.

Esta prohibición se extenderá a los socios, auditores 
o no, de la sociedad de auditoría que tengan responsa-
bilidad de supervisión o gestión en la realización de un 
trabajo de auditoría para alguna de las entidades descri-
tas en el párrafo anterior y puedan influir directamente 
en su valoración y resultado final.

También se extenderá a los socios de la sociedad de 
auditoría que no hayan intervenido o tenido capacidad 
de influir en el trabajo de auditoría, salvo que en este 
último caso dejen de tener cualquier vinculación o inte-
rés con la sociedad de auditoría antes de entrar a formar 
parte de los referidos órganos o antes de ocupar puesto 
de trabajo en la entidad auditada.

El incumplimiento de la prohibición llevará apare-
jada la incompatibilidad del auditor de cuentas o 
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sociedad de auditoría para la realización de los traba-
jos de auditoría de la entidad o de las sociedades que 
forman parte del grupo en los términos del artículo 42 
del Código de Comercio, a partir del momento en que 
se incumpla dicha prohibición y en los dos años 
siguientes.

Lo establecido en este apartado no será de aplica-
ción cuando el interés financiero derive de causas 
sobrevenidas no imputables al auditor o se adquiera en 
condiciones normales de mercado por el auditor, o por 
el socio de la sociedad de auditoría siempre que, en 
ambas situaciones, haya dejado de tener cualquier vin-
culación o tipo de interés con la sociedad auditora.»

JUSTIFICACIÓN

En sentido semejante a lo observado en relación con 
el artículo anterior, se advierte que el artículo 8 quin-
quies del Proyecto procede a una extensión de los tér-
minos que se emplean en la Directiva y la Recomenda-
ción en materia de independencia de los auditores de 
las entidades de interés público (artículo 42) y de 
«Empleo con el cliente de auditoría», al extender el 
plazo de dos años para ocupar un puesto clave de ges-
tión en la entidad auditada a todas aquellas empresas o 
entidades de su grupo, entre otras.

Se entiende que en este precepto han de tenerse en 
cuenta las observaciones que se han hecho a otros pre-
ceptos, en el sentido de limitar el efecto de esta incom-
patibilidad a la realización de trabajos de auditoría para 
las entidades o sociedades españolas que forman parte 
del mismo grupo que la auditada en los términos del 
artículo 42 del Código de Comercio.

ENMIENDA NÚM. 72

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Catalán
(Convergència i Unió)

Que presenta el Grupo Parlamentario Catalán (Con-
vergència i Unió) al Proyecto de Ley por la que se 
modifica la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría 
de Cuentas; la Ley 24/1988, de 28 de julio, de Mercado 
de Valores, y el texto refundido de la Ley de Sociedades 
Anónimas aprobado por el Real Decreto Legislati-
vo 1564/1989, de 22 de diciembre, para su adaptación a 
la normativa comunitaria, a los efectos de modificar el 
apartado Siete del Artículo único del referido texto.

Redacción que se propone:

Artículo único.  Apartado siete.

«(…)

Artículo 8 sexies. Honorarios.

Los honorarios correspondientes a los servicios de 
auditoría se fijarán, en todo caso, antes de que comien-
ce el desempeño de sus funciones y para todo el perio-
do en que deban desempeñarlas. Los citados honora-
rios no podrán estar influidos o determinados por la 
prestación de servicios adicionales a la entidad audita-
da, ni podrán basarse en ningún tipo de contingencia o 
condición distinta a cambios en las circunstancias en 
las que se hayan estimado las horas necesarias para su 
realización. Asimismo estarán basados en el tiempo 
requerido para la realización de la auditoría, y en tari-
fas que consideren la dedicación, formación y expe-
riencia de los profesionales requeridos en la realiza-
ción de la auditoría.»

JUSTIFICACIÓN

La redacción del precepto se ajusta en sus términos 
generales a lo previsto en el artículo 25 de la Directiva.

Sin embargo, debe destacarse que ese precepto no 
regula los honorarios de los auditores, sino los honora-
rios de la «auditoría legal», es decir, «la auditoría de las 
cuentas anuales o de las cuentas consolidadas, siempre 
que sea exigida por el Derecho comunitario» (ar-
tículo 2.1 de la VIII Directiva).

Por consiguiente, la regla de la Directiva, en sí 
misma, sólo es aplicable a los honorarios correspon-
dientes a los servicios de auditoría, precisión que, a 
efectos de llevar a cabo una correcta transposición del 
Derecho comunitario, se considera necesario realizar 
en el texto del Proyecto.

Finalmente, se considera que la referencia a «condi-
ción» no es necesaria, sin que esté prevista en el ar-
tículo 25 de la Directiva.

ENMIENDA NÚM. 73

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Catalán
(Convergència i Unió)

Que presenta el Grupo Parlamentario Catalán 
(Convergència i Unió) al Proyecto de Ley por la que 
se modifica la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Audito-
ría de Cuentas; la Ley 24/1988, de 28 de julio, de 
Mercado de Valores, y el texto refundido de la Ley de 
Sociedades Anónimas aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 1564/1989, de 22 de diciembre, para su 
adaptación a la normativa comunitaria, a los efectos 
de modificar el apartado Nueve del Artículo único del 
referido texto.
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Redacción que se propone:

Artículo único.  Apartado nueve.

«Artículo 10. Sociedades de auditoría.

«(…)

1 bis Lo establecido en el artículo 8 de esta Ley se 
aplicará también a las sociedades de auditoría, cuando 
incurran en incompatibilidad alguno de sus socios de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 8 de esta Ley, 
salvo cuando expresamente se exceptúe dicha extensión 
en el citado artículo.

(Resto, igual).» 

JUSTIFICACIÓN

Con esta propuesta se pretende garantizar la cohe-
rencia interna del Proyecto, extendiendo el régimen de 
incompatibilidades a las sociedades de auditoría para 
aquellos casos en los que uno de sus socios incurra en 
una de las causas de incompatibilidad que establece el 
artículo 8 del Proyecto.

ENMIENDA NÚM. 74

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Catalán
(Convergència i Unió)

Que presenta el Grupo Parlamentario Catalán (Con-
vergóncia i Unió) al Proyecto de Ley por la que se 
modifica la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría 
de Cuentas; la Ley 24/1988, de 28 de julio, de Mercado 
de Valores, y el texto refundido de la Ley de Sociedades 
Anónimas aprobado por el Real Decreto Legislati-
vo 1564/1989, de 22 de diciembre, para su adaptación a 
la normativa comunitaria, a los efectos de modificar el 
apartado Diez del Artículo único del referido texto.

Redacción que se propone:

Artículo único.  Apartado diez.

«Artículo 11. Responsabilidad civil.

(…)

2. La responsabilidad civil del auditor de cuentas 
o de la sociedad de auditoría será exigible en forma 
personal e individualizada, con exclusión del daño o 
perjuicio causado por la propia entidad auditada o por 
un tercero.

3. Cuando la auditoría... (resto, igual).»

JUSTIFICACIÓN

La Recomendación de la Comisión Europea, de 5 de 
junio de 2008, en materia de limitación de la responsa-
bilidad civil de los auditores legales y las sociedades de 
auditoría, indica, en su Considerando 3, que «la respon-
sabilidad civil conjunta y solidaria ilimitada puede 
disuadir a las sociedades y redes de auditoría de partici-
par en el mercado internacional de auditoría de socie-
dades cotizadas en la Comunidad, por lo que es escasa 
la probabilidad de que surjan nuevas redes de auditoría 
que puedan realizar la auditoría legal de dichas socie-
dades», añadiendo en el Considerando 4 que «debería 
limitarse la responsabilidad de los auditores y las socie-
dades de auditoría, incluidos los auditores de grupo, 
que realicen la auditoría legal de las sociedades cotiza-
das. No obstante, una posible limitación de la responsa-
bilidad no se justifica cuando el auditor incumpla deli-
beradamente sus deberes profesionales, y no debería 
ser válida en estos casos. Asimismo, esa limitación no 
debería afectar al derecho de los posibles perjudicados 
a obtener un resarcimiento justo».

Tras ello, indica que, «dado que los sistemas de res-
ponsabilidad civil de los Estados miembros varían 
notablemente entre sí, resulta oportuno en esta fase que 
cada Estado miembro pueda elegir el método de limita-
ción que considere más apropiado para su sistema de 
responsabilidad civil» (Considerando 5).

Y, por lo que se refiere a los concretos sistemas que 
podrían adoptar los Estados miembros, el Consideran-
do 6 señala que «deberían poder, pues, fijar un límite 
máximo para la responsabilidad civil de los auditores 
dentro de su ordenamiento jurídico nacional. Otra posi-
bilidad sería que los Estados miembros establecieran, 
dentro de su ordenamiento jurídico, un sistema de res-
ponsabilidad proporcional, con arreglo al cual los audi-
tores legales y las sociedades de auditoría sean respon-
sables sólo en la medida en que contribuyan al daño 
ocasionado, sin ser conjunta y solidariamente responsa-
bles con otras partes. En aquellos Estados miembros en 
los que únicamente la sociedad auditada, y no los accio-
nistas individuales o cualquier otro tercer interesado, 
pueda reclamar contra los auditores legales, el Estado 
miembro debería poder también autorizar que la socie-
dad, sus accionistas y el auditor fijen el límite de la res-
ponsabilidad de este último, con las oportunas garantías 
para los inversores de la sociedad auditada».

La plasmación concreta de estos tres sistemas 
(«Métodos para limitar la responsabilidad») se realiza 
en el punto 5 de la Recomendación, conforme al cual:

«Los Estados miembros deberían adoptar medidas 
dirigidas a limitar la responsabilidad. A tal efecto, se 
recomienda el uso de uno o varios de los siguientes 
métodos, en particular:

a) fijación de una cuantía máxima o de una fórmu-
la que permita calcular esa cuantía;
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b) fijación de un conjunto de principios en virtud 
de los cuales un auditor legal o una sociedad de audito-
ría únicamente sean responsables dentro de los límites 
de su contribución real al perjuicio sufrido por el recla-
mante, y, por tanto, no sean conjunta y solidariamente 
responsables con otros causantes del perjuicio;

c) establecimiento de disposiciones que autoricen 
que la sociedad objeto de auditoría y el auditor legal o 
la sociedad de auditoría fijen un límite de responsabili-
dad mediante un acuerdo.»

La Recomendación, en suma, prevé la posibilidad 
de que los Estados miembros implanten uno o varios de 
los tres sistemas anteriores. Si se decide establecer el 
segundo de ellos, el límite lo impone la Recomenda-
ción, en el sentido de que los auditores «no sean con-
junta y solidariamente responsables con otros causantes 
del perjuicio». La responsabilidad debe exigirse de 
manera individualizada.

Desde esta perspectiva, la inclusión de la regla de la 
solidaridad en el artículo 11.2 del Proyecto representa 
un elemento extraño, que impone la solidaridad allí 
donde se excluye por la Recomendación. En definitiva, 
el Proyecto introduce por esta vía indirecta una posibi-
lidad de exigencia de responsabilidad de los auditores 
de cuentas que está excluida por el Derecho comunita-
rio. Por ello, se propone su supresión.

Pero es que, además, la regla comentada —semejante 
a las contenidas en la Ley de Ordenación de la Edifica-
ción y el texto refundido de la Ley de Aguas— supone la 
incorporación al ámbito de la auditoría de cuentas de lo 
que ha venido en llamarse «solidaridad impropia».

La jurisprudencia ha admitido esta figura por la 
necesidad de salvaguardar el interés social en supuestos 
de responsabilidad extracontractual (ilícito civil, artícu-
los 1.902 y siguientes del Código Civil), cuando hay 
causación común del daño que conduce a la unidad de 
responsabilidad y ante la imposibilidad, en estos casos, 
de establecer cuotas ideales de participación en la res-
ponsabilidad. Este tipo de regímenes es consecuencia, 
o bien de que a la producción del daño ha contribuido 
más de un sujeto, sin poderse concretar el grado de la 
participación causal de cada uno, o bien de no ser posi-
ble individualizarse el comportamiento de qué sujeto 
ha ocasionado el daño. Cuando no es posible singulari-
zar el comportamiento causal, es, a su vez, impractica-
ble una concreción de cuotas de responsabilidad. La 
jurisprudencia en la materia ha acudido también a la 
idea de la «unidad de prestación» —evidente en la 
construcción de un edificio— para invocar la solidad 
impropia en relación con distintos sujetos.

Es discutible, en tales términos, que quepa la aplica-
ción de la doctrina de la «solidaridad impropia» a la 
actividad de los auditores de cuentas, ya que el auditor 
no es un sujeto que participa en la formulación de las 
cuentas anuales —como otros sujetos: administradores, 
interventores—, sino que ejerce una función externa de 
control sobre la base de la documentación que le es 

suministrada por quien tiene la responsabilidad legal de 
formular las cuentas anuales. La actividad de auditoría 
de cuentas no se inserta en una «unidad de prestación» 
en los términos en que ha sido empleada tal expresión 
por la jurisprudencia. A diferencia de los supuestos en 
los que la legislación ha implantado esa creación juris-
prudencial, partiendo del artículo 1.591 del Código 
Civil (Ley de Ordenación de la Edificación o Ley de 
Aguas), en el caso del auditor no hay participación en 
origen (no es responsable de la formulación de las 
cuentas), ni a término (no las aprueba ni las consiente, 
ni las presenta ante el Registro Mercantil), sino que es 
un tercero externo a ellas. Por ello, su régimen de res-
ponsabilidad ha de ser diferenciado.

En cualquier caso, de incorporarse una solución de 
esas características a un texto legal (caso de la Ley de 
Ordenación de la Edificación), el tratamiento de la cues-
tión adquiere unos matices específicos, que no parecen 
haber sido debidamente abordados por el Proyecto, caso 
de los problemas que en punto a la defensa procesal 
(limitación cuando no exclusión del litisconsorcio pasivo 
necesario, prescripción de las acciones que pueden ejer-
citarse contra otros posibles sujetos responsables) que 
presenta la «solidaridad impropia». Y ello ha de ponerse 
en relación, por último, con lo señalado en la propia 
Recomendación (considerando segundo), en el sentido 
de que los sistemas de responsabilidad ilimitada están 
directamente relacionados con la creciente dificultad que 
tienen las compañías auditoras para obtener cobertura de 
seguro de su actividad frente a los riesgos asociados a su 
actividad, exigencia de seguro que sigue recogiendo el 
Proyecto (art. 12 de la LAC). Estas dificultades están en 
directa relación con los temores relativos a la posible 
concentración del mercado de auditoría, a causa de la 
imposibilidad de hacer frente a las denominadas «deman-
das catastróficas».

Tras lo expuesto, debe analizarse, finalmente, la 
acomodación de la previsión ahora examinada al Dere-
cho comunitario.

La citada Recomendación sobre responsabilidad 
excluye la posibilidad de que se exija solidariamente la 
responsabilidad de los auditores conjuntamente con la 
de otros sujetos. Así, su Considerando 6 prevé que los 
Estados miembros pueden establecer, dentro de su 
ordenamiento jurídico, un sistema de responsabilidad 
proporcional, con arreglo al cual los auditores legales y 
las sociedades de auditoría sean responsables sólo en la 
medida en que contribuyan al daño ocasionado, sin ser 
conjunta y solidariamente responsables con otras par-
tes. Esta declaración se plasma a continuación en el 
citado punto 5.b) de la Recomendación, en el que se 
prevé que los Estados miembros pueden establecer un 
conjunto de principios en virtud de los cuales un audi-
tor legal o una sociedad de auditoría únicamente sean 
responsables dentro de los límites de su contribución 
real al perjuicio sufrido por el reclamante, y, por tanto, 
no sean conjunta y solidariamente responsables con 
otros causantes del perjuicio.
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La respuesta solidaria de los auditores está excluida 
tajantemente por el Derecho comunitario. Esta exclu-
sión ha de entenderse comprensiva tanto de la solidari-
dad en sentido estricto (art. 1.137 del Código Civil), 
como de la llamada «solidaridad impropia».

Es cierto que en el ámbito de las fuentes del Dere-
cho comunitario, la Recomendación constituye un acto 
no vinculante para los Estados miembros, que contiene 
una indicación de una conducta a seguir o la modifica-
ción de una situación o comportamiento. Normalmente 
se considera que una recomendación, por su propia 
naturaleza, no lleva aparejada sanción en el caso de que 
se contravengan sus prescripciones. Pero ello no quiere 
decir que carezca de efectos jurídicos.

El Tribunal de Justicia de las Comunidades Euro-
peas ha afirmado que «los tribunales nacionales están 
obligados a tener en cuenta las recomendaciones a la 
hora de resolver los litigios de que conocen, sobre todo 
cuando aquéllas ilustran acerca de la interpretación de 
disposiciones nacionales adoptadas con el fin de darles 
aplicación, o también cuando tienen por objeto comple-
tar las disposiciones comunitarias dotadas de fuerza 
vinculante» (FJ 18, asunto Grimaldi, de 13 de diciem-
bre de 1989, n.º 322/88).

De ello se sigue que, en caso de discrepancia entre 
una norma de Derecho interno y la Recomendación a la 
que dan aplicación, los tribunales nacionales están obli-
gados a tener en cuenta la Recomendación sobre el 
Derecho nacional. En el caso del Proyecto, la discre-
pancia entre su artículo 11.2 (posibilidad de exigir res-
ponsabilidad solidaria) y la Recomendación (exigencia 
de responsabilidad individualizada de los auditores, 
«sin ser conjunta y solidariamente responsables con 
otras partes») debería llevar a los tribunales nacionales 
a dar aplicación preferente a esta segunda.

Por todo lo anterior, se entiende que debe suprimirse 
el segundo inciso del artículo 11.2 del Proyecto.

ENMIENDA NÚM. 75

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Catalán
(Convergència i Unió)

Que presenta el Grupo Parlamentario Catalán (Con-
vergència i Unió) al Proyecto de Ley por la que se 
modifica la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría 
de Cuentas; la Ley 24/1988, de 28 de julio, de Mercado 
de Valores, y el texto refundido de la Ley de Sociedades 
Anónimas aprobado por el Real Decreto Legislati-
vo 1564/1989, de 22 de diciembre, para su adaptación a 
la normativa comunitaria, a los efectos de modificar el 
apartado Doce del Artículo único del referido texto.

Artículo único.  Apartado doce.

«Artículo 13. Deber de secreto.

El auditor de cuentas firmante de auditoría, la socie-
dad de auditoría, así como los socios de ésta, los audi-
tores de cuentas designados para realizar auditorías en 
nombre de la sociedad de auditoría y todas las personas 
que hayan intervenido en la realización de auditoría 
estarán obligados a mantener el secreto de cuanta infor-
mación conozcan en el ejercicio de su actividad, no 
pudiendo hacer uso de la misma para finalidades distin-
tas de las de la propia auditoría de cuentas.»

JUSTIFICACIÓN

El deber de secreto se configura como una obliga-
ción esencial de los auditores de cuentas (art. 13) y su 
incumplimiento como una infracción muy grave 
[art. 16.2.d) del Proyecto]. Es, por ello, por lo que se 
entiende que debe extremarse el cuidado en la redac-
ción de este precepto, pues lo que ha de regularse es, en 
sentido estricto, el deber de secreto y, en su caso, los 
excepcionales supuestos en que puede no observarse 
por los auditores de cuentas.

La imposición del deber de denuncia a los profesio-
nales se encuentra establecido en el artículo 262 de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal, conforme al cual: 
«Los que por razón de sus cargos, profesiones u oficios 
tuvieren noticia de algún delito público, estarán obliga-
dos a denunciarlo inmediatamente al Ministerio fiscal, 
al Tribunal competente, al Juez de instrucción y, en su 
defecto, al municipal o al funcionario de policía más 
próximo al sitio, si se tratare de un delito flagrante».

Por consiguiente, los que por profesión u oficio 
tuvieren noticia de la existencia de un delito público 
(art. 262 de dicha Ley), deben participar a la autoridad 
judicial o policial más próxima la «notitia criminis», 
dando conocimiento de los hechos, conocimiento que 
puede ser completo, si además se identifica su posible 
autor, o parcial, si sólo se conoce la existencia del hecho 
supuestamente ilícito y no la identidad del que lo ha 
perpetrado» (STS 16-02-1993).

El eventual incumplimiento de este deber de denun-
cia tiene consecuencias expresamente recogidas en la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal (multa). Lo anterior se 
entiende «cuando la omisión no produjere responsabili-
dad con arreglo a la leyes» (art. 262 «in fine»). Esta 
cláusula final implica que la multa por la falta de denun-
cia debida ha de entenderse sin perjuicio de que pueda 
exigirse responsabilidad «con arreglo a las leyes». Esta 
exigencia de responsabilidad se deberá a las expresas 
previsiones legislativas de imposición de deberes de 
información o «denuncia» a los auditores (blanqueo de 
capitales o la propia LAC en su disposición final 1.ª, 
por ejemplo).
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El tratamiento jurídico del deber de denuncia de los 
profesionales ha de acometerse en las disposiciones lega-
les correspondientes, incluida la legislación procesal 
penal. La LAC regula la actividad de auditoría de cuentas, 
pero no el conjunto de deberes que el legislador puede 
imponer en diversos campos a los profesionales (ley del 
blanqueo de capitales, ley de prevención del fraude, etc.). 
La actuación de los auditores de cuentas no consiste en 
desvelar los posibles ilícitos penales cometidos por los 
sujetos o entidades a las que audita. La contraposición del 
deber de secreto con la obligación de denuncia, sin embar-
go, permitiría alcanzar una conclusión que, en su caso, 
podría dar lugar a indeseables consecuencias.

Por consiguiente, se propone eliminar el inciso final 
comentado, dada su innecesariedad, reforzada por el 
hecho de que el eventual incumplimiento del mismo no 
encuentra su sede en la LAC, sino en el cuerpo norma-
tivo que le es propio (Ley de Enjuiciamiento Criminal). 
El recordatorio en el Proyecto de una obligación 
impuesta a todos los profesionales en la centenaria Ley 
procesal penal no añade ningún elemento novedoso en 
el régimen de la auditoría de cuentas, ni puede conside-
rarse exigencia de la transposición de la VIII Directiva.

ENMIENDA NÚM. 76

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Catalán
(Convergència i Unió)

Que presenta el Grupo Parlamentario Catalán (Con-
vergència 1 Unió) al Proyecto de Ley por la que se 
modifica la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría 
de Cuentas; la Ley 24/1988, de 28 de julio, de Mercado 
de Valores, y el texto refundido de la Ley de Sociedades 
Anónimas aprobado por el Real Decreto Legislati-
vo 1564/1989, de 22 de diciembre, para su adaptación a 
la normativa comunitaria, a los efectos de modificar el 
apartado Trece del Artículo único del referido texto.

Redacción que se propone: 

Artículo único.  Apartado trece.

«Artículo 14. Deber de conservación y acceso a la 
información.

1. Los auditores de cuentas y las sociedades de 
auditoría de cuentas conservarán y custodiarán durante 
el plazo de cuatro años, a contar desde la fecha del infor-
me de auditoría, la documentación referente a cada audi-
toría de cuentas por ellos realizada, incluidos los papeles 
de trabajo del auditor que constituyan las pruebas y el 
soporte de las conclusiones que consten en el informe.

(…)».

JUSTIFICACIÓN

En consonancia con el plazo de la acción para exigir 
la responsabilidad contractual, previsto en el proyec-
tado artículo 11.

ENMIENDA NÚM. 77

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Catalán
(Convergència i Unió)

Que presenta el Grupo Parlamentario Catalán (Con-
vergència i Unió) al Proyecto de Ley por la que se 
modifica la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría 
de Cuentas; la Ley 24/1988, de 28 de julio, de Mercado 
de Valores, y el texto refundido de la Ley de Sociedades 
Anónimas aprobado por el Real Decreto Legislati-
vo 1564/1989, de 22 de diciembre, para su adaptación a 
la normativa comunitaria, a los efectos de modificar el 
apartado Quince del Artículo único del referido texto.

Redacción que se propone:

Artículo único.  Apartado quince.

«Artículo 15. Potestad sancionadora.

Corresponderá al Instituto de Contabilidad y Audi-
toría de Cuentas la potestad sancionadora respecto de 
los auditores de cuentas y sociedades de auditoría res-
pecto a las infracciones tipificadas en esta Ley, que la 
ejercerá de conformidad con lo establecido en el ar-
tículo 21 de esta Ley.»

JUSTIFICACIÓN

La redacción propuesta persigue clarificar el régi-
men de actuación del ICAC en el ámbito sancionador.

De acuerdo con ello, se propone indicar, en primer 
lugar, que los auditores de cuentas y sociedades de 
auditoría quedan sometidos al ejercicio de la potestad 
sancionadora por el ICAC.

En esta línea, se considera que debe eliminarse la 
mención a los sujetos no auditores, por referencia al ar-
tículo 8 ter, letras c) y d), del Proyecto, pues suscita 
dudas en cuanto a su encaje en el ámbito competencial 
del ICAC.

Asimismo, se propone suprimir la mención que el 
Proyecto contiene respecto de la responsabilidad de los 
auditores, por resultar asistemática e innecesaria, al 
venir ya regulada con anterioridad (art. 11 del texto 
proyectado) de manera específica.
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ENMIENDA NÚM. 78

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Catalán
(Convergència i Unió)

Que presenta el Grupo Parlamentario Catalán (Con-
vergència i Unió) al Proyecto de Ley por la que se 
modifica la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría 
de Cuentas; la Ley 24/1988, de 28 de julio, de Mercado 
de Valores, y el texto refundido de la Ley de Sociedades 
Anónimas aprobado por el Real Decreto Legislati-
vo 1564/1989, de 22 de diciembre, para su adaptación a 
la normativa comunitaria, a los efectos de modificar el 
apartado Dieciséis del Artículo único del referido texto.

Redacción que se propone:

Artículo único.  Apartado dieciséis.

«Artículo 16. Infracciones.

1. Las infracciones cometidas por los auditores de 
cuentas, las sociedades de auditoría de cuentas en el 
ejercicio de sus funciones y, en su caso, por aquellos 
sujetos que deban observar alguno de los deberes pre-
vistos en esta Ley, se clasificarán en muy graves, graves 
y leves.

(…).»

JUSTIFICACIÓN

La modificación propuesta trata de introducir clari-
dad en la redacción del Proyecto que, en este primer 
apartado del artículo 16, introduce una serie de remi-
siones internas y citas que dificultan la intelección de la 
norma.

La redacción sugerida introduce una mayor claridad 
en el texto proyectado.

ENMIENDA NÚM. 79

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Catalán
(Convergència i Unió)

Que presenta el Grupo Parlamentario Catalán (Con-
vergència i Unió) al Proyecto de Ley por la que se modi-
fica la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría de 
Cuentas; la Ley 24/1988, de 28 de julio, de Mercado de 
Valores, y el texto refundido de la Ley de Sociedades 
Anónimas aprobado por el Real Decreto Legislati-
vo 1564/1989, de 22 de diciembre, para su adaptación a 

la normativa comunitaria, a los efectos de modificar el 
apartado Dieciséis del Artículo único del referido texto.

Redacción que se propone:

Artículo único.  Apartado dieciséis.

«Artículo 16. Infracciones.

(..)

2. Se considerarán infracciones muy graves:

(…)

b) El incumplimiento de lo dispuesto en los ar-
tículos 8.3 y 8 ter de la presente Ley, en relación con el 
deber de independencia de los auditores de cuentas, 
siempre que hubiese mediado dolo o negligencia espe-
cialmente grave e inexcusable.

(…).»

JUSTIFICACIÓN

Se propone eliminar la referencia al artículo 8.1 por 
sistemática de la Ley, puesto que el 8.1 es un precepto 
«prólogo» a todo el régimen de incompatibilidades, de 
ahí que todo aquello que no cumpla el artículo 8.1 sería 
genéricamente motivo de infracción.

La propuesta de añadir la referencia al dolo o culpa 
inexcusable en el tipo del artículo 16.2.b) tiene como fina-
lidad dar entrada específica a la cláusula de moderación de 
imposición de las sanciones prevista en el artículo 17.10.c) 
del Proyecto (existencia de intencionalidad).

De este modo, se introduce un claro criterio de valo-
ración y proporcionalidad en la aplicación de la corres-
pondiente sanción administrativa, de modo que no toda 
vulneración de lo previsto en los artículos 8.3 y 8 ter dé 
lugar a la imposición de una sanción muy grave, pudien-
do modularse en atención a este criterio, dando lugar a 
la imposición, en su caso, de una sanción grave.

ENMIENDA NÚM. 80

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Catalán
(Convergència i Unió)

Que presenta el Grupo Parlamentario Catalán (Con-
vergència i Unió) al Proyecto de Ley por la que se modi-
fica la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría de 
Cuentas; la Ley 24/1988, de 28 de julio, de Mercado de 
Valores, y el texto refundido de la Ley de Sociedades 
Anónimas aprobado por el Real Decreto Legislati-
vo 1564/1989, de 22 de diciembre, para su adaptación a 
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la normativa comunitaria, a los efectos de modificar el 
apartado Dieciséis del Artículo único del referido texto.

Redacción que se propone:

Artículo único.  Apartado dieciséis.

«Artículo 16. Infracciones.

(…)

2. Se considerarán infracciones muy graves:

(…)

d) El incumplimiento del deber de secreto estable-
cido en el artículo 13 de esta Ley, siempre que hubiese 
mediado dolo o negligencia especialmente grave e 
inexcusable.

(…)».

JUSTIFICACIÓN

Se incorpora ese matiz en la tipificación de este 
tipo infractor con objeto de evitar algunos de los pro-
blemas que viene planteando su aplicación práctica de 
los mismos.

La propuesta de añadir la referencia al dolo o culpa 
inexcusable en el tipo del artículo 16.2.d) tiene como fina-
lidad dar entrada específica a la cláusula de moderación de 
imposición de las sanciones prevista en el artículo 17.10.c) 
del Proyecto (existencia de intencionalidad).

ENMIENDA NÚM. 81

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Catalán
(Convergència i Unió)

Que presenta el Grupo Parlamentario Catalán 
(Convergència i Unió) al Proyecto de Ley por la que 
se modifica la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Audito-
ría de Cuentas; la Ley 24/1988, de 28 de julio, de 
Mercado de Valores, y el texto refundido de la Ley de 
Sociedades Anónimas aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 1564/1989, de 22 de diciembre, para su 
adaptación a la normativa comunitaria, a los efectos 
de modificar el apartado Dieciséis del Artículo único 
del referido texto.

Redacción que se propone:

Artículo único. Apartado dieciséis.

«Artículo 16. Infracciones.

(…)

3.  Se considerarán infracciones graves:

d) La no remisión al Instituto de Contabilidad y 
Auditoría de Cuentas de aquellas informaciones, de 
carácter periódico o circunstancial, exigidas legal o 
reglamentariamente, cuando haya mediado un reque-
rimiento para ello; o cuando, sin que haya mediado 
requerimiento para ello, la información remitida sea 
sustancialmente incorrecta siempre que hubiese 
mediado dolo o negligencia especialmente grave e 
inexcusable.

(…)».

JUSTIFICACIÓN

La redacción propuesta trata de clarificar el régimen 
de la infracción consistente en la falta de remisión o la 
remisión incorrecta al ICAC de las informaciones 
requeridas legal o reglamentariamente.

Se incorpora, además, el matiz consistente en que 
las remisiones erróneas se hayan debido a dolo o negli-
gencia del auditor, para impedir la tipificación como 
infracción grave de todo supuesto en los que se ha pro-
ducido, a veces por mera inadvertencia, una remisión 
de información incorrecta.

La propuesta de añadir la referencia al dolo o culpa 
inexcusable en el tipo del artículo 16.2.d) tiene como 
finalidad dar entrada específica a la cláusula de mode-
ración de imposición de las sanciones prevista en el 
artículo 17.10.c) del Proyecto (existencia de intencio-
nalidad).

ENMIENDA NÚM. 82

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Catalán
(Convergència i Unió)

Que presenta el Grupo Parlamentario Catalán (Con-
vergència i Unió) al Proyecto de Ley por la que se 
modifica la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría 
de Cuentas; la Ley 24/1988, de 28 de julio, de Mercado 
de Valores, y el texto refundido de la Ley de Sociedades 
Anónimas aprobado por el Real Decreto Legislati-
vo 1564/1989, de 22 de diciembre, para su adaptación a 
la normativa comunitaria, a los efectos de suprimir la 
letra ll) del artículo 16.3 de la Ley 19/1988, de 12 de 
julio, de Auditoría de Cuentas, contenido en el apartado 
Dieciséis del Artículo único del referido texto.
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JUSTIFICACIÓN

Se propone eliminar la letra ll) («la inexistencia o 
falta sustancial de aplicación de sistemas de control de 
calidad internos por parte de los auditores de cuentas o 
sociedades de auditoría») del artículo 16.2 del Proyecto, 
porque recoge un incumplimiento de las NTA ya con-
templado en el apartado b) («el incumplimiento de las 
normas de auditoría que pudiera tener un efecto signifi-
cativo sobre el resultado de su trabajo y, por consi-
guiente, en su informe») y porque, tal como queda 
redactada, resulta ambiguo.

Y ello porque la observancia de los procedimientos 
de control de calidad interno por los auditores ya está 
contemplado en la Norma Técnica de Control de Cali-
dad, aprobada por Resolución del ICAC de 16 de marzo 
de 1993. Por consiguiente, el incumplimiento de las 
obligaciones en materia de control de calidad configura 
un supuesto de incumplimiento de las normas de audi-
toría, pues las NTA se incluyen en aquéllas, como prevé 
el propio Proyecto (art. 5.2).

ENMIENDA NÚM. 83

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Catalán
(Convergència i Unió)

Que presenta el Grupo Parlamentario Catalán 
(Convergència i Unió) al Proyecto de Ley por la que 
se modifica la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Audito-
ría de Cuentas; la Ley 24/1988, de 28 de julio, de 
Mercado de Valores, y el texto refundido de la Ley de 
Sociedades Anónimas aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 1564/1989, de 22 de diciembre, para su 
adaptación a la normativa comunitaria, a los efectos 
de modificar el apartado Dieciséis del Artículo único 
del referido texto.

Redacción que se propone:

Artículo único. Apartado dieciséis.

«Artículo 16. Infracciones.

(…)

5. No se considerará incumplimiento de las nor-
mas de auditoría el que derive de una discrepancia jurí-
dica o técnica razonablemente justificada. A estos efec-
tos, y con el fin de posibilitar la verificación de la 
razonabilidad de la interpretación de las Normas Técni-
cas de Auditoría efectuada por el auditor o la sociedad 
de auditoría, la información contenida en los papeles de 
trabajo del auditor o sociedad deberán permitir concluir 
sobre la razonabilidad de la interpretación realizado.»

JUSTIFICACIÓN

De conformidad con la doctrina jurisprudencial 
recaída al respecto, se propone introducir este apartado 
específico con las previsiones que, a nuestro juicio, 
resultan necesarias para que pueda entenderse produci-
do un incumplimiento de las normas de auditoría en 
aquellos supuestos en que cabe admitir diversas inter-
pretaciones, suficientemente razonadas y justificadas, 
de las mismas.

La propuesta de introducir un nuevo apartado quinto 
responde a la necesidad de limitar el alcance de algunas 
cláusulas —señaladamente, del art. 16.3.a) o b)—, 
introduciendo la posibilidad de que los auditores acre-
diten en un momento anterior a la tramitación de un 
expediente disciplinario la razón que motivó la discre-
pancia con el cliente. En tales casos, por medio de unas 
informaciones previas podría evitarse la tramitación de 
un procedimiento, siempre que se acredite de manera 
suficiente el motivo de la discrepancia.

ENMIENDA NÚM. 84

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Catalán
(Convergència i Unió)

Que presenta el Grupo Parlamentario Catalán (Con-
vergència i Unió) al Proyecto de Ley por la que se modi-
fica la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría de 
Cuentas; la Ley 24/1988, de 28 de julio, de Mercado de 
Valores, y el texto refundido de la Ley de Sociedades 
Anónimas aprobado por el Real Decreto Legislati-
vo 1564/1989, de 22 de diciembre, para su adaptación a 
la normativa comunitaria, a los efectos de modificar el 
apartado Diecisiete del Artículo único del referido texto.

Redacción que se propone:

Artículo único.  Apartado diecisiete.

«Artículo 17. Sanciones.

1. Por la comisión de infracciones muy graves se 
impondrá al infractor, cuando se trate de un auditor de 
cuentas individual, una de las siguientes sanciones:

a) Retirada de la autorización y baja definitiva en 
el Registro Oficial de Auditores de Cuentas. Sólo pro-
cederá la imposición de esta sanción cuando de la 
infracción se hayan derivado efectivamente perjuicios 
especialmente graves para la sociedad auditada o para 
el mercado.

(…).»
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JUSTIFICACIÓN

En relación con la sanción de imposición de retirada 
de la autorización al auditor de cuentas individual, se 
propone la adición de ese inciso para introducir un cri-
terio de matización del tipo, así como elementos de 
proporcionalidad en la aplicación del cuadro sanciona-
dor de la LAC.

Con objeto de prever expresamente alguna indica-
ción que pueda servir de criterio a la hora de determinar 
qué concreta sanción, de entre las posibles, cabría 
imponer por la comisión de las infracciones, se limita 
la posibilidad de imponer la sanción de retirada de la 
autorización y baja definitiva en el ROAC a los supues-
tos en que de la comisión de la infracción se hayan deri-
vado, de manera efectiva, perjuicios especialmente gra-
ves para la sociedad auditada o para el mercado.

ENMIENDA NÚM. 85

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Catalán
(Convergència i Unió)

Que presenta el Grupo Parlamentario Catalán 
(Convergència i Unió) al Proyecto de Ley por la que 
se modifica la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Audito-
ría de Cuentas; la Ley 24/1988, de 28 de julio, de 
Mercado de Valores, y el texto refundido de la Ley de 
Sociedades Anónimas aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 1564/1989, de 22 de diciembre, para su 
adaptación a la normativa comunitaria, a los efectos 
de Modificar el apartado Diecisiete del Artículo único 
del referido texto.

Redacción que se propone:

Artículo único.  Apartado diecisiete

 «Artículo 17. Sanciones.

1. Por la comisión de infracciones muy graves se 
impondrá al infractor, cuando se trate de un auditor de 
cuentas individual, una de las siguientes sanciones:

(…)

c) Multa por importe mínimo de 12.001 euros y 
máximo de 24.000 euros.

(…).»

JUSTIFICACIÓN

El Proyecto emplea diversos criterios para proceder 
al cálculo de las sanciones a imponer en el caso de que 
se cometan algunas de las infracciones tipificadas en 
la LAC. Entre esos criterios se encuentra el consistente 
en la fijación en el Proyecto de cifras que operan como 
mínimos y máximos de las sanciones que pueden 
imponerse, cantidades que experimentan una notable 
elevación respecto de aquellas que actualmente contie-
ne la LAC.

Además de no haberse ofrecido específica justifi-
cación para esta elevación durante la tramitación del 
Proyecto, ha de resaltarse que este criterio se combi-
na con el consistente en el cálculo de la sanción por 
referencia a un porcentaje de la cantidad facturada 
por el trabajo de auditoría en el que se haya cometido 
la infracción.

Desde esta perspectiva, la fijación de un mínimo y un 
máximo de sanción no guarda una relación específica 
con el otro criterio elegido. Así, una infracción muy 
grave, como la consistente en la infracción del deber de 
secreto del artículo 16.2.d) del proyecto, puede no tener 
ninguna relevancia económica en sí misma y, sin embar-
go, puede ser sancionada con hasta 36.000 euros. El 
empleo de este criterio puede generar numerosos supues-
tos de inaplicación del anteriormente mencionado.

Es por ello por lo que se considera que debería sim-
plificarse el régimen sancionador en el sentido indica-
do, de modo que las multas se calculen en la horquilla 
mencionada, sin que existan razones suficientes para 
alterar el régimen sancionador vigente en este punto.

En este sentido, se considera que procede suprimir 
el inciso relativo a la comisión de la infracción en rela-
ción con una entidad de interés público («este máximo 
no será de aplicación en aquellos casos en que la infrac-
ción se refiera a un trabajo de auditoría de cuentas de 
una entidad de interés público»).

Como señala el Proyecto en la exposición de moti-
vos (Apartado II), en el régimen de sanciones se han 
incorporado normas especiales para aquellos casos en 
los que concurre en la entidad auditada la condición de 
entidad de interés público (nueva disposición adicio-
nal 10.ª de la LAC).

La introducción de estas novedades se contienen en 
los apartados 1.c) —cuya enmienda ahora se propo-
ne—, 2.b), 4.b) y 6 del artículo 17.

Su nota común consiste en la no aplicación de los 
máximos fijados para determinadas sanciones —apar-
tados 1.c) y 2.b)— y en la fijación —apartados 4.b) 
y 6— de límites mínimos para las sanciones a imponer 
(300.000 euros para el caso de las infracciones muy 
graves y 150.000 euros para el caso de las sanciones 
graves).

La presencia de las entidades de interés público en 
el régimen sancionador se traduce, por consiguiente, en 
una elevación general de las sanciones a imponer, en 
claro contraste con la orientación general del Proyecto, 
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que reduce las cuantías y porcentajes en el resto del ar-
tículo 17, frente a la elevación que supuso la modifica-
ción de la Ley Financiera de 2002 (Ley 44/2002).

La introducción de estos «suelos» constituye, ade-
más, un criterio que no guarda necesaria correlación 
con su término de comparación, consistente, en los 
apartados 4.b) y 6, en una sanción consistente en seis o 
tres veces, respectivamente, la cantidad facturada por el 
trabajo de auditoría en relación con el que se haya 
cometido la infracción.

Este segundo aspecto sí es admisible como regla 
general, al producirse en línea con el resto del Proyecto.

La sistemática del completo régimen sancionador 
se resiente con la introducción de las reglas ahora exa-
minadas. Ha de resaltarse que, mientras en el caso de 
las infracciones cometidas por auditores individuales, 
la presencia de una entidad de interés público como 
entidad auditada supone la inaplicabilidad del tope 
máximo de la sanción prevista, sin alterar el criterio 
de cálculo —cantidad facturada por el concreto traba-
jo de auditoría en relación con el cual se hubiera 
cometido la infracción—, en el caso de que las infrac-
ciones se cometieran por sociedades de auditoría en 
trabajos realizados para entidades de interés público, 
el criterio de cálculo empleado —cantidad facturada 
por el concreto trabajo de auditoría en relación con el 
que se hubiera cometido la infracción— se acompaña 
del referido «suelo mínimo» (300.000 euros o 150.000 
euros), fijado sin referencia alguna al tipo de infrac-
ción cometido, ni a la conducta observada por la socie-
dad de auditoría.

Así, podría llegarse al absurdo de que una misma 
infracción grave —por ejemplo, conforme al ar-
tículo 16.2.g) del Proyecto, la emisión de un informe 
por un auditor o sociedad, identificándose como audi-
tor inscrito en el ROAC, en un trabajo distinto de los 
regulados en el artículo 1 de la LAC, por el que se fac-
turan 20.000 euros—, si se trata de un auditor indivi-
dual se aplicaría la multa de 2 a 5 veces la cantidad 
facturada, es decir, entre 40.000 y 100.000 euros —con-
forme al artículo 16.2.b) del proyecto—; y si se trata de 
una sociedad de auditoría, la cantidad será de 150.000 
euros —artículo 17.6, párrafo segundo—.

Y la incongruencia del sistema se pone de manifies-
to por el hecho de que si esa misma infracción se come-
te por una sociedad de auditoría cuando la entidad audi-
tada no es una entidad de interés público, entonces la 
sanción podrá alcanzar hasta el 7% de los honorarios 
facturados por actividad de auditoría de cuentas en el 
último ejercicio cerrado con anterioridad a la imposi-
ción de la sanción. Si se acude a la facturación media 
de una firma de auditoría española al año de tamaño 
mediano-grande (en torno a los 15 millones de euros), 
entonces la sanción podría alcanzar aproximadamente 
la cifra de un millón de euros.

Resulta, en definitiva, que la incorporación de las 
entidades de interés público se traduce en un régimen 
sancionador trufado de elementos discordantes, sin que 

los criterios empleados en el Proyecto presenten una 
incardinación lógica y coherente.

El empleo de estos criterios contrasta, además, con 
el mantenimiento de la diferenciación normativa en la 
tipificación de las infracciones anteriormente comenta-
do. Y ello porque, de mantenerse la redacción actual y 
como se ha expuesto, resultaría que para las infraccio-
nes graves y muy graves cometidas en relación con una 
entidad que no sea de interés público el criterio base de 
cálculo está constituido por «los honorarios facturados 
por actividad de auditoría de cuentas en el último ejer-
cicio cerrado con anterioridad a la imposición de la 
sanción», sobre el que se aplica un porcentaje. Para el 
caso de que la misma infracción se cometa con respecto 
a una entidad de interés público, el criterio es el de la 
cantidad facturada por el concreto trabajo, cuya cuantía 
será de ordinario inferior a la que puede obtenerse 
mediante la aplicación del criterio general.

Se propone por ello la supresión de esta norma espe-
cífica referida en el artículo 17.1 del Proyecto a las 
entidades de interés público —así como de las restantes 
referencias.

Ahora bien, si lo que el Proyecto pretende es endu-
recer el régimen de las sanciones por el hecho de que se 
hubieren cometido en relación con una entidad de inte-
rés público, se entiende que entonces deberían reser-
varse a esos supuestos los porcentajes superiores de la 
horquilla de porcentajes que se regulan y, al tiempo, 
esos porcentajes deberían calcularse por referencia 
siempre al mismo criterio —cantidad facturada por el 
concreto trabajo de auditoría en que se hubiera cometi-
do la infracción—.

En relación con ello, se sugiere la posibilidad de que 
se emplee la introducción de la figura de las entidades 
de interés público en el ámbito de la LAC como uno 
más de los criterios que pueden emplearse para la gra-
duación de las sanciones a aplicar, previstos en el ar-
tículo 17.10. De esta manera, se reforzaría el régimen 
previsto, al incorporar con carácter general a las entida-
des de interés público como criterio de posible eleva-
ción de las sanciones a imponer en caso de infracción, 
antes que como un elemento de fijación automática de 
su cuantía.

ENMIENDA NÚM. 86

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Catalán
(Convergència i Unió)

Que presenta el Grupo Parlamentario Catalán (Con-
vergència i Unió) al Proyecto de Ley por la que se 
modifica la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría 
de Cuentas, la Ley 24/1988, de 28 de julio, de Mercado 
de Valores, y el texto refundido de la Ley de Sociedades 
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Anónimas aprobado por el Real Decreto Legislativo 
1564/1989, de 22 de diciembre, para su adaptación a la 
normativa comunitaria, a los efectos de modificar el 
apartado Diecisiete del Artículo único del referido 
texto.

Redacción que se propone:

Artículo único. Apartado diecisiete.

«Artículo 17. Sanciones.

(…)

2. Por la comisión de infracciones graves se 
impondrá al infractor, cuando se trate de un auditor de 
cuentas individual, una de las siguientes sanciones:

(…)

b)  Multa por importe de dos a cinco veces la canti-
dad facturada por el trabajo de auditoría en el que se haya 
cometido la infracción, sin que pudiera, en ningún caso, 
ser inferior a 6.001 euros, ni superior a 12.000 euros.

Cuando la infracción no se haya cometido en rela-
ción con un concreto trabajo de auditoría, se impondrá 
al auditor una sanción de multa de un importe mínimo 
de 6.001 euros y máximo de 12.000 euros.

(…).»

JUSTIFICACIÓN

No se considera justificada la elevación de las cuan-
tías que se realiza por el Proyecto en este precepto, sin 
que se haya ofrecido justificación relevante para tal ele-
vación. Por ello, se propone que se mantengan las can-
tidades en los términos indicados.

En este sentido, además, se considera que procede 
suprimir el inciso relativo a la comisión de la infracción 
en relación con una entidad de interés público («Este 
máximo no será de aplicación en aquellos casos en que 
la infracción se refiera a un trabajo de auditoría de 
cuentas de una entidad de interés público»).

Como señala el Proyecto en la exposición de moti-
vos (Apartado II), en el régimen de sanciones se han 
incorporado normas especiales para aquellos casos en 
los que concurre en la entidad auditada la condición de 
entidad de interés público (nueva Disposición Adicio-
nal 10.ª de la LAC).

La introducción de estas novedades se contienen en 
los apartados 1.c), 2.b) —cuya ENMIENDA ahora se 
propone—, 4.b) y 6 del artículo 17.

Su nota común consiste en la no aplicación de los 
máximos fijados para determinadas sanciones —apar-
tados 1.c) y 2.b)— y en la fijación —apartados 4.b) 
y 6— de límites mínimos para las sanciones a imponer 
(300.000 euros para el caso de las infracciones muy 

graves y 150.000 euros para el caso de las sanciones 
graves).

La presencia de las entidades de interés público en 
el régimen sancionador se traduce, por consiguiente, en 
una elevación general de las sanciones a imponer, en 
claro contraste con la orientación general del Proyecto, 
que reduce las cuantías y porcentajes en el resto del ar-
tículo 17, frente a la elevación que supuso la modifica-
ción de la Ley Financiera de 2002 (Ley 44/2002).

La introducción de estos «suelos» constituye, ade-
más, un criterio que no guarda necesaria correlación 
con su término de comparación, consistente, en los 
apartados 4.b) y 6, en una sanción consistente en seis o 
tres veces, respectivamente, la cantidad facturada por el 
trabajo de auditoría en relación con el que se haya 
cometido la infracción.

Este segundo aspecto sí es admisible como regla 
general, al producirse en línea con el resto del Proyecto.

La sistemática del completo régimen sancionador 
se resiente con la introducción de las reglas ahora exa-
minadas. Ha de resaltarse que, mientras en el caso de 
las infracciones cometidas por auditores individuales, 
la presencia de una entidad de interés público como 
entidad auditada supone la inaplicabilidad del tope 
máximo de la sanción prevista, sin alterar el criterio 
de cálculo —cantidad facturada por el concreto traba-
jo de auditoría en relación con el cual se hubiera 
cometido la infracción—, en el caso de que las infrac-
ciones se cometieran por sociedades de auditoría en 
trabajos realizados para entidades de interés público, 
el criterio de cálculo empleado —cantidad facturada 
por el concreto trabajo de auditoría en relación con el 
que se hubiera cometido la infracción— se acompaña 
del referido «suelo mínimo» (300.000 euros o 150.000 
euros), fijado sin referencia alguna al tipo de infrac-
ción cometido, ni a la conducta observada por la socie-
dad de auditoría.

Así, podría llegarse a la paradoja de que una misma 
infracción grave —por ejemplo, conforme al ar-
tículo 16.2.g) del Proyecto, la emisión de un informe 
por un auditor o sociedad, identificándose como audi-
tor inscrito en el ROAC, en un trabajo distinto de los 
regulados en el artículo 1 de la LAC, por el que se fac-
turan 20.000 euros—, si se trata de un auditor indivi-
dual se aplicaría la multa de 2 a 5 veces la cantidad 
facturada, es decir, entre 40.000 y 100.000 euros —con-
forme al artículo 16.2.b) del proyecto—; y si se trata de 
una sociedad de auditoría, la cantidad será de 150.000 
euros —artículo 17.6, párrafo segundo—.

Sin embargo, si esa misma infracción se comete por 
una sociedad de auditoría cuando la entidad auditada 
no es una entidad de interés público, entonces la san-
ción podrá alcanzar hasta el 7% de los honorarios fac-
turados por actividad de auditoría de cuentas en el últi-
mo ejercicio cerrado con anterioridad a la imposición 
de la sanción. Si se acude a la facturación media de una 
firma de auditoría española al año de tamaño mediano-
grande (en torno a los 15 millones de euros), entonces 



Congreso 25 de febrero de 2010.—Serie A. Núm. 46-9

70

la sanción podría alcanzar aproximadamente la cifra de 
un millón de euros.

Resulta, en definitiva, que la incorporación de las 
entidades de interés público se traduce en un régimen 
sancionador trufado de elementos discordantes, sin que 
los criterios empleados en el Proyecto presenten una 
incardinación lógica y coherente.

El empleo de estos criterios contrasta, además, con 
el mantenimiento de la diferenciación normativa en la 
tipificación de las infracciones anteriormente comen-
tado. Y ello porque, de mantenerse la redacción actual 
y como se ha expuesto, resultaría que para las infrac-
ciones graves y muy graves cometidas en relación con 
una entidad que no sea de interés público el criterio 
base de cálculo está constituido por «los honorarios 
facturados por actividad de auditoría de cuentas en el 
último ejercicio cerrado con anterioridad a la imposi-
ción de la sanción», sobre el que se aplica un porcenta-
je. Para el caso de que la misma infracción se corneta 
con respecto a una entidad de interés público, el crite-
rio es el de la cantidad facturada por el concreto traba-
jo, cuya cuantía será de ordinario inferior a la que 
puede obtenerse mediante la aplicación del criterio 
general.

Se propone por ello la supresión de esta norma espe-
cífica referida en el artículo 17.2 del Proyecto a las 
entidades de interés público.

ENMIENDA NÚM. 87

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Catalán
(Convergència i Unió)

Que presenta el Grupo Parlamentario Catalán (Con-
vergència i Unió) al Proyecto de Ley por la que se 
modifica la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría 
de Cuentas, la Ley 24/1988, de 28 de julio, de Mercado 
de Valores, y el texto refundido de la Ley de Sociedades 
Anónimas aprobado por el Real Decreto Legislativo 
1564/1989, de 22 de diciembre, para su adaptación a la 
normativa comunitaria, a los efectos de modificar el 
apartado Diecisiete del Artículo único del referido 
texto.

Redacción que se propone:,

Artículo único.  Apartado diecisiete.

«Artículo 17. Sanciones.

(…)

4. Por la comisión de infracciones muy graves se 
impondrá a la sociedad de auditoría infractora una de 
las siguientes sanciones:

a) Retirada de la autorización y baja definitiva en 
el Registro Oficial de Auditores de Cuentas.

Sólo procederá la imposición de esta sanción cuan-
do de la infracción se hayan derivado efectivamente 
perjuicios especialmente graves para la sociedad audi-
tada o para el mercado.

b) Multa por un importe ... (resto igual).»

JUSTIFICACIÓN

En relación con la sanción de imposición de retirada 
de la autorización a las sociedades de auditoría, se pro-
pone la adición de ese inciso para introducir un criterio 
de matización del tipo, así como elementos de propor-
cionalidad en la aplicación del cuadro sancionador de 
la LAC.

Con objeto de prever expresamente alguna indica-
ción que pueda servir de criterio a la hora de determinar 
qué concreta sanción, de entre las posibles, cabría 
imponer por la comisión de las infracciones, se limita 
la posibilidad de imponer la sanción de retirada de la 
autorización y baja definitiva en el ROAC a los supues-
tos en que de la comisión de la infracción se hayan deri-
vado, de manera efectiva, perjuicios especialmente gra-
ves para la sociedad auditada o para el mercado.

ENMIENDA NÚM. 88

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Catalán
(Convergència i Unió)

Que presenta el Grupo Parlamentario Catalán (Con-
vergència i Unió) al Proyecto de Ley por la que se 
modifica la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría 
de Cuentas, la Ley 24/1988, de 28 de julio, de Mercado 
de Valores, y el texto refundido de la Ley de Sociedades 
Anónimas aprobado por el Real Decreto Legislativo 
1564/1989, de 22 de diciembre, para su adaptación a la 
normativa comunitaria, a los efectos de modificar el 
apartado Diecisiete del Artículo único del referido 
texto.

Redacción que se propone:

Artículo único. Apartado diecisiete.

«Artículo 17. Sanciones.

(…)
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4. Por la comisión de infracciones muy graves se 
impondrá a la sociedad de auditoría infractora una de 
las siguientes sanciones:

a) Retirada de la autorización y baja definitiva en 
el Registro Oficial de Auditores de Cuentas.

b) Multa por un importe que no podrá ser inferior 
a seis ni superior a diez veces la cantidad facturada por 
el trabajo de auditoría en relación con el que se haya 
cometido la infracción, sin que la sanción resultante 
pueda ser inferior a 24.000 euros.

(…).»

JUSTIFICACIÓN

Se propone una reducción de los porcentajes emplea-
dos por el Proyecto, pues las cifras sugeridas se entien-
den más ajustadas a la gravedad de las infracciones 
tipificadas por el Proyecto, eliminando en parte el ries-
go de afectación a la estabilidad y supervivencia de las 
firmas que suponen los porcentajes vigentes y los reco-
gidos en el texto en Proyecto.

El actual régimen sancionador de la LAC es repro-
ducido en el Proyecto, manteniendo por consiguiente 
ciertas incongruencias desde la perspectiva de la apli-
cación del principio de igualad en la Ley, además de 
suponer una discriminación con respecto a cualquier 
otro régimen sancionador profesional, ya que no se 
penaliza una actuación profesional, sino que se emplean 
criterios que pueden afectar a la propia viabilidad de las 
sociedades de auditoría.

A este respecto, se sugiere unificar el tratamiento de 
los sujetos a los que se aplica el régimen sancionador 
previsto en la LAC. En relación con ello, ha de recor-
darse que el artículo 30.2 de la Directiva prevé que las 
sanciones han de ser «efectivas, proporcionadas y 
disuasivas».

Se entiende, desde esta perspectiva, que la diferen-
cia de trato en función del sujeto infractor resulta extra-
ña al mandato de igualdad y proporcionalidad. En este 
sentido, la mera referencia a la existencia de una perso-
na jurídica como fundamento de un régimen sanciona-
dor agravado (por referencia a un % de los honorarios 
de auditoría del último ejercicio) implica que toda 
infracción grave puede generar la imposición de una 
multa de hasta el 7% de los honorarios anuales, pudien-
do consistir esa infracción en la remisión incompleta de 
documentos al ICAC o el incumplimiento de las nor-
mas en materia de formación continuada.

La diferencia con el régimen aplicable a los audito-
res individuales es notablemente llamativa. Se entiende 
que debe seguirse la pauta que la LAC contiene para los 
auditores individuales, de modo que las multas se cal-
culen en todo caso por referencia al trabajo concreto en 
el que, en su caso, se haya cometido la infracción.

A este respecto, debe recordarse que según el Tri-
bunal Constitucional, «los condicionamientos y lími-
tes que, en virtud del principio de igualdad, pesan 
sobre el legislador se cifran en una triple exigencia, 
pues las diferenciaciones normativas habrán de mos-
trar, en primer lugar, un fin discernible y legítimo, 
tendrán que articularse, además, en términos no 
inconsistentes con tal finalidad y deberán, por últi-
mo, no incurrir en desproporciones manifiestas a la 
hora de atribuir a los diferentes grupos y categorías 
derechos, obligaciones o cualesquiera otras situacio-
nes jurídicas subjetivas» (STC 222/1992), corres-
pondiendo al legislador «la configuración de los bie-
nes penalmente protegidos, los comportamientos 
penalmente reprensibles, el tipo y la cuantía de las 
sanciones penales, y la proporción entre las conduc-
tas que pretende evitar y las penas con las que inten-
ta conseguirlo» (SSTC 55/1996, FJ 6; 161/1997, FJ 9; 
136/1999, de 20 de julio, FJ 23).

La diferenciación normativa puede sustentarse por 
el legislador en su voluntad de sancionar más unas 
conductas que entiende más graves y más reprocha-
bles a partir del contexto relacional en el que se pro-
ducen. Ahora bien, el principio general de igualdad 
del art. 14 CE exige que el tratamiento diferenciado 
de supuestos de hecho iguales tenga una justificación 
objetiva y razonable y no depare unas consecuencias 
desproporcionadas en las situaciones diferenciadas 
en atención a la finalidad perseguida por tal diferen-
ciación.

Descartada en este caso la falta de objetividad de la 
norma, pues indudable resulta su carácter general y 
abstracto, procedería analizar la razonabilidad de la 
diferenciación y de falta de desproporción de sus con-
secuencias.

La razonabilidad de la diferenciación normativa 
cuestionada —la que se produce en el artículo 17 de 
la LAC— no sólo requiere justificar la legitimidad 
de su finalidad, sino también su adecuación a la 
misma. No sólo hace falta que la norma persiga una 
mayor protección del mercado ante la actuación ilí-
cita de las sociedades de auditoría, sino que es igual-
mente necesario que la citada norma penal se revele 
como funcional a tal fin frente a una alternativa no 
diferenciadora. Será necesario que resulte adecuada 
una diferenciación típica que incluya, entre otros 
factores, una distinta delimitación de los sujetos acti-
vos y pasivos del tipo: que sea adecuado a la legítima 
finalidad perseguida que el tipo de sanción más grave 
restrinja el círculo de sujetos activos y el círculo de 
sujetos pasivos.

Esta segunda restricción, sin embargo, no opera en 
el caso del artículo 17 de la LAC, en la medida en que 
se trata de una colectividad indeterminada —quienes 
solicitan un encargo de auditoría—, sin que sea apre-
ciable tampoco una especial restricción del círculo de 
sujetos activos, en la medida en que, por la propia con-
figuración del mercado de auditoría, las sociedades de 
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auditoría representan la notable mayoría de los sujetos 
inscritos en el ROAC. De este modo, la diferenciación 
que, en función de los sujetos, realiza el artículo 17 de 
la LAC a la hora de regular las sanciones muy graves y 
graves, no parece cumplir con las pautas de razonabili-
dad y falta de desproporción que son exigidas por la 
jurisprudencia constitucional.

A este respecto, el Tribunal Constitucional ha consi-
derado que la legitimación constitucional de una norma 
desde la perspectiva del principio general de igualdad 
(art. 14 CE) requiere, además de la razonabilidad de la 
diferenciación, que la misma no conduzca a consecuen-
cias desproporcionadas que deparen que dicha razona-
ble diferencia resulte inaceptable desde la perspectiva 
constitucional. Este análisis de ausencia de despropor-
ción habrá de tomar en cuenta así tanto la razón de la 
diferencia, como la cuantificación de la misma: habrá 
de constatar la diferencia de trato que resulta de la norma 
cuestionada y relacionarla con la finalidad que persigue. 
El baremo de esta relación de proporcionalidad ha de 
ser de «contenido mínimo», en atención de nuevo a la 
exclusiva potestad legislativa en la definición de los 
delitos y en la asignación de penas, y en convergencia 
con el baremo propio de la proporcionalidad de las 
penas (STC 161/1997, de 2 de octubre, FJ 12). Sólo 
concurrirá una desproporción constitucionalmente 
reprochable ex principio de igualdad entre las conse-
cuencias de los supuestos diferenciados cuando quepa 
apreciar entre ellos un «desequilibrio patente y excesivo 
o irrazonable (…) a partir de las pautas axiológicas 
constitucionalmente indiscutibles y de su concreción en 
la propia actividad legislativa» (SSTC 55/1996, de 28 de 
marzo, FJ 9; 161/1997, FJ 12; 136/1999, de 20 de julio, 
FJ 23).

Estas circunstancias parecen concurrir en el caso 
de las sanciones tipificadas por referencia al sujeto, 
pues un mismo hecho tiene tipificadas diferentes 
sanciones en atención al sujeto infractor, con notable 
desproporción entre las cuantías tipificadas. Por ello 
se considera que es más adecuado que se emplee el 
mismo criterio para el cálculo de las sanciones a 
imponer.

ENMIENDA NÚM. 89

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Catalán
(Convergència i Unió)

Que presenta el Grupo Parlamentario Catalán (Con-
vergència i Unió) al Proyecto de Ley por la que se 
modifica la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría 
de Cuentas, la Ley 24/1988, de 28 de julio, de Mercado 

de Valores, y el texto refundido de la Ley de Sociedades 
Anónimas aprobado por el Real Decreto Legislativo 
1564/1989, de 22 de diciembre, para su adaptación a la 
normativa comunitaria, a los efectos de modificar el 
apartado Diecisiete del Artículo único del referido 
texto.

Redacción que se propone:

Artículo único. Apartado diecisiete.

«Artículo 17. Sanciones.

(…)

5. Al socio o auditor de cuentas, designado al 
efecto, que realice la auditoría de cuentas en nombre 
de una sociedad de auditoría corresponsable de la 
infracción muy grave cometida por dicha sociedad 
de auditoría se le impondrá una de las siguientes san-
ciones:

(…)

c) Multa por importe mínimo de 12.001 euros y 
máximo de 24.000 euros.

Sólo procederá la imposición de esta sanción cuan-
do de la infracción se hayan derivado efectivamente 
perjuicios especialmente graves para la sociedad audi-
tada o para el mercado.

(…).»

JUSTIFICACIÓN

En relación con la sanción de imposición de retirada 
de la autorización al socio o auditor de cuentas que rea-
lice la auditoría en nombre de una sociedad de auditoría 
corresponsable de la infracción muy grave cometida 
por esa sociedad, se propone la adición de ese inciso 
para introducir un criterio de matización del tipo, así 
como elementos de proporcionalidad en la aplicación 
del cuadro sancionador de la LAC.

Con objeto de prever expresamente alguna indica-
ción que pueda servir de criterio a la hora de determi-
nar qué concreta sanción, de entre las posibles, cabría 
imponer por la comisión de las infracciones, se limita 
la posibilidad de imponer la sanción de retirada de la 
autorización y baja definitiva en el ROAC a los 
supuestos en que de la comisión de la infracción se 
hayan derivado, de manera efectiva, perjuicios espe-
cialmente graves para la sociedad auditada o para el 
mercado.
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ENMIENDA NÚM. 90

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Catalán
(Convergència i Unió)

Que presenta el Grupo Parlamentario Catalán (Con-
vergència i Unió) al Proyecto de Ley por la que se 
modifica la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría 
de Cuentas, la Ley 24/1988, de 28 de julio, de Mercado 
de Valores, y el texto refundido de la Ley de Sociedades 
Anónimas aprobado por el Real Decreto Legislativo 
1564/1989, de 22 de diciembre, para su adaptación a la 
normativa comunitaria, a los efectos de modificar el 
apartado Diecisiete del Artículo único del referido 
texto.

Redacción que se propone:

Artículo único. Apartado diecisiete.

«Artículo 17. Sanciones.

(…)

6. Por la comisión de infracciones graves se 
impondrá a la sociedad de auditoría infractora una san-
ción de multa por un importe que no podrá ser inferior 
a dos ni superior a cinco veces la cantidad facturada por 
el trabajo de auditoría en relación con el que se haya 
cometido la infracción, sin que la sanción resultante 
pueda ser inferior a 12.000 euros.

7. (…).»

JUSTIFICACIÓN

En línea con anteriores enmiendas, se propone eli-
minar el empleo del criterio consistente en los honora-
rios facturados por trabajos de auditoría en el ejercicio 
anterior, sustituyéndolo por el relativo a la cantidad fac-
turada por el trabajo de auditoría en relación con el cual 
se hubiera cometido la infracción.

ENMIENDA NÚM. 91

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Catalán
(Convergència i Unió)

Que presenta el Grupo Parlamentario Catalán (Con-
vergència i Unió) al Proyecto de Ley por la que se 
modifica la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría 
de Cuentas; la Ley 24/1988, de 28 de julio, de Mercado 
de Valores, y el texto refundido de la Ley de Sociedades 

Anónimas aprobado por el Real Decreto Legisla-
tivo 1564/1989, de 22 de diciembre, para su adaptación 
a la normativa comunitaria, a los efectos de modificar 
el apartado Diecisiete del Artículo único del referido 
texto.

Redacción que se propone:

Artículo único. Apartado diecisiete. 

«Artículo 17. Sanciones.

(…)

7. Al socio o persona que firme en nombre de una 
sociedad de auditoría corresponsable de la infracción 
grave cometida por una dicha sociedad de auditoría se 
le impondrá una de las siguientes sanciones:

a) Multa por importe mínimo de 3.000 euros y 
máximo de 12.000 euros.

b) Suspensión de la autorización y baja temporal 
por plazo de hasta dos años en el Registro Oficial de 
Auditores de Cuentas.

(…).»

JUSTIFICACIÓN

En coherencia con enmiendas anteriores, se propone 
recoger expresamente que quien realiza el informe ha de 
firmarlo, en los términos del artículo 2.3 del Proyecto.

ENMIENDA NÚM. 92

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Catalán
(Convergència i Unió)

Que presenta el Grupo Parlamentario Catalán (Con-
vergència i Unió) al Proyecto de Ley por la que se 
modifica la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría 
de Cuentas, la Ley 24/1988, de 28 de julio, de Mercado 
de Valores, y el texto refundido de la Ley de Sociedades 
Anónimas aprobado por el Real Decreto Legislativo 
1564/1989, de 22 de diciembre, para su adaptación a la 
normativa comunitaria, a los efectos de modificar el 
apartado Diecisiete del Artículo único del referido 
texto.

Redacción que se propone:

Artículo único. Apartado diecisiete.

«Artículo 17. Sanciones.

(…)
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9. Al socio o persona que firme en nombre de una 
sociedad de auditoría corresponsable de la infracción 
leve cometida por dicha sociedad se le impondrá una 
sanción de amonestación privada.

(…).»

JUSTIFICACIÓN

En coherencia con enmiendas anteriores, se propo-
ne recoger expresamente que quien realiza el informe 
ha de firmarlo, en los términos del artículo 2.3 del Pro-
yecto.

ENMIENDA NÚM. 93

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Catalán
(Convergència i Unió)

Que presenta el Grupo Parlamentario Catalán (Con-
vergència i Unió) al Proyecto de Ley por la que se 
modifica la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría 
de Cuentas, la Ley 24/1988, de 28 de julio, de Mercado 
de Valores, y el texto refundido de la Ley de Sociedades 
Anónimas aprobado por el Real Decreto Legislativo 
1564/1989, de 22 de diciembre, para su adaptación a la 
normativa comunitaria, a los efectos de modificar el 
apartado Diecisiete del Artículo único del referido 
texto.

Redacción que se propone:

Artículo único. Apartado diecisiete.

«Artículo 17. Sanciones.

(…)

10. Las sanciones aplicables en cada caso por la 
comisión de infracciones se determinarán teniendo en 
cuenta los siguientes criterios:

(…)

h) Tratarse de entidades de interés público.
i) La intervención de la entidad auditada.
j) La existencia de varias interpretaciones razona-

bles de las previsiones normativas o técnicas que hayan 
llevado a entender cometida la infracción.

(…).»

JUSTIFICACIÓN

La primera de las propuestas («tratarse de entidades 
de interés público»). Esta sugerencia está en línea con 
las realizadas en enmiendas anteriores, en el sentido de 
emplear este criterio como medio de modulación de las 
sanciones aplicables.

La segunda de ellas permite la introducción de un 
relevante criterio de modulación de la responsabilidad 
de los auditores de cuentas, en la medida en que puede 
ser precisamente la conducta de la entidad auditada la 
que determine la comisión de la infracción por la socie-
dad de auditoría. La inclusión de este parámetro supone 
un mecanismo de evaluación de la incidencia de la con-
ducta de terceros en la actividad de los auditores de 
cuentas, siendo un medio usualmente empleado para 
moderar la responsabilidad en nuestro Derecho (como 
elemento de modulación o destrucción, por ejemplo, 
del nexo de causalidad entre el daño padecido y la acti-
vidad generadora del perjuicio).

La razón de la última propuesta se encuentra en la 
necesidad de dar cobertura a una situación que se pro-
duce en la práctica y no cuenta con un régimen comple-
to en nuestro Derecho. Debe valorarse positivamente la 
inclusión en el artículo 8 quáter del Proyecto de la pre-
visión según la cual «la divergencia de opiniones sobre 
tratamientos contables o procedimientos de auditoría 
no podrá ser considerada justa causa» para rescindir el 
contrato de auditoría. Esta regla puede completarse en 
el ámbito sancionador con una previsión que la com-
plemente en el sentido indicado, de modo que una 
divergencia de esa clase no pueda dar lugar a la resci-
sión del contrato ni a la imposición de sanciones a los 
auditores de cuentas. O, en su caso, en función de la 
razonabilidad de la interpretación sostenida por el audi-
tor, puede ser empleado como criterio moderador espe-
cífico de la responsabilidad.

ENMIENDA NÚM. 94

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Catalán
(Convergència i Unió)

Que presenta el Grupo Parlamentario Catalán (Con-
vergència i Unió) al Proyecto de Ley por la que se 
modifica la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría 
de Cuentas, la Ley 24/1988, de 28 de julio, de Mercado 
de Valores, y el texto refundido de la Ley de Sociedades 
Anónimas aprobado por el Real Decreto Legislativo 
1564/1989, de 22 de diciembre, para su adaptación a la 
normativa comunitaria, a los efectos de modificar el 
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apartado Diecisiete del Artículo único del referido 
texto.

Redacción que se propone:

Artículo único. Apartado diecisiete.

«Artículo 17. Sanciones.

(…)

14. La comisión de cualquiera de las infracciones 
señaladas en esta Ley deducida de un sólo hecho, úni-
camente podrá dar lugar a la imposición de una única 
sanción por el mismo hecho por el que se haya aprecia-
do la infracción.»

JUSTIFICACIÓN

Debe delimitarse el ámbito de aplicación de la 
potestad sancionadora del ICAC, en el sentido de indi-
car que el auditor infractor ha de ser sancionado una 
sola vez por un solo hecho, sin que de un hecho pueda 
derivarse un haz de sanciones, generando una multipli-
cidad de consecuencias negativas para el auditor que 
pueden afectar a su subsistencia en el mercado.

Se pretende, por consiguiente, introducir una racio-
nalización final en el régimen sancionador que diseña 
el proyecto.

ENMIENDA NÚM. 95

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Catalán
(Convergència i Unió)

Que presenta el Grupo Parlamentario Catalán (Con-
vergència i Unió) al Proyecto de Ley por la que se 
modifica la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría 
de Cuentas, la Ley 24/1988, de 28 de julio, de Mercado 
de Valores, y el texto refundido de la Ley de Sociedades 
Anónimas aprobado por el Real Decreto Legislativo 
1564/1989, de 22 de diciembre, para su adaptación a la 
normativa comunitaria, a los efectos de Modificar el 
apartado Veintidós del Artículo único del referido 
texto.

Redacción que se propone:

Artículo único. Apartado veintidós.

«(…)

Disposición adicional décima. Entidades de inte-
rés público.

1. A los efectos de lo establecido en esta Ley, ten-
drán la consideración de entidades de interés público 
las siguientes:

a) Las entidades emisoras de valores admitidos a 
negociación en mercados secundarios oficiales de valo-
res, las entidades de crédito y las empresas de seguros 
sometidas al régimen de supervisión y control atribuido 
al Banco de España, a la Comisión Nacional del Mer-
cado de Valores y a la Dirección General de Seguros y 
Fondos de Pensiones, así como a los organismos auto-
nómicos con competencias de ordenación y supervisión 
de las entidades aseguradoras.

(Resto igual).»

JUSTIFICACIÓN

El artículo 2, apartado 13, de la Directiva 2006/43, 
de 17 de mayo de 2006, a cuya transposición sirve este 
Proyecto, considera «entidades de interés público» a 
las siguientes:

• entidades sometidas a la legislación de un Estado 
miembro y cuyos valores sean negociables en un mer-
cado regulado de cualquier Estado miembro,

• entidades de crédito y,
• empresas de seguros.

Además, permite a los Estados miembros incluir en 
esta categoría a otras entidades, mencionando expresa-
mente a aquellas que sean de importancia pública signi-
ficativa por la naturaleza de su actividad empresarial, 
su tamaño o su número de empleados.

Sin embargo, el Proyecto de Ley formula una defi-
nición mucho más amplia que la de la Directiva, ya que 
además de incluir nuevas categorías por su tamaño y 
número de empleados [apartado 1, letra b) de la nueva 
Disposición adicional décima], acoge bajo esta defini-
ción a todas las entidades sometidas al régimen de 
supervisión y control del Banco de España, la CNMV, 
la DGSFP o los órganos autonómicos con competen-
cias de ordenación y supervisión de las entidades ase-
guradoras.

Con ello, entidades como las Instituciones de Inver-
sión Colectiva y sus Sociedades Gestoras, o los Fondos 
de Pensiones y sus Entidades Gestoras pasarían a ser 
consideradas «entidades de interés público» por el mero 
hecho de estar supervisadas por la CNMV o la DGSFP, 
respectivamente, a pesar de que la Directiva 2006/43 no 
les atribuye esta consideración.

Como consecuencia de dicha consideración como 
«entidades de interés público», estas entidades queda-
rían sujetas a unas obligaciones que se superponen, e 
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incluso contradicen, otros preceptos de su normativa 
específica, por ejemplo:

• La obligación de remitir al supervisor correspon-
diente el informe de auditoría en el plazo de una sema-
na desde su recepción (Disposición final primera de la 
Ley de auditoría, en su nueva redacción introducida por 
el apartado 24 del artículo único del Proyecto de Ley).

Sin embargo, otras normas, incluso con rango de 
Ley (como el artículo 19.1 de la Ley de Planes y Fon-
dos de Pensiones, aprobada por el Real Decreto Legis-
lativo 1/2002, de 29 de noviembre) fijan dicho plazo en 
los cuatro primeros meses del año. El mismo plazo de 
cuatro meses establece, para las IIC, el artículo 31.4 del 
Reglamento de IIC, aprobado por el Real Decreto 
1309/2005, de 4 de noviembre.

• Algunas entidades quedarían sujetas a la obliga-
ción de constituir un Comité de Auditoría (Disposición 
final cuarta, que modifica la Disposición adicional 
decimoctava de la Ley 24/1988, de 24 de julio, del Mer-
cado de Valores).

Este Comité, en algunos casos, no resulta adecuado 
dada la naturaleza de las entidades afectadas. Así suce-
de, por ejemplo, en los Fondos de Inversión o de Pen-
siones, los cuales no tienen personalidad jurídica ni 
órganos sociales, lo que vacía de contenido gran parte 
de las funciones de este Comité, como las relacionadas 
como la información a la Junta General. En otros casos, 
la existencia de un Comité de Auditoría ya está prevista 
en la normativa específica de estas entidades, pero con 
una composición y unas funciones mucho más adapta-
das a las especificidades de estas entidades que las pre-
vistas en la Directiva y, por lo tanto, en el Proyecto de 
Ley. Así ocurre, por ejemplo, con el Comité de audito-
ría de las Sociedades Gestoras de IIC, cuya regulación 
está siendo actualmente objeto de un detallado desarro-
llo a través del Proyecto de Circular de la CNMV sobre 
control interno de las SGIIC, del que ya existe un 
segundo borrador cuyo plazo de consulta pública finali-
zó el pasado 30 de octubre, y cuya aprobación es inmi-
nente, según consta en el programa de actividades de 
este organismo.

Por otra parte, la existencia de un Comité de 
Auditoría (denominado Comisión de Control de 
Gestión y Auditoría) ya estaba contemplada en rela-
ción con las IIC de naturaleza societaria por el ar-
tículo 13 de la ya derogada Ley 46/1984, de 26 de 
diciembre, de IIC, y con la aprobación de la vigente 
Ley 35/2003, de 4 de noviembre, se eliminó su exi-
gencia, en atención, precisamente, a su falta de utili-
dad y a su inadecuación a las especificidades de 
estas Instituciones, por lo que no parece oportuno 
volver a introducirlo para trasponer una Directiva 
que, sin embargo, no lo exige.

ENMIENDA NÚM. 96

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Catalán
(Convergència i Unió)

Que presenta el Grupo Parlamentario Catalán (Con-
vergència i Unió) al Proyecto de Ley por la que se 
modifica la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría 
de Cuentas, la Ley 24/1988, de 28 de julio, de Mercado 
de Valores, y el texto refundido de la Ley de Sociedades 
Anónimas aprobado por el Real Decreto Legislativo 
1564/1989, de 22 de diciembre, para su adaptación a la 
normativa comunitaria, a los efectos de modificar la 
Disposición Transitoria Cuarta del referido texto.

Redacción que se propone:

Disposición transitoria cuarta.

«1. Las situaciones de incompatibilidad previstas 
en los artículos 8.3 y 8 ter que modifican el régimen 
anterior y que existieran con anterioridad a la fecha de 
entrada en vigor de esta Ley no conllevarán la falta de 
independencia de los auditores de cuentas y sociedades 
de auditoría en relación con las auditorías de cuentas 
iniciadas antes de dicha fecha y que no hayan finaliza-
do con la emisión del preceptivo informe de auditoría.

2. Asimismo, y a los efectos de la obligación de 
observar el principio de independencia, no se tendrán 
en cuenta, durante los dos años siguientes a la entrada 
en vigor de esta Ley, aquellas situaciones de incompati-
bilidad que modifiquen el régimen anterior, que se 
hubiesen originado con anterioridad a aquella fecha.»

JUSTIFICACIÓN

Con esta enmienda se pretende aclarar el régimen de 
transitoriedad del Proyecto de Ley, en el sentido de pre-
cisar que su primer apartado sólo se aplica por referen-
cia a su entrada en vigor, y no a la de la Ley de Audito-
ría de Cuentas de 1988.

Junto a ello, se considera que debe suprimirse del 
segundo apartado la palabra «concluido», en la medida 
en que debe evitarse que proyectos de larga duración 
tengan que «concluir» de forma anticipada. Las situa-
ciones pueden haberse originado con anterioridad a la 
entrada en vigor de la Ley y concluir con posterioridad. 
La introducción del plazo de dos años previsto en este 
mismo segundo apartado ya supone la introducción de 
un límite temporal al que habrán de ajustarse las situa-
ciones potencialmente incompatibles con la nueva 
regulación de independencia.
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ENMIENDA NÚM. 97

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario Catalán
(Convergència i Unió)

Que presenta el Grupo Parlamentario Catalán (Con-
vergència i Unió) al Proyecto de Ley por la que se 
modifica la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría 
de Cuentas, la Ley 24/1988, de 28 de julio, de Mercado 
de Valores, y el texto refundido de la Ley de Sociedades 
Anónimas aprobado por el Real Decreto Legislativo 
1564/1989, de 22 de diciembre, para su adaptación a la 
normativa comunitaria, a los efectos de adicionar una 
nueva Disposición Transitoria al referido texto.

Redacción que se propone:

«Disposición transitoria (nueva). Régimen sobre 
el cumplimiento de las obligaciones del auditor de 
cuentas consolidadas u otros estados financieros o 
documentos contables consolidados.

El cumplimiento por el auditor de cuentas o la socie-
dad de auditoría que realicen la auditoría de cuentas 
anuales consolidadas u otros estados financieros o 
documentos contables consolidados, o los auditores de 
cuentas que la realicen en su nombre, de las obligacio-
nes impuestas por el artículo 4 de la Ley 19/1988, de 12 
de julio, de Auditoría de Cuentas, no será exigible hasta 
el ejercicio posterior a aquel en que entre en vigor la 
presente Ley.

Los sujetos obligados a suministrar la información a 
que se refiere el artículo 4.3 de la Ley 19/1988, de 12 
de julio, de Auditoría de Cuentas, no deberán suminis-
trarla hasta el ejercicio posterior a aquel en que entre en 
vigor la presente Ley.

El incumplimiento de las obligaciones previstas en 
el artículo de la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Audito-
ría de Cuentas, no constituirá infracción de lo previsto 
en su artículo 16, durante el ejercicio en que entre en 
vigor la presente Ley.»

JUSTIFICACIÓN

El elenco de obligaciones que impone el artículo 4 
de la Ley de Auditoría de Cuentas, en la redacción dada 
por el Proyecto, supone una importante novedad del 
régimen aplicable al auditor del grupo consolidado, 
generando una serie de obligaciones de actividad, tanto 
en relación con el ICAC, como con los auditores de las 
empresas o entidades del grupo, que obligará al desa-
rrollo de nuevas pautas de actuación y de relación entre 
auditores que necesitan un plazo prudencial de adop-
ción y aplicación.

Es por ello por lo que se propone introducir una 
nueva Disposición Transitoria en el Proyecto, que con-

temple el régimen transitorio de este nuevo género de 
obligaciones.

En la medida en que la tramitación y, en su caso, 
aprobación del Proyecto no se producirá, previsible-
mente, hasta entrado el año 2010, se considera que debe 
demorarse la exigencia de cumplimiento de esas obli-
gaciones, al menos, hasta que se inicie un nuevo ejerci-
cio económico completo para las entidades auditadas 
que, de manera genérica, puede fijarse en el siguiente a 
la entrada en vigor de la Ley, esto es, a partir del 31 de 
diciembre de 2010.

A la Mesa de la Comisión de Economía y Hacienda

En nombre del Grupo Parlamentario Socialista me 
dirijo a esa Mesa para, al amparo de lo establecido en el 
artículo 110 y siguientes del vigente reglamento del 
Congreso de los Diputados, presentar las siguientes 
enmiendas al Proyecto de Ley por la que se modifica la 
Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría de Cuentas, 
la Ley 24/1988, de 28 de julio, de Mercado de Valores, 
y el texto refundido de la Ley de Sociedades Anónimas 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 1564/1989, 
de 22 de diciembre, para su adaptación a la normativa 
comunitaria.

Palacio del Congreso de los Diputados, 16 de febre-
ro de 2009—Eduardo Madina Muñoz, Portavoz del 
Grupo Parlamentario Socialista.

ENMIENDA NÚM. 98

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario 
Socialista

Al Artículo Único, apartado Dos, que hace referencia al 
Artículo 2.

De adición.

Se propone añadir en la letra d) del apartado 1 del 
Artículo 2 la siguiente redacción:

«(…) en el caso de que el citado informe de gestión 
acompañe a las cuentas anuales.»

MOTIVACIÓN

Mejora técnica.
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ENMIENDA NÚM. 99

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario 
Socialista

Al Artículo Único, apartado Siete que hace referencia 
al Artículo 8

De modificación.

Se propone modificar la letra a) del apartado 3 del 
Artículo 8, con la siguiente redacción:

Donde dice: «a) La condición de cargo directivo o 
de administración, y el desempeño de puestos de 
empleo o de supervisión interna en la entidad auditada, 
así como el otorgamiento a su favor de apoderamientos 
con mandato general por la entidad auditada.»

Debe decir: «a) La condición de cargo directivo o 
de administración, el desempeño de puestos de empleo 
o de supervisión interna en la entidad auditada, o el 
otorgamiento a su favor de apoderamientos con manda-
to general por la entidad auditada.»

MOTIVACIÓN

Mejora técnica.

ENMIENDA NÚM. 100

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario 
Socialista

Al Artículo Único, apartado Diecisiete que hace refe-
rencia al Artículo 17

De modificación.

Se propone modificar el párrafo segundo del aparta-
do 12 del Artículo 17, con la siguiente redacción:

Donde dice: «(…) letra a) (…)»

Debe decir: «(…) letra b) (…)»

MOTIVACIÓN

Mejora técnica.

ENMIENDA NÚM. 101

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario 
Socialista

Al Artículo Único, apartado Veinte que hace referencia 
al Artículo 25

De modificación.

Se propone modificar el párrafo cuarto del aparta-
do 2 del Artículo 25, con la siguiente redacción:

Donde dice: «(…) al Instituto de Contabilidad y 
Auditoría de Cuentas, siempre que el envío de la infor-
mación (…)»

Debe decir: «(…) al Instituto de Contabilidad y 
Auditoría de Cuentas, y el envío de la información 
(…)»

MOTIVACIÓN

Mejora técnica.

ENMIENDA NÚM. 102

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario 
Socialista

Al Artículo Único, apartado Veintidós que hace refe-
rencia a la Disposición adicional décima

De modificación.

Se propone modificar el apartado 2 de la Disposi-
ción adicional décima, con la siguiente redacción:

Donde dice: «(…) las sociedades de auditoría que 
realizan las auditorías de las entidades de interés públi-
co (…)»

Debe decir: «(…) las sociedades de auditoría que 
realizan la auditoría de las cuentas de las entidades de 
interés público (…)»

MOTIVACIÓN

Mejora técnica.
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ENMIENDA NÚM. 103

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario 
Socialista

Al Artículo Único, apartado Veinticuatro que hace refe-
rencia a la Disposición transitoria cuarta

De modificación

Se propone modificar el apartado 1 de la Disposi-
ción transitoria cuarta, con la siguiente redacción:

Donde dice: «(…) en vigor de la Ley 19/1988, de 12 
de julio, de Auditoría de Cuentas (…)»

Debe decir: «(…) en vigor de esta Ley (…)» 

MOTIVACIÓN

Mejora técnica.

ENMIENDA NÚM. 104

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario 
Socialista

A la Disposición Final Cuarta

De adición.

Se propone añadir un nuevo apartado en la Disposi-
ción Final Cuarta (sería el dos, pasando a ser apartado 
uno el único que tiene ahora) que ya modifica la Ley 
del Mercado de Valores.

Contenido: modificación del artículo 117 de la Ley 
del Mercado de Valores.

1. Se añade un nuevo párrafo al apartado 2 del ar-
tículo 117 de la Ley de Mercado de Valores.

«En la página web de la sociedad se habilitará un Foro 
Electrónico de Accionistas, al que podrán acceder con las 
debidas garantías tanto los accionistas individuales como 
las asociaciones voluntarias que puedan constituir, con el 
fin de facilitar su comunicación con carácter previo a la 
celebración de las Juntas generales. En el Foro podrán 
publicarse propuestas que pretendan presentarse como 
complemento del orden del día anunciado en la convoca-
toria, solicitudes de adhesión a tales propuestas, iniciati-

vas para alcanzar el porcentaje suficiente para ejercer un 
derecho de minoría previsto en la ley, así como ofertas o 
peticiones de representación voluntaria.»

2. Se añade un nuevo apartado cuarto en el ar-
tículo 117 de la Ley del Mercado de Valores, pasando a 
ser apartado quinto el actual cuarto.

«Los accionistas de cada sociedad cotizada podrán 
constituir Asociaciones específicas y voluntarias para 
el ejercicio de sus derechos y la mejor defensa de sus 
intereses comunes. Las Asociaciones de accionistas 
deberán inscribirse en un Registro especial habilitado 
al efecto en la Comisión Nacional del Mercado de Valo-
res. Reglamentariamente se desarrollará el régimen 
jurídico de las Asociaciones de Accionistas que com-
prenderá, al menos, los requisitos y límites para su 
constitución, las bases de su estructura orgánica, las 
reglas de su funcionamiento, los derechos y obligacio-
nes que les correspondan, especialmente en su relación 
con la sociedad cotizada.»

3. Se modifica el apartado cinco (anterior cuarto) 
del artículo 117 de la Ley del Mercado de Valores que 
pasa a tener la siguiente redacción:

«Asimismo, se faculta al Gobierno y, en su caso, al 
Ministerio de Economía y, con su habilitación expre-
sa, a la Comisión Nacional del Mercado de Valores, 
para desarrollar las especificaciones técnicas y jurídi-
cas necesarias respecto a lo establecido en este ar-
tículo»

MOTIVACIÓN

Los Foros Electrónicos y las Asociaciones de Accio-
nistas son instrumentos ya habilitados en algunos orde-
namientos (Alemania, Francia, Italia, entre otros, en el 
ámbito europeo), que pueden resultar especialmente 
útiles para facilitar la comunicación y coordinación 
entre accionistas de sociedades cotizadas, a menudo 
dispersos y con pocas posibilidades reales de adoptar 
iniciativas o ejercer derechos legalmente establecidos, 
para los que suele requerirse una determinada minoría 
(el 5% como regla general).

Ambos instrumentos estaban recomendados en el 
Anexo Il, punto 3, del Código Unificado de Buen 
Gobierno, aprobado en 2006 por la CNMV, dentro de 
las Recomendaciones dirigidas al Gobierno.

La enmienda los incorpora en el artículo 117 de la 
Ley del Mercado de Valores, dentro de su Título X 
sobre sociedades cotizadas, precepto en el que ya esta-
ban recogidos otros instrumentos de información a los 
accionistas, con lo que se viene a completar un marco 
de protección de mayor calidad.

Teniendo en cuenta la necesidad de un desarrollo 
más detallado de los aspectos concretos de régimen 
jurídico y técnico tanto del Foro como de las Asocia-
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ciones de Accionistas, su inserción el el artículo 117, 
que ya habilitaba al Ministerio de Economía y a 
la CNMV para tal tarea en relación con el contenido 
anterior, facilitará tal objetivo, que ahora se extiende 
al nuevo contenido introducido, añadiendo la habilita-
ción del Gobierno, dado que para algunos de los 
aspectos a desarrollar será conveniente el rango de 
Real Decreto.

ENMIENDA NÚM. 105

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario 
Socialista

A la Disposición Final Quinta

De adición.

Se propone añadir un nuevo apartado tres en la Dis-
posición Final Quinta del Proyecto, que ya modifica los 
artículos 207 y 209 del Texto Refundido de la Ley de 
Sociedades Anónimas.

Contenido: modificación del apartado 2 del ar-
tículo 105 del TR de la LSA:

«2. En ningún caso podrán los estatutos sociales 
limitar el número máximo de votos que pueda emitir un 
mismo accionista o sociedades pertenecientes a un 
mismo grupo, siendo nulas de pleno derecho las cláu-
sulas estatutarias en que, directa o indirectamente, se 
establezca dicha limitación.»

MOTIVACIÓN

La supresión de las cláusulas estatutarias limitativas 
del máximo de votos a emitir en una sociedad venía 
siendo desde hace tiempo una insistente reclamación 
tanto de la doctrina mercantil mayoritaria como de la 
práctica societaria.

Tal limitación se recogió en la Ley de Sociedades 
Anónimas de 1951, procedente de la Ley alemana 
de 1937, y de ahí pasó al Texto Refundido de 1989, 
habiendo ya desaparecido en la propia legislación ale-
mana en reformas recientes. La limitación, en el contex-
to societario del momento, cumplía cierta función de 
«salvaguarda» de la posición de las minorías evitando 
que el socio o socios mayoritarios ejercieran un poder 
de decisión preponderante. Pero, con el paso del tiempo 
y en el marco de un mercado de valores más abierto, 
especialmente en el caso de las sociedades cotizadas, las 
cláusulas estatutarias limitativas del máximo de voto se 
han ido convirtiendo en un instrumento de «blindaje» de 

los directivos, cuando no en un mecanismo de defensa 
frente a potenciales inversores legítimamente interesa-
dos en adquirir, en el mercado o a través de una opa, 
participaciones significativas o de control en una deter-
minada sociedad y de ejercer el poder de decisión 
correspondiente al riesgo asumido en el capital.

Opiniones autorizadas han venido insistiendo en la 
escasa coherencia de tal posibilidad de limitación del 
voto con principios básicos de la estructura y funciona-
miento de las sociedades de capital, tales como el de 
proporcionalidad entre acciones y votos o el de igual-
dad de trato de los accionistas, llegando incluso a argu-
mentar tacha de inconstitucionalidad por el menoscabo 
que puede suponer de los derechos de libre empresa y 
de propiedad en su vertiente mobiliaria.

Recientemente, el «Código Unificado de Buen 
Gobierno de las Sociedades Cotizadas», elaborado por 
iniciativa de la CNMV en 2006, ha recogido como pri-
mera recomendación, dentro de la orientación volunta-
ria que lo caracteriza, precisamente la de que «las 
sociedades cotizadas no limiten en sus estatutos el 
número máximo de votos que pueda emitir un mismo 
accionista, ni contengan otras restricciones que dificul-
ten la toma de control de la sociedad mediante la adqui-
sición de sus acciones en el mercado».

Tal recomendación está igualmente en línea con la 
pretensión comunitaria de recoger en Directiva la pro-
hibición de los denominados «mecanismos de control 
reforzados» (CEM), contrarios al principio de propor-
cionalidad, tradicionalmente formulado mediante la 
expresión «una acción, un voto». A tal fin, la propia 
Comisión Europea encargó un Informe a un grupo de 
trabajo constituido por despachos especializados (Infor-
me Shearman & Sterling sobre «Proporcionalidad entre 
propiedad y control en las sociedades cotizadas de la 
Unión Europea», presentado en mayo de 2007), cuyas 
conclusiones son ciertamente reveladoras del estado de 
la cuestión y de la tendencia a suprimir este tipo de 
limitaciones, como ya se ha producido en países como 
Alemania, Italia, Estados Unidos, etc.

Otros textos y propuestas en nuestro ámbito jurídico 
español (así, la Propuesta de Código de Sociedades 
Mercantiles, de 2002, en su artículo 378, específica-
mente para las sociedades cotizadas, o el Anteproyecto 
de Ley de trasposición de la Directiva europea 2007/36, 
sobre derechos de accionistas en sociedades cotizadas) 
han recogido también el mismo criterio contrario a las 
citadas limitaciones.

La supresión, pues, resulta ampliamente avalada por 
significativos antecedentes y ha de tener un saludable 
efecto de transparencia en el mercado de valores, con-
tribuyendo a restablecer la coherencia entre riesgo asu-
mido y control ejercido desde un reconocimiento nece-
sario al principio de proporcionalidad.
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ENMIENDA NÚM. 106

FIRMANTE:
Grupo Parlamentario 
Socialista

A la Exposición de Motivos

De modificación.

Se propone añadir en el párrafo sexto del apartado 1 
de la Exposición de Motivos la siguiente redacción:

Donde dice: «(…) incluidos los de otros Estados 
miembros y de terceros países (…)»

Debe decir: «(…) incluidos los de otros Estados 
miembros de la Unión Europea y de terceros países 
(…)»

Se propone modificar el párrafo sexto del apartado 1 
de la Exposición de Motivos, con la siguiente redac-
ción:

Donde dice: «(…) que adopte la Comisión; la res-
ponsabilidad plena del auditor que realice las auditorías 
de estados contables consolidados (…)»

Debe decir: «(…) que adopte la Comisión Europea; 
la responsabilidad plena del auditor que realice la audi-
toría de estados financieros consolidados (…)»

Se propone añadir en el párrafo tercero del apar-
tado II de la Exposición de motivos la siguiente 
redacción:

Donde dice: «(…) Con esta actuación se ajusta al 
modelo de informe de auditoría (…)»

Debe decir: «(…) Con esta actuación se ajusta dicho 
contenido al modelo de informe de auditoría (…)»

Se propone modificar el párrafo quinto del aparta-
do II de la Exposición de motivos, con la siguiente 
redacción:

Donde dice: «(…) que debe asumir el auditor de 
cuentas del grupo en relación con las cuentas o docu-
mentos contables consolidados (…)»

Debe decir: «(…) que debe asumir el auditor de 
cuentas del grupo en relación con las cuentas anuales o 
estados financieras consolidados (…)»

Se propone modificar el párrafo undécimo del apar-
tado II de la Exposición de motivos, con la siguiente 
redacción:

Donde dice: «(…) que emitan informes de auditoría 
con relación con las cuentas anuales o consolidadas 
(…)»

Debe decir: «(…) que emitan informes de auditoría 
en relación con las cuentas anuales o consolidadas 
(…)»

Se propone añadir en el párrafo decimocuarto del 
apartado II de la Exposición de motivos la siguiente 
redacción:

Donde dice: «(…) y el de aplicación por el auditor 
de salvaguardas para atenuar las amenazas (…)»

Debe decir: «(…) y el de aplicación por el auditor 
de sistemas de salvaguardas para atenuar las amenazas 
(…)»

Se propone añadir en el párrafo vigésimo primero 
del apartado II de la Exposición de Motivos la siguiente 
redacción:

Donde dice: «(…) a ordenar a la Comisión que se 
emita (…)»

Debe decir: (…) a ordenar a la Comisión Europea 
que se emita (…)»

Se propone modificar el párrafo vigésimo primero 
del apartado II de la Exposición de Motivos, con la 
siguiente redacción:

Donde dice: «(…) salvo caso de incumplimiento 
deliberado (…)»

Debe decir: «(…) salvo en los casos de incumpli-
miento deliberado (…)»

Se propone modificar el párrafo segundo del aparta-
do III de la Exposición de motivos, con la siguiente 
redacción:

Donde dice: «(…) del que pueden derivar la formu-
lación de recomendaciones o requerimientos, cuya falta 
de seguimiento se tipifica normalmente como infrac-
ción grave; y sistema de investigaciones (…)»

Debe decir: «(…) del que pueden derivar la formu-
lación de recomendaciones o requerimientos, cuya falta 
de seguimiento se tipifica como infracción grave; y el 
sistema de investigaciones (…)»

Se propone modificar el párrafo segundo del aparta-
do III de la Exposición de motivos, con la siguiente 
redacción:
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Donde dice: «(…) planes de actuación informes de 
actividad (…)»

Debe decir: «(…) planes de actuación, los informes 
de actividad (…)»

MOTIVACIÓN

Mejora técnica.

ÍNDICE DE ENMIENDAS

Exposicion de motivos

—  Enmienda núm. 106, del G.P. Socialista.

Artículo único (Ley 19/1988, de 12 de julio, de Audito-
ría de Cuentas)

—  Enmienda núm. 43, del G.P. Catalán (CiU), al apar-
tado Uno (art. 1.2).

—  Enmienda núm. 44, del G.P. Catalán (CiU), al apar-
tado Uno (art. 1.3).

—  Enmienda núm. 45, del G.P. Catalán (CiU), al apar-
tado Uno (art. 1.4).

—  Enmienda núm. 22, del G.P. Popular, al apartado 
Uno (art. 1.6 nuevo).

—  Enmienda núm. 46, del G.P. Catalán (CiU), al apar-
tado Uno (art. 1.6 nuevo).

—  Enmienda núm. 47, del G.P. Catalán (CiU), al apar-
tado Dos [art. 2.1.a)].

—  Enmienda núm. 23, del G.P. Popular, al apartado 
Dos [art. 2.1.b)].

—  Enmienda núm. 48, del G.P. Catalán (CiU), al apar-
tado Dos [art. 2.1.b)].

—  Enmienda núm. 49, del G.P. Catalán (CiU), al apar-
tado Dos [art. 2.1.c)].

—  Enmienda núm. 98, del G.P. Socialista, al apartado 
Dos [art. 2.1.d)].

—  Enmienda núm. 2, del G.P. Vasco (EAJ-PNV), al 
apartado Dos (art. 2.2).

—  Enmienda núm. 50, del G.P. Catalán (CiU), al apar-
tado Dos (art. 2.2).

—  Enmienda núm. 51, del G.P. Catalán (CiU), al apar-
tado Dos (art. 2.4).

—  Enmienda núm. 52, del G.P. Catalán (CiU), al apar-
tado Dos (art. 2.7).

—  Enmienda núm. 3, del G.P. Vasco (EAJ-PNV), al 
apartado Tres (art. 4.2).

—  Enmienda núm. 53, del G.P. Catalán (CiU), al apar-
tado Tres (art. 4.2).

—  Enmienda núm. 24, del G.P. Popular, al apartado 
Tres (art. 4.5).

—  Enmienda núm. 54, del G.P. Catalán (CiU), al apar-
tado Tres (art. 4.5).

—  Enmienda núm. 55, del G.P. Catalán (CiU), al apar-
tado Cuatro (art. 5.2).

—  Enmienda núm. 56, del G.P. Catalán (CiU), al apar-
tado Cuatro (art. 5.4).

—  Enmienda núm. 25, del G.P. Popular, al apartado 
Cuatro [art. 5.5 (nuevo)].

—  Enmienda núm. 57, del G.P. Catalán (CiU), al apar-
tado Cuatro [art. 5.5 (nuevo)].

—  Enmienda núm. 4, del G.P. Vasco (EAJ-PNV), al 
apartado Cinco (art. 6.7).

—  Enmienda núm. 58, del G.P. Catalán (CiU), al apar-
tado Seis (art. 7.4).

—  Enmienda núm. 5, del G.P. Vasco (EAJ-PNV), al 
apartado Siete (art. 8).

—  Enmienda núm. 6, del G.P. Vasco (EAJ-PNV), al 
apartado Siete (art. 8).

—  Enmienda núm. 39, del G.P. Popular, al apartado 
Siete (art. 8.1).

—  Enmienda núm. 59, del G.P. Catalán (CiU), al apar-
tado Siete (art. 8.1).

—  Enmienda núm. 40, del G.P. Popular, al apartado 
Siete (art. 8.3).

—  Enmienda núm. 60, del G.P. Catalán (CiU), al apar-
tado Siete (art. 8.3).

—  Enmienda núm. 99, del G.P. Socialista, al apartado 
Siete [art. 8.3.a)].

—  Enmienda núm. 61, del G.P. Catalán (CiU), al apar-
tado Siete [art. 8.3.c)].

—  Enmienda núm. 62, del G.P. Catalán (CiU), al apar-
tado Siete [art. 8.3.d)].

—  Enmienda núm. 7, del G.P. Vasco (EAJ-PNV), al 
apartado Siete [art. 8.3.letras e), f) y g)].

—  Enmienda núm. 63, del G.P. Catalán (CiU), al apar-
tado Siete [art. 8.3.e)].

—  Enmienda núm. 26, del G.P. Popular, al apartado 
Siete [art. 8.3.f)].

—  Enmienda núm. 64, del G.P. Catalán (CiU), al apar-
tado Siete [art. 8.3.f)].

—  Enmienda núm. 27, del G.P. Popular, al apartado 
Siete [art. 8.3.g)].

—  Enmienda núm. 65, del G.P. Catalán (CiU), al apar-
tado Siete [art. 8.3.g)].

—  Enmienda núm. 67, del G.P. Catalán (CiU), al apar-
tado Siete [art. 8.3.h)].

—  Enmienda núm. 28, del G.P. Popular, al apartado 
Siete (art. 8.3.i) nueva).

—  Enmienda núm. 66, del G.P. Catalán (CiU), al apar-
tado Siete (art. 8.3.i) nueva).

—  Enmienda núm. 29, del G.P. Popular, al apartado 
Siete (art. 8 bis).

—  Enmienda núm. 68, del G.P. Catalán (CiU), al apar-
tado Siete (art. 8 bis).

—  Enmienda núm. 8, del G.P. Vasco (EAJ-PNV), al 
apartado Siete (art. 8 ter).

—  Enmienda núm. 41, del G.P. Popular, al apartado 
Siete [art. 8.ter.d)].

—  Enmienda núm. 69, del G.P. Catalán (CiU), al apar-
tado Siete [art. 8.ter.d)].

—  Enmienda núm. 9, del G.P. Vasco (EAJ-PNV), al 
apartado Siete (art. 8 quáter).
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—  Enmienda núm. 70, del G.P. Catalán (CiU), al apar-
tado Siete (art. 8 quáter).

—  Enmienda núm. 71, del G.P. Catalán (CiU), al apar-
tado Siete (art. 8 quinquies).

—  Enmienda núm. 72, del G.P. Catalán (CiU), al apar-
tado Siete (art. 8 sexies).

—  Enmienda núm. 30, del G.P. Popular, al apartado 
Nueve (art. 10.1 bis nuevo).

—  Enmienda núm. 73, del G.P. Catalán (CiU), al apar-
tado Nueve (art. 10.1 bis nuevo).

—  Enmienda núm. 10, del G.P. Vasco (EAJ-PNV), al 
apartado Diez (art. 11.2).

—  Enmienda núm. 11, del G.P. Vasco (EAJ-PNV), al 
apartado Diez (art. 11.2).

—  Enmienda núm. 31, del G.P. Popular, al apartado 
Diez (art. 11.2).

—  Enmienda núm. 74, del G.P. Catalán (CiU), al apar-
tado Diez (art. 11.2).

—  Enmienda núm. 12, del G.P. Vasco (EAJ-PNV), al 
apartado Doce (art. 13).

—  Enmienda núm. 75, del G.P. Catalán (CiU), al apar-
tado Doce (art. 13).

—  Enmienda núm. 32, del G.P. Popular, al apartado 
Trece (art. 14.1).

—  Enmienda núm. 76, del G.P. Catalán (CiU), al apar-
tado Trece (art. 14.1).

—  Enmienda núm. 77, del G.P. Catalán (CiU), al apar-
tado Quince (art. 15).

—  Enmienda núm. 78, del G.P. Catalán (CiU), al apar-
tado Dieciséis (art. 16.1).

—  Enmienda núm. 79, del G.P. Catalán (CiU), al apar-
tado Dieciséis [art. 16.2.b)].

—  Enmienda núm. 80, del G.P. Catalán (CiU), al apar-
tado Dieciséis [art. 16.2.d)].

—  Enmienda núm. 81, del G.P. Catalán (CiU), al apar-
tado Dieciséis [art. 16.3.d)].

—  Enmienda núm. 82, del G.P. Catalán (CiU), al apar-
tado Dieciséis [art. 16.3.ll)].

—  Enmienda núm. 83, del G.P. Catalán (CiU), al apar-
tado Dieciséis (art. 16.5 nuevo).

—  Enmienda núm. 84, del G.P. Catalán (CiU), al apar-
tado Diecisiete [art. 17.1.a)].

—  Enmienda núm. 85, del G.P. Catalán (CiU), al apar-
tado Diecisiete [art. 17.1.c)].

—  Enmienda núm. 13, del G.P. Vasco (EAJ-PNV), al 
apartado Diecisiete [art. 17.2.b)].

—  Enmienda núm. 86, del G.P. Catalán (CiU), al apar-
tado Diecisiete [art. 17.2.b)].

—  Enmienda núm. 87, del G.P. Catalán (CiU), al apar-
tado Diecisiete [art. 17.4.a)].

—  Enmienda núm. 14, del G.P. Vasco (EAJ-PNV), al 
apartado Diecisiete [art. 17.4.b)].

—  Enmienda núm. 88, del G.P. Catalán (CiU), al apar-
tado Diecisiete [art. 17.4.b)].

—  Enmienda núm. 89, del G.P. Catalán (CiU), al apar-
tado Diecisiete [art. 17.5.c)].

—  Enmienda núm. 15, del G.P. Vasco (EAJ-PNV), al 
apartado Diecisiete (art. 17.6).

—  Enmienda núm. 90, del G.P. Catalán (CiU), al apar-
tado Diecisiete (art. 17.6).

—  Enmienda núm. 33, del G.P. Popular, al apartado 
Diecisiete (art. 17.7).

—  Enmienda núm. 91, del G.P. Catalán (CiU), al apar-
tado Diecisiete (art. 17.7).

—  Enmienda núm. 92, del G.P. Catalán (CiU), al apar-
tado Diecisiete (art. 17.9).

—  Enmienda núm. 93, del G.P. Catalán (CiU), al apar-
tado Diecisiete (art. 17.10, letras nuevas).

—  Enmienda núm. 100, del G.P. Socialista, al apartado 
Diecisiete (art. 17.12).

—  Enmienda núm. 16, del G.P. Vasco (EAJ-PNV), al 
apartado Diecisiete (art. 17.14 nuevo).

—  Enmienda núm. 94, del G.P. Catalán (CiU), al apar-
tado Diecisiete (art. 17.14 nuevo).

—  Enmienda núm. 34, del G.P. Popular, al apartado 
Dieciocho bis (nuevo) [art. 21.bis (nuevo)].

—  Enmienda núm. 17, del G.P. Vasco (EAJ-PNV), al 
apartado Diecinueve (art. 22).

—  Enmienda núm. 101, del G.P. Socialista, al apartado 
Veinte (art. 25.2).

—  Enmienda núm. 21, del G.P. Vasco (EAJ-PNV), al 
apartado Veintiuno (D.A. Primera.3).

—  Enmienda núm. 38, del G.P. Popular, al apartado 
Veintiuno bis (nuevo) (D.A. Primera.3).

—  Enmienda núm. 1, del G.P. Esquerra Republicana-
Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya Verds, al 
apartado Veintidós (D.A. Quinta).

—  Enmienda núm. 18, del G.P. Vasco (EAJ-PNV), al 
apartado Veintidós (D.A. Quinta).

—  Enmienda núm. 42, del G.P. Popular, al apartado 
Veintidós [D.A. Décima.1.a)].

—  Enmienda núm. 95, del G.P. Catalán (CiU), al apar-
tado Veintidós [D.A. Décima.1.a)].

—  Enmienda núm. 19, del G.P. Vasco (EAJ-PNV), al 
apartado Veintidós [D.A. Décima.1.b)].

—  Enmienda núm. 35, del G.P. Popular, al apartado 
Veintidós [D.A. Décima.1.b)].

—  Enmienda núm. 20, del G.P. Vasco (EAJ-PNV), al 
apartado Veintidós (D.A. Décima.2).

—  Enmienda núm. 36, del G.P. Popular, al apartado 
Veintidós (D.A. Décima.2).

—  Enmienda núm. 102, del G.P. Socialista, al apartado 
Veintidós (D.A. Décima.2).

—  Enmienda núm. 37, del G.P. Popular, al apartado 
Veintitrés bis (nuevo) [D.T. (nueva)].

Disposición transitoria primera

—  Sin enmiendas.

Disposición transitoria segunda

—  Sin enmiendas.

Disposición transitoria tercera

—  Sin enmiendas.
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Disposición transitoria cuarta

—  Enmienda núm. 96, del G.P. Catalán (CiU).
—  Enmienda núm. 103, del G.P. Socialista.

Disposición transitoria quinta

—  Sin enmiendas.

Disposicion transitoria nueva

—  Enmienda núm. 97, del G.P. Catalán (CiU).

Disposición derogatoria única

—  Sin enmiendas.

Disposición final primera

—  Sin enmiendas.

Disposición final segunda

—  Sin enmiendas.

Disposición final tercera

—  Sin enmiendas.

Disposición final cuarta

—  Enmienda núm. 104, del G.P. Socialista, apartado 
Dos (nuevo).

Disposición final quinta

—  Enmienda núm. 105, del G.P. Socialista, apartado 
Tres (nuevo).

Disposición final sexta

—  Sin enmiendas.


